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La  falta  de  ediciones  manuales  del  texto  del  vigente 
Concordato  firmado  entre  la  Santa  Sede  y  España^  el 
27  de  agosto  de  1953,  con  los  documentos  anejos  al  mis- 
mo, nos  ha  movido  a  llevar  a  cabo  la  presente  publica- 
ción, destinada  fundamentalmente  a  los  alumnos  de  De- 
recho canónico  y  de  Derecho^  publico  eclesiástico  de 
n  npstras  U niversidades. 

Se  recogen  aquí  íntegramente  todos  los  documentos 
anejos  al  Concordato,  sin  omitir  ninguna  de  sus  partes, 
porgue  ello  nos  ha  parecido  necesario  para  el  más  exacto 
conocimiento  de  las  circunstancias  históricas  y  de  las 
características  de  este  acuerdo. 

Por  la  misma  razón  se  incluyen  también  otros  docu- 
mentos, como  el  mensaje  del  Jefe  del  Estado  español  a 
las  Cortes  para  la  ratificación  del  Concordato,  el  co- 
mentario de  «L'Osservatore  Romano»  a  la  firma  del  ' 
mismo  y  las  declaraciones  del  Ministro  de  Asuntos  Ex- 
teriores de  España  con  idéntico  motivo. 

Hemos  prescindido,  sin  embargo,  de  las  disposiciones 
dictadas  para  dar  cumplimiento  a  diversos  puntos  del 
Concordato,  como  han  sido,  por  ejemplo,  las  referentes 
a  la  modificación  de  las  circunscripciones  eclesiásticas 
o  a  las  modificaciones  en  materia  de  Derecho  matrimo- 
nial. 

Para  dar  una  visión  de  conjunto  del  Concordato  in- 
cluímos un  estudio  preliminar  que  reproduce,  con  pe- 
queñas modificaciones,  nuestro  trabajo  El  Concordato 
español  de  1953,  Madrid,  Publicaciones  del  Colegio  Ma- 
yor Universitario  de  San  Pablo,  1954. 

Incluímos,  asimismo,  una  nota  bibliográfica  que  pue- 
da servir  de  orientación  a  los  que  se  sientan  interesados 
por  el  tema. 

I.  M. 


ESTUDIO  PRELIMINAR 
SOBRE  EL  CONCORDATO  ESPAÑOL  DE  1953 


I. — TRES  FECHAS  EN  LA  HISTORIA  CONCORDATA- 
RIA ESPAÑOLA. 

La  historia  de  las  relaciones  concordatarias  entre  la 
Santa  Sede  y  España  está  jalonada  por  tres  fechas  fun- 
damentales que,  como  piedras  miliares,  situadas  a  un 
siglo  de  distancia,  señalan  un  camino  con  depresiones 
limitadoras  de  horizontes  y  con  alturas  que  ofrecen  es- 
pléndidos panoramas.  Estas  tres  fechas  son:  1753,  1831 
y  1953. 

Primera  feclia:  1753. 

En  los  primeros  días  del  año  1753,  los  plenipotencia- 
rios de  Su  Santidad  Benedicto  XIV  y  de  Su  Majestad 
Fernando  VI  de  España  firmaban  en  el  palacio  del  Qui- 
rinal  — todavía  residencia  pontificia —  un  Concordato 
que  ponía  término  a  un  largo  período  de  discrepancias 
e  incluso  de  violencias  surgidas  con  la  entronización  de 
la  Casa  de  Borbón  en  España,  especialmente  desde  que 
en  1709  el  Papa  Clemente  XI,  durante  la  guerra  de 
sucesión  de  la  Corona  española,  se  vió  forzado  por  las 
tropas  imperiales  a  reconocer  como  rey  de  España  al 
Archiduque  Carlos  de  Austria. 
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El  Concordato  del  Quirinal  constituyó  un  aconteci- 
miento de  gran  trascendencia.  Amplió  extraordinaria- 
mente los  derechos  de  patronato  de  los  Reyes  de  Espa- 
ña, de  tal  manera  que  al  Pontífice  sólo  le  quedó  la  libre 
colación  de  cincuenta  y  dos  beneficios  eclesiásticos  de 
escasa  importancia,  en  tanto  que  a  los  Monarcas  espa- 
ñoles se  les  concedía  la  facultad  de  elegir  los  candida- 
tos para  el  nombramiento  de  más  de  12.000  cargos  ecle- 
siásticos; entre  ellos,  los  Arzobispos  y  Obispos  de  Es- 
paña y  de  la  América  española. 

Es  el  momento  culminante  del  regalismo  hispano,  el 
único  medio  que  se  encontró  entonces  para  conjurar  la 
ruptura  de  la  Monarquía  española  con  Roma  y  el  peli- 
gro de  cisma  que  se  cernía  sobre  nuestro  horizonte  re- 
ligioso. 

Segunda  fecha:  1851. 

El  régimen  constitucional  se  había  instaurado  en  Es- 
para el  año  1808,  con  el  Estatuto  de  Bayona,  dado  por 
José  Bonaparte,  o,  si  se  prefiere,  con  la  Constitución  de 
1812,  aprobada  por  las  Cortes  de  Cádiz  durante  la  in- 
vasión napoleónica.  Los  textos  de  estas  Constituciones 
y  de  las  posteriores  se  mostraron  respetuosos  con  la  Re- 
ligión y  con  la  Iglesia,  pero  la  práctica  de  los  Gobiernos 
fué  muy  distinta.  Tampoco  en  los  períodos  de  reacción 
absolutista  se  guardó  a  la  Iglesia  el  respeto  deseable.  Las 
logias  trabajaban  afanosamente. 

Desde  1808  a  1851  corre  medio  siglo*  de  movimientos 
políticos  pendulares,  desde  el  absolutismo  al  constitucio- 
nalismo, en  los  que  la  víctima  fué  la  Iglesia.  Sus  bienes 
fueron  incautados  por  el  Estado  y  vendidos  a  los  par- 
ticulares para  remediar  la  penuria  de  la  Hacienda  pú- 
blica, siguiendo  la  práctica  iniciada  por  José  Bonaparte. 
Se  consumó  así  lo  que  Menéndez  Pelayo  llamó  «inmen- 
so latrocinio»,  aquel  «procedimiento  bárbaro,  atroz, 
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cruel,  antieconómico  y  antipolítico»,  según  calificó  el  Du- 
que de  Rivas  a  la  expoliación  de  los  bienes  de  las  monjas. 

El  Concordato  de  1851  entre  Pío  IX  e  Isabel  II  fué 
el  nuevo  tratado  de  paz  que  vino  a  intentar  cauces  se- 
renos después  de  un  largo  período  de  agitación  política, 
de  sangrienta  persecución  religiosa  y  de  rapacidad  eco- 
nómica. Se  dió  estabilidad  jurídica  a  las  adquisiciones 
de  bienes  eclesiásticos  realizadas  por  los  particulares,  y 
en  orden  al  Patronato  de  los  Reyes  sobre  nombramientos 
eclesiásticos,  continuó  la  posición  establecida  en  1753, 
si  bien  los  cincuenta  y  dos  beneficios  reservados  a  la  San- 
ta Sede  se  cambiaron  por  otros  distintos. 

Con  altibajos  repetidos,  según  la  orientación  liberal 
o  conservadora  de  los  políticos  turnantes,  después  de  res- 
taurada en  1874  la  Monarquía  que  fuera  barrida  por  la 
Revolución  de  1868,  el  Concordato  siguió  en  vigor  has- 
ta la  República  de  1931,  en  que  se  desató  de  nuevo  la 
persecución  religiosa  por  el  imperio  agresivo  del  lai- 
cismo republicano  y  del  sectarismo  marxista. 

Tercera  fecha:  1953. 

Agotados  los  recursos  legales  para  la  convivencia  pa- 
cífica dentro  de  la  República  y  renovada  la  persecución 
religiosa  a  partir  de  febrero  de  1936  por  el  triunfo  del 
Frente  Popular,  el  Movimiento  Nacional,  surgido  como 
una  reacción  viril  y  desesperada,  respetó  desde  el  pri- 
mer momento  los  valores  religiosos. 

Se  devolvión  la  libertad  a  la  Iglesia  levantando  las 
prohibiciones  que  pesaban  sobre  las  Ordenes  religiosas 
y  la  proscripción  de  la  Compañía  de  Jesús,  cuyos  miem- 
bros habían  sido  dispersados  y  cuyas  casas  fueron  in- 
cautadas ;  se  restauró  la  enseñanza  católica ;  se  volvió  a 
reconcer  efectos  civiles  al  matrimonio  canónico;  quedó 
restablecida  la  asistencia  religiosa  al  Ejército,  a  los  esta- 
blecimientos penitenciarios  y  benéficos.  Como  compen- 
sación por  anteriores  desamortizaciones,  se  renovó  la 
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ayuda  económica  a  la  Iglesia  que  había  suprimido  la 
República  y,  en  fin,  se  restablecieron  las  relaciones  con 
la  Santa  Sede,  que  envió  primero  un  Delegado  Apostó- 
lico y  poco  después  un  Nuncio  de  Su  Santidad. 

Terminada  en  1939  la  guerra  civil,  las  relaciones  en- 
tre España  y  la  Santa  Sede  siguieron  cauces  enteramen- 
te normales. 

En  1941,  en  1946  por  dos  veces  y  en  1950  se  firma- 
ron acuerdos  sobre  el  nombramiento  de  Obispos  y  pro- 
visión de  beneficios  no  consistoriales  — canónigos  y  pá- 
rrocos— ,  sobre  ayuda  a  Seminarios  y  Universidades 
eclesiásticas  y  acerca  de  la  asistencia  religiosa  a  las  fuer- 
zas armadas. 

En  1947,  el  Romano  Pontífice  restauró  el  Tribunal 
de  la  Rota,  que,  como  singular  privilegio,  figuraba  desde 
el  siglo  xvi  en  la  Nunciatura  de  Madrid,  y  que  la  Santa 
Sede  había  suprimido  en  1932,  como  consecuencia  de  la 
legislación  antirreligiosa  de  la  República. 

Así,  después  de  diecisiete  años  de  cordial  relación 
entre  el  nuevo  Estado  Español  y  la  Santa  Sede  — sin 
que,  naturalmente,  haya  faltado  algún  leve  desacuerdo 
local  u  ocasional — ,  el  27  de  agosto  de  1953,  un  nuevo 
Concordato  viene  a  establecer  los  cauces  jurídicos  de  esta 
relación,  no  para  poner  fin,  como  en  los  Concordatos 
precedentes,  a  una  etapa  de  persecución,  sino  para  hacer 
más  fecunda  y  provechosa  la  colaboración  entre  la  Igle- 
sia v  el  Estado. 


n.— CARACTERISTICAS  DEL  NUEVO  CONCORDATO 


Todos  los  comentaristas  del  nuevo  Concordato  coinci- 
den en  atribuirle  estas  tres  características : 

1.  *  Es  un  Concordato  completo  en  cuanto  que  abarca 
todas  — o,  al  menos,  en  el  mayor  número  registrado 
hasta  ahora —  las  cuestiones  que  afectan  a  la  Iglesia  y 
al  Estado. 

2.  *  Es  un  Concordato  que  nosotros  llamaríamos  de 
tesis  — otros  lo  han  llamado  íntegro — ,  en  cuanto  que 
incorpora  a  sus  artículos  y,  por  consiguiente,  a  la  legis- 
lación española  numerosas  disposiciones,  tal  como  se  ha- 
llan en  Código  de  Derecho  Canónico  o  en  los  preceptos 
fundamentales  del  Derecho  público  eclesiástico,  dándoles 
un  desarrollo  en  perfecta  consonancia  con  tales  normas.' 

3  *  Es  un  Concordato  de  amistad,  no  de  pacificación 
en  cuanto  que  no  viene  a  poner  término  a  un  período 
de  lucha,  sino  a  robustecer  una  relación  de  colaboración 
cordial. 

Todavía  podemos  añadir,  como  consecuencia  de  la 
segunda  característica  señalada,  una  nota  distintiva  de 
valor  singular  dentro  de  la  historia  concordataria  espa- 
ñola, y  es  que  el  nuevo  Concordato  abre  una  profunda 
brecha  en  el  tradicional  regalismo  españnl  hasta  dejarlo 
reducido  a  una  mera  apariencia,  aunque  otra  coss  sue- 
len afirmar  observadores  que,  a  nuestro  modo  de  ver,  no 
ahondan  lo  suficiente. 

Examinemos  estas  características  al  mismo  tiempo- que 
vamos  dando  noticia  del  contenido  del  Concordato. 


ni. — CGNCO RDATO  COMPLETO 


Si  trazamos  un  esquema  sistemático  de  las  materias 
reguladas  en  los  treinta  y  seis  artículos  que  contiene  el 
Concordato  español  de  1953,  fácilmente  podremos  ad- 
vertir que  el  número  de  aquellas  cuestiones  es  crecido. 

En  efecto,  todo  el  contenido  del  Concordato  podemos 
reducirlo  a  estos  fundamentales  enunciados : 

I.  9  Confesionalidad  católica  del  Estado  y  régimen 
de  cultos. 

2.9  Reconocimiento  de  la  soberanía  espiritual  e  inde- 
pendencia de  la  Iglesia  como  sociedad  perfecta. 

3. 9  Reconocimiento  de  la  personalidad  jurídica  in- 
ternacional de  la  Iglesia  y  del  Estado  Vaticano. 

4.9  Reconocimiento  de  la  personalidad  jurídica  y  ca- 
pacidad patrimonial  de  los  entes  eclesiásticos. 

5.9    Provisión  de  beneficios  eclesiásticos. 

6. 9  Régimen  de  las  circunscripciones  eclesiásticas  te- 
rritoriales. 

7.9    Reconocimiento  de  las  inmunidades  clericales. 
8.9    Régimen  patrimonial  de  la  Iglesia. 
.9.9    Reconocimiento  de  plenos  efectos  civiles  al  pa- 
trimonio canónico. 

10.9    Regulación  de  la  enseñanza  católica. 

II.  9  Asistencia  religiosa  a  las  fuerzas  armadas,  a  los 
establecimientos  benéficos  y  penitenciarios. 

12.9    Privilegios  en  favor  de  España. 

13.9    Interpretación  y  aplicación  del  Concordato. 

Dentro  de  estos  enunciados  generales  podrían  agru- 
parse las  diversas  disposiciones,  las  más  de  las  veces 
minuciosas  y  ricamente  matizadas,  que  integran  el  Con- 
cordato. No  es  posible  recogerlas  aquí,  ni  siquiera  en  un 
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rápido  enunciado.  A  las  más  importantes  de  ellas  habre- 
mos de  referirnos  en  indicaciones  posteriores. 

Unicamente  por  la  mayor  curiosidad  que  puede  ofre- 
cer, aludiremos  a  las  disposiciones  contenidas  bajo  el  epí- 
grafe que  hemos  denominado  Privilegios  en  favor  de 
España.  Las  normas  que  los  regulan  se  refrieren  a  los 
puntos  siguientes : 

l.9  Preces  que  han  de  rezar  los  sacerdotes  por  Es- 
paña y  por  el  Jefe  del  Estado. 

2. 9    Provisión  de  beneficios  eclesiásticos. 

3. 9  Privilegios  concedidos  en  relación  con  la  Basí- 
lica de  Santa  María  la  Mayor  de  Roma :  nombramiento 
de  protocanónigo  a  favor  del  Jefe  del  Estado ;  existencia 
de  un  canónigo  español  en  el  cabildo  de  la  basílica  y  ce- 
lebración de  tres  misas  anuales  por  España. 

4. 9  Reconocimiento  del  idioma  español  como  lengua 
oficial  para  tramitar  las  causas  de  beatificación  y  cano- 
nización. 

5. 9  Existencia  del  Tribunal  de  la  Rota  en  la  Nun- 
ciatura de  Madrid  y  de  dos  auditores  españoles  en  la* 
Rota  romana. 

Dada  la  extensión  y  detalle  de  todas  las  materias  re- 
guladas en  el  Concordato,  bien  se  le  puede  considerar, 
con  toda  justicia,  como  un  Concordato  completo  o,  me- 
jor aún,  como  el  más  amplio  y  más  completo  de  los 
Concordatos  que  hasta  este  momento  registra  la  his- 
toria. 


IV. — CONCORDATO  DE  TESIS 


Al  nuevo  Concordato  español  lo  hemos  calificado  como 
un  concordato  de  tesis  o  íntegro,  ya  que  recoge  en  su  ar- 
ticulado numerosos  preceptos  del  propio  Derecho  ecle- 
siástico y  los  desarrolla  mediante  disposiciones  que  se 
mantienen  en  la  misma  línea. 

C  onfcsionalidad  católica  del  Estado 

Veamos  confirmada  nuestra  afirmación  en  los  puntos 
más  destacados,  comenzando  precisamente  por  el  artícu- 
lo l.9  del  Concordato,  según  el  cual:  «La  Religión  Cató- 
lica, Apostólica,  Romana,  sigue  siendo  la  única  de  la 
Nación  española  y  gozará  de  los  derechos  y  prerrogati- 
vas que  le  corresponden  en  conformidad  con  la  Ley  Di- 
vina y  el  Derecho  canónico.» 

En  el  protocolo  final  del  Concordato  se  añade  que  se- 
guirá en  vigor  lo  dispuesto  en  el  artículo  6. 9  del  Fuero 
de  los  Españoles ;  es  decir,  que  <da  profesión  y  práctica 
de  la  religión  católica,  que  es  la  del  Estado  Español,  go- 
zará de  la  protección  oficial.  Nadie  será  molestado  por 
sus  creencias  religiosas  ni  en  el  ejercicio  privado  de  su 
culto.  No  se  permitirán  otras  ceremonias  ni  manifestado- 
nes  externas  que  las  de  la  religión  del  Estado».  Mientras 
tanto,  en  Africa  se  mantiene  el  statu  quo  de  libertad 
religiosa. 

Estas  disposiciones  sobre  la  confesionalidad  católica 
del  Estado,  aun  cuando  encuentran  algunas  semejantes 
en  el  Tratado  de  Letrán  entre  la  Santa  Sede  e  Italia  o 
en  preceptos  constitucionales  de  algún  Estado  americano 
- — como  Colombia,  Costa  Rica,  Paraguay  o  Perú — ,  es 
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indudable  que  se  apartan  notablemente  del  estilo  obser- 
vado en  la  inmensa  mayoría  de  los  Estados  actuales. 

No  son  muchos  los  Estados  confesionales  y  son  más 
raros  todavía  los  Estados,  confesionales  o  ño,  que  dejen 
de  admitir  la  libertad  de  cultos.  El  caso  de  España  apa- 
rece, pues,  como  verdaderamente  singular  al  tolerar  tan 
sólo  la  práctica  privada  de  los  cultos  disidentes  y  no  sus 
mani  f  estaciones  p úb licas. 

Una  fórmula  reputada  anacrónica. 

Reconozcamos  que  en  la  hora  actual  del  mundo  la 
fórmula  del  Concordato  español  resulta  desusada  y  que 
ha  parecido,  incluso  a  ciertos  católicos,  anacrónica  y  pe- 
ligrosa. 

Ya  en  su  famosa  conferencia  pronunciada  el  Día  del 
Papa,  2  de  marzo  de  1953,  en  el  Pontificio  Ateneo  La- 
teranense  de  Roma,  el  Cardenal  Ottaviani,  Secretario 
del  Santo  Oficio,  había  dicho,  refiriéndose  explícitamente 
al  artículo  6°  del  Fuero  de  los  Españoles  (1)  : 

«Esto  lia  levantado  las  protestas  de  muchos  anticató- 
licos y  de  incrédulos,  y  también,  lo  que  es  muy  desagra- 
dable, ha  sido  considerado  como  anacrónico  por  parte  de 
algunos  católicos  que  piensan  que  la  Iglesia  puede  con± 
vivir  pacíficamente  en  plena,  posesión  de  sus  propios  dc- 
reclios,  en  un  Estado  laico,  aunque  el  pueblo  esté  com- 
puesto por  católicos.» 

«Ahora  bien  — añade  el  Cardenal  Ottaviani — ,  si  hay 
una  verdad  cierta  e  indiscutible  entre  los  principios  gene- 
rales del  Derecho  público  eclesiástico,  es  aquella  que  afir- 
ma- el  deber  de  los  gobernantes  de  un  Estado  compuesto 
en  su  casi  totalidad  por  católicos  y,  consecuentemente  y 
coherentemente,  gobernado  por  católicos,  de  informar  la 
legislación  en  sentido  católico,  lo  que  implica  tres  inme- 
d iotas  consecucnckis : 


(1)  Cfr.  Ottaviaxi,  Deberes  del  Estado  católico  para  con  la  R  U- 
gión,  en  Revista  Españolo  de  Derecho  Canónico,  1953,  págs.  5-22. 
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1.*  La  profesión  pública  y  no  sólo  privada  de  la 
religión  del  pueblo. 

2*    La  inspiración  cristiana  de  la  legislación. 

3*  La  defensa  del  patrimonio  religioso  del  pueblo 
contra  cualquier  asalto  de  quien  quisiera  arrancarle  de 
su  fe  y  de  su  paz  religiosa.» 

«Estos  principios  — podemos  concluir  con  el  Cardenal 
Ottaviani —  son  sólidos  e  inconmovibles.  Valían  en  los 
tiempos  de  Inocencio  III  y  de  Bonifacio  VIII.  Valen  en 
¡es  tiempos  de  León  XIII  y  de  Pío  XII,  que  los  ha  reafir- 
mado en  más  de  un  documento  suyo.» 

Mas  lo  ciertp  es  que  ni  la  conferencia  del  Cardenal 
Ottaviani,  primero,  ni,  seis  meses  más  tarde,  la  firma 
del  Concordato  entre  la  Santa  Sede  y  España,  han  hecho 
que  algunos  católicos  hayan  terminado  de  aclarar  sus 
ideas. 

Las  razones  de  la  solución  española. 

No  se  acaba  de  ver  con  claridad  por  parte  de  estos 
católicos. 

1.*  Que  la  obligación  de  la  confesionalidad  católica 
del  Estado  no  nace  sólo  del  hecho  de  que  la  mayoría 
de  sus  ciudadanos  sean  católicos,  sino  de  la  naturaleza 
misma  de  la  sociedad  civil,  obra,  como  el  individuo,  del 
mismo  Dios,  a  quien  debe  reverencia  y  acatamiento. 

2.9  Que,  como  recordaba  en  su  discurso  de  6  de  di- 
ciembre de  1953  Pío  XII  al  V  Congreso  de  los  Juris- 
tas Católicos  italianos,  «lo  que  no  responde  a  la  verdad 
y  a  la  norma  moral  no  tiene  objetivamente  derecho  al- 
guno, ni  a  la  existencia,  ni  a  la  propaganda,  ni  a  la  ac- 
ción». 

3.9  Que  la  libertad  de  cultos,  como  las  demás  liber- 
tades condenadas  por  León  XIII  en  su  Encíclica  Liber- 
tas, hay  que  tolerarlas  como  un  mal  necesario  cuando, 
de  no  hacerfo  así,  se  seguirían  mayores  males  para  el  bien 
común;  pero  que  sólo  hay  que  tolerarlas  en  la  medida 
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•exigida  por  este  mismo  bien  común  y  corresponde  a 
la  prudencia  política  el  reducirlas  a  sus  límites  más  es- 
trictos. 

4.9  Que  no  en  todos  los  países  las  circunstancias  son 
las  mismas,  y  su  apreciación  corresponde  a  la  prudencia 
política.  Por  eso  si,  según  se  ha  afirmado,  los  católicos, 
en  otros  países,  no  ven  en  el  protestantismo  una  amena- 
za, sino  un  hecho,  en  España  sucede  exactamente  lo 
contrario :  que  no  son  un  hecho,  sino  una  amenaza ;  una 
amenaza  no  pocas  veces  apoyada  desde  las  Cancillerías. 

5.9  Que  la  pretendida  repercusión  perjudicial  de  la 
situación  de  los  protestantes  en  España  sobre  la  situa- 
ción de  los  católicos  en  países  de  mayoría  protestante 
no  pasa  de  ser  una  simple  elucubración,  y  que  si,  por  des- 
gracia la  situación  del  mundo  fuese  tan  dura  que  exigiese 
la  libertad  de  cultos  en  España,  los  católicos  españoles 
habrían  de  aceptar  gozosos  el  sacrificio  en  servicio  y  ayu- 
da de  los  demás  católicos  del  mundo. 

6. 9  Que  es  bueno  y  conveniente  que,  no  obstante  la 
dureza  de  los  tiempos,  haya  un  país  que  se  mantenga 
en  una  posición  de  tesis  que  sirva  para  recordar  a  todos 
cuál  es  la  doctrina  ideal  de  la  Iglesia,  que  ésta  no  ha 
dudado  reiterar  al  firmar  el  Concordato  Con  España. 

Preciso  es  afirmar,  por  consiguiente,  que  en  este  pun- 
to fundamental  y  básico  el  Concordato  español  ha  venido 
a  sentar  un  principio  lo  más  próximo  posible  a  la  tesis 
o  ideal,  actualizando  así  la  vigencia  de  un  precepto  del 
Derecho  público  eclesiástico  que  la  descristianizacion.de 
la  vida  pública  había  oscurecido  incluso  en  la  mente  de 
preclaros  católicos. 

■Personalidad  de  la  Iglesia. 

Consecuencia  de  este  principio  son  las  disposiciones 
•contenidas  en  otros  artículos  del  Concordato,  y,  en  pri- 
mer lugar,  que  «el  Estado  español  reconoce  a  la  Iglesia 
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Católica  el  carácter  de  sociedad  perfecta  y  Je  garantiza* 
el  libre  y  pleno  ejercicio  de  su  poder  espiritual  y  de  su. 
jurisdicción,  asi  como  el  libre  y  público  ejercicio  del 
culto»,  del  mismo  modo  que  reconoce  la  personalidad  ju- 
rídica internacional  de  la  Santa  Sede  y  del  Estado  de- 
la  Ciudad  del  Vaticano. 

Notemos  la  fórmula  empleada :  El  listado  español 
reconoce  a  la  Iglesia  el  carácter  de  sociedad  perfecta,  míe 
es  la  expresión  típica  del  Derecho  público  eclesiástico. 

La  personalidad  jurídica  y  la  capacidad  patrimonial  a 
las  instituciones  y  asociaciones  religiosas  se  reconoce: 
cuando  estén  constituidas  «según  el  Derecho  canónico», 
que  por  esta  vía  adquiere  vigencia  en  la  legislación  es- 
pañola. 

La  gestión  ordinaria  o  extraordinaria  de  los  bienes  y 
la  vigilancia  de  la  misma  pertenecen  «a  las  autoridades 
competentes  de  la  Iglesia»,  todo  lo  cual  coincide  con  los. 
cánones  correspondientes. 

Fiestas  religiosas  e  inmunidades  clericales. 

Los  días  festivos  serán  en  España  los  establecidos  en. 
el  Código  de  Derecho  Canónico  o  en  disposiciones  par- 
ticulares so%re  festividades  locales. 

En  orden  a  las  inmunidades  de  los  clérigos,  éstos  se 
hallan  exentos  del  servicio  militar  o  de  asumir  cargos  pú- 
blicos o  funciones  incompatibles  con  su  estado,  según  los 
términos  de  los  cánones  121  y  614  que  se  citan  en  el 
Concordato. 

El  fuero  eclesiástico  se  acomoda  en  lo  fundamental 
a  k>  dispuesto  en  el  Código  de  Derecho  Canónico,  y  en 
algún  caso  concreto,  como  en  el  embargo  judicial  de  bie- 
nes, se  copian  a  la  letra  en  el  Concordato  las  palabras 
del  Código.  Se  hacen,  sin  embargo,  algunas  concesiones 
al  Estado. 
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Pa  t  rimon  i  o  e  c  l  es  iá  s  t  ic  o . 

Respecto  al  régimen  patrimonial  de  la  Iglesia,  la  li- 
bertad e  independencia  que  a  ésta  corresponde  está  lite- 
ralmente reconocida  en  el  Concordato,  y  así  se  dice  que 
«la  Iglesia  puede  libremente  recabar  de  los  fieles  las  pres- 
taciones autorizadas  por  el  Derecho  canónico,  organizar 
colectas  y  recibir  samas  y  bienes,  muebles  e  inmuebles, 
para  la  prosecución  de  sus  propios  fines». 

Independencia  garantizada,  además,  por  las  exencio- 
nes tributarias  de  los  bienes  eclesiásticos  reconocidas  en 
-el  Concordato. 

Queda  igualmente  garantizada  «la  inviolabilidad  de 
las  iglesias,  capillas,  cementerios  y  demás  lugares  sagrar- 
dos,  según  prescribe  el  Código  de  Derecho  Canónico». 
A  lo  cual  se  añade  la  garantía  de  inviolabilidad  de  las 
"residencias  y  oficinas  eclesiásticas. 

Matrimonio. 

Respecto  al  matrimonio,  por  una  parte  se  otorgan  pie-  * 
nos  efectos  civiles  al  matrimonio  canónico,  y  por  otro 
lado  se  reconoce  la  competencia  exclusiva  de  los  Tribu- 
nales y  organismos  eclesiásticos  en  las  causas  matrimo- 
niales, coincidiendo  con  la  afirmación  del  Código  Ca- 
nónico: «Las  causas  matrimoniales  entre  bautizados  per- 
tenecen por  derecho  propio  y  exclusivo  al  juez  ecle- 
siástico» (cánon  1%0). 

■Enseñanza. 

En  materia  de  enseñanza,  algún  comentarista  ha  he- 
cho notar  que  todos  los  cánones  del  Código  de  Derecho 
'Canónico  relativos  a  las  escuelas  están  contenidos  en  el 
G  ncordato. 

En  efecto,  se  establece  el  principio  de  que  toda  la  en- 
señanza ha  de  ajustarse  al  dogma  y  a  la  moral  católicas; 
4a  obligatoriedad  de  la  enseñanza  de  la  Religión,  excep- 
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tuados  los  hijos  de  acatólicos  que  lo  soliciten ;  la  vigilan- 
cia por  parte  de  los  Obispos  en  cuanto  concierne  a  la, 
pureza  de  la  fe,  las  buenas  costumbres  y  la  educación, 
religiosa ;  y,  en  definitiva,  el  pleno  reconocimiento  del 
derecho  docente  de  la  Iglesia,  ya  que  el  Concordato  dis- 
pone que  la  Iglesia  podrá  libremente  ejercer  el  derecho 
que  le  compete  según  el  Código  de  Derecho  Canónico, 
de  organizar  y  dirigir  escuelas  públicas  de  cualquier  or- 
den y  grado,  incluso  para  seglares. 

Suplencia  del  Derecho  canónico. 

Finalmente,  el  Concordato  dispone  que  las  materias, 
relativas  a  personas  y  cosas  eclesiásticas  no  tratadas  en 
el  mismo  serán  reguladas  según  el  Derecho  Canónica 
vigente. 

Como  se  ve,  son  muchas  e  importantes  aquellas  dis- 
posiciones del  Concordato  en  que  se  recoge  plenamente 
no  ya  el  espíritu,  sino  a  veces  la  letra  misma  de  los. 
preceptos  del  Derecho  Canónico,  sin  atenuaciones  de- 
ninguna  clase. 

Bien  puede,  por  consiguiente,  ser  calificado  el  Concor- 
dato español  como  un  Concordato  de  tesis. 


V. — CONCORDATO  DE  AMISTAD 


Los  Concordatos  han  entrado  en  el  campo  de  las  re- 
laciones entre  la  Iglesia  y  el  Estado  por  una  doble  vía. 
Por  la  vía  dolorosa  y  fragosa  de  los  conflictos  entre  el 
Sacerdocio  y  el  Imperio  o  por  el  sendero  suave  de  una 
previsora  delimitación  de  actuaciones  del  Poder  civil  y 
del  eclesiástico  sobre  los  puntos  de  interés  común  a  uno 
y  a  otro. 

En  el  primer  caso,  los  Concordatos  han  tenido  una 
doble  manifestación :  o  bien  han  sido  la  fórmula  de  un 
armisticio,  han  constituido  verdaderas  paces  después  de 
un  período  de  lucha  — mejor  aún,  de  persecucicón — ,  o 
bien  han  constituido  un  medio  precautorio  de  defensa  en 
momentos  de  crisis  en  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y 
el  Estado.  En  el  segundo  caso,  los  Concordatos  han  sido* 
la  salvaguardia  jurídica  de  una  armonía  político-religiosa 
que  se  ha  tratado  de  mantener  inviolada. 

Mas  lo  cierto  es  que  en  la  historia  de  los  Concordatos 
abundan  aquellos  que  se  han  concertado  para  remediar 
los  males  de  una  persecución  contra  la  Iglesia  y  que 
ésta,  para  salvaguardar  su  libertad  fundamental,  se  ha 
visto  obligada  a  ceder  muchos  derechos  no  esenciales. 

El  Concordato  español,  como  hemos  visto,  no  ha  sur- 
gido para  poner  fin  a  un  período  de  fricciones,  sino  para 
recoger  y  perfeccionar  los  acuerdos  concertados  desde 
1941  a  1950  o  bien  para  dar  rango  de  convenio  a  las 
disposiciones  unilaterales,  encaminadas  todas  ellas  a  la 
restauración  de  la  vida  católica  en  España  y  establecidas 
tanto  por  parte  del  Estado  — libertad  de  las  entidades 
eclesiásticas,  reconocimiento  del  matrimonio  canónico, 
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libertad  patrimonial  de  la  Iglesia,  sentido  católico  de  la 
enseñanza,  etc. —  como  por  parte  de  la  Iglesia  en  el  res- 
tablecimiento del  Tribunal  de  la  Rota. 

Por  esto  resultan  certeramente  exactas  las  afirmacio- 
nes contenidas  en  el  preámbulo  justificativo  del  Con- 
cordato, según  el  cual : 

"La  Santa  Sede  Apostólica  y  el  Estado  español,  ani- 
mados del  deseo  de  asegurar  una  fecunda  colaboración 
para  el  mayor  bien  de  la  vida  religiosa  y  civil  de  la  na- 
ción española,  han  determinado  estipular  un  Concorda- 
to que,  reasumiendo  los  convenios  anteriores  y  comple- 
tándolos, constituya  la  norma  que  ha  de  regular  las 
reciprocas  relaciones  de  las  Altas  Partes  contratantes,  en 
conformidad  con  la  Ley  de  Dios  y  la  tradición  católica 
de  la  nación  española/' 

Así,  L'Osservatore  Romano,  en  su  editorial  del  mis- 
mo día  27  de  agosto,  en  que  se  firmó  el  Concordato, 
podría  afirmar:  "Peculiar  característica  del  presente 
Concordato  la  constituye,  por  tanto,  el  hecho  de  que  el 
mismo,  contrariamente  a  lo  que  suele  suceder  con  fre- 
cuencia, no  ha  sido  estipulado  para  poner  fin  a  un  es- 
tado de  discordia  o  para  cerrar  un  período  de  tensión, 
sino  más  bien  para  corroborar  y  estabilizar  una  situa- 
ción de  hecho  ya  existente/' 

Afirmación  corroborada  en  el  mensaje  dirigido  por 
el  Jefe  del  Estado  a  las  Cortes  Españolas  el  24  de  oc- 
tubre de  1953  para  solicitar  la  ratificación  del  Concor- 
dato: "Preparado  en  ambiente  de  sosiego  y  durante  un 
largo  período  de  armonía  y  con  espíritu  de  plena  sin- 
ceridad, estamos  ante  uno  de  los  singulares  casos  de  la 
Historia  en  que  un  Concordato  no  presenta  el  cacrácter 
<}e  un  armisticio,  ni  de  una  componenda  transaccional, 
rl  de  un  estatuto  de  garantías  mínimas.  Nos  hallamos 
ente  un  pacto  que  consagra  una  amistad  firme  y  pro- 
I  /.  da  que  asegura  una  colaboración  cordial  en  marcha." 
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Veamos  algunos  puntos  concretos  en  los  que  se  ma- 
nifiesta con  mayor  claridad  este  espíritu,  no  ya  de  sim- 
ple amistad,  sino  de  colaboración,  que,  según  decimos, 
caracteriza  a  nuestro  Concordato. 

-Relaciones  diplomáticas  y  previo  acuerdo  sobre 
materias  mixtas. 

Dejemos  aparte  el  hecho  demasiado  obvio  y  elemen- 
tal de  la  permanencia  de  un  Embajador  de  España 
cerca  de  la  Santa  Sede  y  de  un  Nuncio  Apostólico  en 
Madrid,  el  cual  será  decano  del  Cuerpo  Diplomático. 

Comencemos  por  advertir  que  en  los  Convenios  de 
7  de  junio  de  1941  y  de  16  de  julio  de  1946,  el  Gobier- 
no español  se  compromete  a  no  legislar  sobre  materias 
mixtas  o  que  puedan  interesar  en  algún  modo  a  la 
Iglesia,  sin  previo  acuerdo  con  la  Santa  Sede. 

Por  otra  parte,  en  punto  a  la  confesionalidad  cató- 
lica del  Estado,  una  de  cuyas  manifestaciones  consiste 
en  la  aceptación  de  las  fiestas  establecidas  por  la  Igle- 
sia, notemos  como  una  significativa  colaboración  que  1 
las  autoridades  civiles,  tanto  nacionales  como  locales, 
velarán  por  la  debida  observancia  del  descanso  en  estos 
días  festivos. 

Colaboración  espiritual  de  la  Iglesia. 

Otro  caso  de  colaboración  nos  lo  ofrece  el  hecho  de 
■que  "los  sacerdotes  españoles  diariamente  elevarán  pre- 
ces por  España  y  por  el  Jefe  del  Estado  según  la  fórmu- 
la tradicional  y  las  prescripciones  de  la  Sagrada  Litur- 
gia1. Del  mismo  modo,  en  la  basílica  de  Santa  María 
la  Mayor,  de  Roma,  se  celebrará  anualmente  una  misa 
en  cada  una  de  las  fiestas  de  la  Asunción  de  la  Santísi- 
ma Virgen,  de  la  Inmaculada  Concepción  y  de  San 
Fernando,  Rey  de  España,  "para  la  propagación  de  la 
fe,  por  las  intenciones  del  Jefe  del  Estado  español  y 


—  26  — 


para  impetrar  la  prosperidad  del  mismo  y  de  la  Nación 
española". 

Todo  esto  que  los  espíritus  superficiales  pueden  repu- 
tar como  medidas  intrascendentes,  a  quienes  miren  las 
cosas  con  los  ojos  de  la  fe  puesta  en  el  dogma  de  la 
Comunión  de  los  Santos,  les  parecerá  una  colaboración 
preciosa  por  parte  de  la  Iglesia  en  favor  de  España. 
Si  con  una  oración  fervorosa  e  ininterrumpida  se  pide 
la  mirada  benévola  de  Dios  sobre  los  españoles,  puede 
adquirir  una  fecundísima  actualidad  el  viejo  verso 

Deks  Hispanos  aspicit  benignas 
que  Aurelio  Prudencio  cantara  en  su  himno  a  San 
Fructuoso1. 

Coincidencia  de  circunscripciones  eclesiásticas  y 
civiles. 

'  Buscando,  como  en  los  casos  anteriores,  una  más  efi- 
caz colaboración  entre  la  potestad  eclesiástica  y  civil,  el 
Concordato  establece  que  se  procederá  de  común  acuer- 
do a  revisar  las  circunscripciones  diocesanas  para  que 
éstas  no  abarquen  territorios  pertenecientes  a  -diversas 
provincias  civiles;  del  mismo  modo  que  ninguna  parte 
del  territorio  español  dependerá  de  Obispo  cuya  sede 
se  halle  en  territorio  extranjero  ni  — a  excepción  del 
Principado  de  Andorra —  ninguna  diócesis  española 
comprenderá  territorio  de  otro  Estado. 

C  o  lab  o  ración  econ  ó  mica. 

En  el  orden  económico  se  establece  asimismo'  una 
ponderada  colaboración. 

La  Iglesia  y  el  Estado,  según  dispone  el  Concorda- 
to, estudiarán,  de  común  acuerdo,  la  creación  de  un 
adecuado'  patrimonio  eclesiástico  que  asegure  una  con- 
grua dotación  del  culto  y  del  clero.  Mientras  ese  pa- 
trimonio no  tenga  realidad,  el  Estado,  a  título-  de  in- 
demnización por  las  pasadas  desamortizaciones  de  bie- 


—  27  — 


nes  eclesiásticos  y  como  contribución  a  la  obra  de' la. 
Iglesia  en  favor  de  la  nación,  le  asignará  anualmente 
una  dotación  conveniente.  Y  si  en  el  futuro  se  altera- 
sen de  modo  notable  las  circunstancias  económicas  gene- 
rales, tales  dotaciones  serán  oportunamente  adecuadas, 
de  forma  que  siempre  quede  asegurado  el  sostenimiento 
del  culto  y  la  congrua  sustentación  del  clero. 

Declarándose  "fiel  a  la  tradición,  nacional" ,  el  Estado 
español  subvencionará  anualmente  la  conservación  y 
construcción  de  templos  y  seminarios ;  el  fomento  y  cui- 
dado de  los  monasterios  de  relevante  valor  histórico, 
y  en  Roma,  el  Colegio  de  San  José,  así  como  la  iglesia 
y  residencia  de  Montserrat.  Finalmente,  colaborará  con 
la  Iglesia  para  crear  y  financiar  instituciones  asistencia- 
Ies  en  favor  de  los  clérigos  ancianos,  enfermes  o  in- 
válidos, y  asignará  una  adecuada  pensión  a  los  Prela- 
dos que  por  edad  o  salud  se  retiren  de  su  cargo. 

El  Estado  español,  por  otra  parte,  se  compromete  a 
proveer  a  las  necesidades  económicas  de  las  diócesis  que 
en  el  futuro  se  erijan.  Contribuirá  con  una  subvención 
extraordinaria  a  los  gastos  iniciales  y,  en  particular, 
subvencionará  la  construcción  de  las  nuevas  Catedrales; 
residencias  de  los  Prelados,  oficinas  de  las  Curias  y  Se- 
minarios diocesanos. 

Cierto  que  en  todo*  esto  pesa  mucho  el  espíritu  con 
que  se  proceda;  que  puede  entrañar  no  pocos  riesgos, 
como  el  de  provocar  una  inhibición  de  los  fieles  en  su 
ayuda  a  la  Iglesia,  y  el  de  contribuir  — si  no  se  escogen 
procedimientos  convenientes —  a  la  formación  de  un 
concepto  del  sacerdote-funcionario. 

Pero  no  es  menos  verdad  que  llevado  a  cabo  con  rec- 
to espíritu,  sin  ánimo  de  contrapartida  y  contando  con 
aquello  que  el  insigne  Cardenal  Belluga  llamaba  la  obli- 
gación de  los  Obispos  a  hablar,  si  acaso  el  Estado'  se 
saliese  de  su  esfera,  constituye  la  obligada  y  justa  cola- 
boración de  un  Estado  que,  proclamándose  y  siendo  en 
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Verdad  católico,  pretende  servir  a  la  Iglesia  como  la 
Iglesia  desea  y  debe  ser  servida,  sin  servirse  de  ella. 

'Colaboración  en  el  orden  artístico  y  cultural. 

Una  nueva  muestra  de  la  eficaz  colaboración  que  ve- 
nimos señalando  se  nos  ofrece  en  relación  con  el  pa- 
trimonio artístico  de  la  Iglesia.  Para  vigilar  la  conser- 
vación, reparación  y  reforma  del  mismo  se  constituirá 
en  cada  diócesis  una  Comisión  presidida  por  el  Obispo. 
La  mitad  de  los  miembros  serán  elegidos  por  éste  y 
aprobados  por  el  Gobierno,  y  la  otra  mitad  designados 
por  el  Gobierno  con  la  aprobación  del  Obispo. 

Las  autoridades  eclesiásticas  facilitarán  el  estudio 
de  los  documentos  custodiados  en  los  archivos  eclesiás- 
ticos y,  por  su  parte,  el  Estado  ayudará  técnica  y  eco- 
nómicamente a  la  instalación,  catalogación  y  conserva- 
ción de  dichos  archivos. 

Colaboración  en  el  orden  matrimonial  y  educativo. 

Colaboración  eficazmente  constructiva  en  favor  de  la 
sociedad  civil  y  de  la  santificación  de  las  almas  es  la 
que  surge  al  reconocer  plenos  efectos  civiles  al  matrimo- 
nio canónico,  como  ya  hemos  indicado. 

Colaboración  no  menos  fecunda  es,  finalmente,  la  que 
se  establece  en  materia  de  enseñanza.  El  Estado  garan- 
tiza la  ortodoxia  de  la  enseñanza  profana  y  la  obligato- 
riedad de  la  enseñanza  religiosa  en  toda  clase  de  cen- 
tros docentes. 

La  vigilancia  de  la  pureza  de  la  fe,  las  costumbres  y 
la  educación  religiosa  queda  encomendada  a  los  Obis- 
pos, quienes,  por  su  parte,  podrán  remover,  a  tenor  de 
las  disposiciones  canónicas,  a  los  profesores  de  Religión, 
sacerdotes,  religiosos  o  seglares,  por  motivos  de  religión 
o  costumbres.  Se  reconoce  validez  académica  oficial  a 
ciertos  estudios  cursados  en  centros  eclesiásticos  y  se 
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procura  estimular  v  facilitar  el  acceso  de  los  eclesiásíi-^ 
eos  a  las  Universidades  estatales  y  de  los  seglares  a  las. 
Universidades  eclesiásticas. 

El  Estado,  por  su  parte,  cuidará  de  que,  especial- 
mente en  los  programas  de  radiodifusión  y  televisión, 
se  dé  el  puesto  conveniente  a  la  exposición  y  defensa  de 
la  verdad  religiosa,  de  acuerdo  con  el  respectivo  Ordi- 
nario, del  mismo  modo  que  procurará  ayudar  económi- 
camente, en  la  medida  de  lo  posible,  a  las  casas  de  for- 
mación de  ks  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas,  es- 
pecialmente a  las  de  carácter  misional. 

La  tesis  colaboracionista,  la  más  perfecta. 

Frente  a  la  tesis  liberal,  (pie  propugna  una  separación 
absoluta  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  un  desconocimien- 
to recíproco  de  ambas  potestades,  el  nuevo  Concordato 
español  consagra  y  trata  de  llevar  a  la  práctica  aquel 
principio  de  la  tesis  católica  exigido  por  la  misma  na-, 
turaleza  de  las  cosas :  distinción  entre  el  poder  espiri- 
tual y  el  temporal,  pero  armónica  colaboración  de  am- 
bos.  Pues  como  enseña  S.  S.  Pío  XII  en  su  discurso  del 
año  1947  a  la  Rota  Romana,  aquella  distinción,  funda- 
da en  los  diversos  fines  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  "no 
niega,  por  cierto,  toda  unión  entre  las  dos  sociedades,  ni 
menos  aún  viene  a  determinar  entre  ellas  una.  fría  y  se- 
gregadora atmósfera  de  agnosticismo  e  indiferencia. 
Quien  quisiera  entender  así  la  recta  doctrina  de  que  la 
Iglesia  y  el  Estado  son  dos  distintas  saciedades  perfec- 
tas cometería  un  error.  No  acertaría  a  explicar  las  múl- 
tiples formas  de  unión  entre  los  dos  poderes,  caracterís- 
ticas del  pasado  y  del  presente,  y  siempre,  aunque  en 
diverso  grado,  fructuosa.  Sobre  todo,  no  tendría  en 
cuenta  que  la  Iglesia  y  el  Estado  brotan  de  la  misma 
fuente:  Dios,  y  que  ambos  se  cuidan  del  mismo  hom- 
bre, de  su  dignidad  personal  natural  y  sobrenatural/^ 


Por  todo  ello,  bien  podemos  concluir,  con  monseñor 
Antoniutti,  Nuncio  Apostólico  en  España,  que  los  Con- 
cordatos de  amista'!  ''son  raros,  muy  raros.  Y  parece 
claro  que  el  Concordato  firmado  entre  la  Santa  Sede  y 
España  deba  considerarse  como  Concordato  de  amistad, 
porque  España,  a  pesar  de  todos  los  acontecimientos 
del  pasado,  se  ha  mantenido  fiel  a  la  Iglesia  y  ai 
Papa»  (1). 


(1>    Discurso  en  la  Universidad  de  Comillas,  en  Ecclesia,  3  abril 


\  I._ CONCORDATO  CONTRARIO  AL  TRADICIONAL 
REGALISMO  ESPAÑOL 


Una  palabra  sobre  el  significado  de  la  expresión  re- 
galisino. 

A  nuestro  modo  de  entender,  existe  propiamente  re- 
galismo  cuando,  proclamándose  católico1  el  Estado,  in- 
terviene unilateral  y  autoritariamente  en  materias  de  ín- 
dole espiritual. 

El  regalismo,  enfermedad  endémica. 

Entendiéndolo  así  — quintaesenciada  su  diversidad 
histórica — ,  nos  parece  que  viene  a  ser  una  situación  pa- 
tológica tan  propia  de  los  Estados  católicos  como  algu- 
nas enfermedades  k>  son  respecto1  a  determinadas  profe-* 
siones  o  edades  de  los  hombres.  Dolencias  que,  en  ver- 
dad, no  todos  han  de  padecer  indefectiblemente,  pero 
que,  de  hecho,  son  muy  pocos  los  que  escapan  a  su 
ataque. 

Respetar  íntegramente  los  derechos  de  la  Iglesia  es 
empresa  dificilísima  para  los  rectores  de  la  vida  políti- 
ca, aun  los  más  sinceramente  católicos  y  los  más  recta- 
mente intencionados.  Hay  siempre  como  un  peso  de  lo 
terreno  que  dificulta  la  realización  del  ideal  de  armonía 
entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  de  esa  colaboración  sin  con- 
fusión que  constituye  el  ideal  católico  en  punto  a  las 
relaciones  de  ambas  potestades. 

-  Por  eso  son  más  de  admirar  todas  las  realizaciones 
que  procuran  mantenerse  en  esa  línea  de  perfección. 

,  El  insigne  maestro  de  la  Universidad  de  Lovaina, 
Jacques  Leclercq,  ha  escrito  a  este  propósito  algunas 
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páginas  cargadas  «.le  mentido  realista  y  de  experiencia 
humana  que  es  oportuno  recordar  (2). 

Como  éste  nos  advierte,  el  sentido  cristiano  "es  par- 
ticularmente raro  en  los  hombres  de  Estado.  De  tiempo 
en  tiempo  se  ve  un  Rey  Santo,  y  su  reinado  es  celebrado 
pn  la  Historia  como  el  tiempo  de  una  felicidad  pública 
sin  precedentes. . .  Cuando  los  Jefes  de  listado  no  son 
santos,  no  toleran  que  un  poder  contrabalancee  el  suyo. 
La  tendencia  natural  de  todo  hombre  que  ejerce  un 
poder  es  de  ejercerlo  sin  control. 

Los  hombres  de  lo  temporal...  siempre  tienen  la  im- 
presión de  que  la  Iglesia  carece  del  sentido  de  las  rea- 
lidades cuando  ella  se  inmiscuye  en  su  terreno  para  dic- 
tarles la  ley  ni  o  ral. 

Todo  esto  explica  por  qué  la  Igjlesia  no  ha  obtenido 
casi  nunca  la  completa  independencia  requerida  para  el 
ejercicio  de  su  misión.  La  historia  cristiana  está  llena 
de  luchas  de  la  Iglesia  contra  los  Príncipes.  Contra  los 
principes  católicos... 

Y  así  ocurrirá  hasta  el  fin  de  los  tiempos...  La  Iglesia 
deberá  combatir  siempre  para  conseguir  el  reconoci- 
miento de  sus  derechos  y  no  lo  conseguirá  más  que  par- 
cialmente. Solamente  un  pequeño  número  aceptará  la  ley 
de  Cristo  con  todas  sus  consecuencias" . 

No  creemos,  sinceramente,  (pie  el  Estado  español,  en 
los  cuatro  siglos  y  medio  de  historia  unitaria  con  que 
cuenta,  haya  sido  una  excepción,  si  bien  es  cierto  que 
en  muchas  ocasiones  el  acento  regalista  haya  sido  suave 
y  llevadero. 

De  todas  formas,  estimamos  que  el  regalismo  ha  sida 
una  constante  histórica  en  las  relaciones  entre  la  Igle- 
sia y  el  Estado  español. 

Pues  bien,  el  Concordato  de  1953,  precisamente  por- 
que puede  calificarse  como  un  Concordato  de  tesis,  su- 

(2)  Leclercq,  La  me  du  Christ  dans  son  Eglisc.  2.a  ed..  París^ 
1947,  trad.  esp. :  Cristo,  su  Iglesia  y  los  cristianos,  2.a  ed.,  Bilbao?, 
Desc'éc  de  Brouwer,  1952,  págs.  258-262. 
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pone  una  clara  ruptura  con  el  tradicional  regalismo  es- 
pañol, del  que  sólo  permanecen  algunos  ligeros  matices 
como  recuerdo1  histórico. 

El  nombramiento  de  Obispos. 

Se  afirma  con  frecuencia  que,  bajo  el  nuevo*  régimen 
español,  los  Obispos  son  nombrados  por  el  Jefe  del  Es- 
tado. 

Las  cosas  siguen  muy  otro  camino. 

Aclaremos  ante  todo  que  el  Jefe  del  Estado  español, 
como  ningún  poder  civil  en  ninguna  época  de  la  histo- 
ria, nombra  propiamente  los  miembros  de  la  Jerarquía 
eclesiástica.  Sólo  el  Romano  Pontífice  — o  los  Obispos 
en  su  caso —  tienen  potestad  para  hacerlo. 

Si  se  emplea  la  palabra  nombramiento,  con  notoria 
impropiedad,  es  en  el  sentido  de  propuesta  al  Romano 
Pontífice  para  que  éste  confiera  la  potestad  eclesiástica. 

Pues  bien,  según  el  Convenio  de  1941,  recogido  en  el 
Concordato  de  1953,  al  Jefe  del  Estado  español  se  le* 
concede  la  facultad  de  proponer  a  la  Sede  Apostólica 
los  candidatos  para  las  Sedes  episcopales  y  metropoli- 
tanas. 

Pero  ¿cómo?  Refiramos  textualmente  el  acuerdo: 

"I. — Tan  pronto  como  se  haya  producido  la  vacante 
de  una  Sede...,  el  Nuncio  Apostólico,  de  modo  con  f  id  en" 
cial,  tomará  contacto  con  el  Gobierno  español  y,  una  vez 
conseguido  un  principio  de  acuerdo,  enviará  a  la  Santa 
Sede  una  lista  de  nombres  idóneos,  al  menos  en  número 
de  seis. 

2. — El  Santo  Padre  elegirá  tres  de  entre  aquellos 
nombres  y,  por  conducto  de  la  Nunciatura  Apostólica, 
los  comunicará  al  Gobierno  español,  y  entonces  el  Jefe 
del  Estado,  en  el  termino  de  treinta  días,  presentará 
oficialmente  uno  de  los  tres. 
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3.  — Si  el  Santo  Padre,  en  su  alto  criterio,  no  estima- 
se aceptables  todos  o  parte  de  los  nombres  comprendidos 
en  la  lista,  de  suerte  que  no  pudiera  elegir  tres  o  ningu- 
no de  entre  ellos,  de  propia  iniciativa  completará  o  for- 
mulará una  terna  de  candidatos,  comunicándola  por  el 
mismo  conducto  al  Gobierno  español.  Si  éste  tuviera  ob- 
jeciones de  carácter  político  general  que  oponer  a  todos 
o  a  alguno  de  los  nuevos  nombres,  lo  manifestará  a  la 
Santa  Sede. 

En  caso  de  que  transcurran  treinta  días  sin  una  res- 
puesta del  Gobierno...,  se  interpretará...  que  éste  no  tie- 
ne objeciones...  que  oponer  a  los  nuevos  nombres,  que- 
dando entendido  que...  el  Jefe  del  Estado  presentará  a 
Su  Santidad  uno  de  los  candidatos... 

Por  el  contrario,  si  el  Gobierno  formula  aquellas  ob- 
jeciones, se  continuarán  las  negociaciones. 

4.  — En  todo  caso,  aun  cuando  el  Santo  Padre  acepte 
tres  nombres  de  los  enviados,  siempre  podrá  además  su- 
gerir nuevas  nombres,  que  añadirá  a  la  tema,  pudien- 
do...  el  Jefe  del  Estado  presentar  indistintamente  un 
nombre  de  los  comprendidos  en  la  tema  o  alguno  de  los 
sugeridos...  por  el  Santo  Padre. 

¿Qué  queda  en  todo  esto  del  viejo  pleito  sobre  el  pre- 
tendido Patronato  universal  de  la  Corona  española,  re- 
suelto en  el  Concordato  de  1753  y  confirmado  en  el  de 
1851  concediendo  a  los  Monarcas  la  facultad  de  pro- 
poner el  nombramiento  de  casi  todos  los  beneficios  ecle- 
siásticos, entre  ellos  todos  los  Arzobispos  y  Obispos? 

La  provisión  de  los  demás  oficios  eclesiásticos. 

Otro  tanto  puede  decirse  del  Convenio  de  16  de  ju- 
lio de  1946  sobre  la  provisión  de  beneficios  no  consis- 
toriales — canónigos  y  párrocos — ,  incorporado  igual- 
mente al  nuevo  Concordato. 

En  su  artículo  L*  se  dice  textualmente:  "La  provi- 
sión de  beneficios  no  consistoriales  pertenece  a  la  Au- 
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ft cridad  Eclesiástica,  la  cual  los  confiere  en  conformi- 
dad con  el  Código  de  Derecho  Canónico,  salvo  cuando 
por  concesión  de  la  Santa  Sede,  en  consideración  de  las 
■tradiciones  católicas  de  España,  se  dispone  en  el  presen- 
te Convenio!' 

Y  ¿qué  es  lo  que  concede  la  Iglesia  al  Estado  en 
•atención  a  las  tradiciones  católicas  de  España? 

Concede  que,  en  la  provisión  de  algunos  cargos  ecle- 
siásticos, el  Jefe  del  Estado  presente  al  Obispo  o  a  la 
Santa  Sede  un  candidato  elegido  en  la  terna  formada 
por  el  propio  Obispo. 

Asimismo,  concede  que,  antes  de  publicarse  los  nom- 
bramientos de  los  párrocos  — designación  que  se  hace 
•según  lo  previsto  en  el  Código  canónico — ,  se  notifi- 
quen "reservadamente  al  Gobierno  para  el  caso  excep- 
cional en  que  éste  tuviera  que  oponer  alguna  dificultad 
de  carácter  político  general";  objeción,  por  otra  parte, 
que  si  no  es  aceptada  por  el  Obispo  da  lugar  a  que  se 
recurra  a  la  Santa  Sede,  "la  cual,  de  acuerdo  con  el  Jefe 
>del  Estado,  resolverá  lo  que  convenga" . 

Y  esto  es  todo.  Cierto  que  la  Iglesia,  en  vez  de  hacer 
sus  nombramientos  sin  dar  cuenta  de  ellos  a  nadie,  como 
•corresponde  a  una  sociedad  enteramente  soberana,  en 
algún  caso  acepta  a  uno  entre  los  varios  candidatos  que 
-ella  mismo  ha  elegido,  o  bien  puede  recibir  objeciones 
•de  tipo  político  general  al  designar ;  pero  bien  se  ve  cuán 
lejos  está  todo  esto  de  los  pretendidos  derechos  del  Es- 
tado a  intervenir  en  la  vida  de  la  Iglesia. 

^Espíritu  con  que  se  ha  negociado  el  Concordato. 

Para  valorar,  además,  el  alcance  de  estas  concesiones 
'O  privilegios,  interesa  mucho  conocer  el  espíritu  con 
■que  se  haya  procedido  en  la  negociación  de  estos 
-acuerdos. 

Es  verdad  que  aún  nos  falta  perspectiva  histórica 
para  juzgar  de  todo  ello,  pero  no  se  carece  por  entero 
u  <Íe  elementos  de  juicio. 
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Algún  prestigioso  comentarista  del  nuevo  Concorda- 
to ha  afirmado  que  el  Convenio  de  1941  sobre  el  nom- 
bramiento de  Obispos  "se  negoció,  según  rumores,  en 
una  situación  de  cierta  tirantee»  (1). 

La  afirmación  nos  parece  perfectamente  verosímil  si 
recordamos  que  en  el  otoño  de  1939  hubo  toda  una  cam- 
paña de  prensa  reclamando  para  el  nuevo  Estado  espa- 
ñol los  antañones  privilegios  del  Patronato  Real,  en 
clara  discordancia  con  el  Derecho  canónico  vigente. 

De  tal  campaña  puede  dar  exacta  idea  este  párrafo- 
de  un  editorial  publicado  en  el  diario  A  B  C,  de  Ma- 
drid, el  27  de  octubre  de  1939,  bajo  el  título  de  «Po- 
lítica católica»  : 

"Tuvo  Pedro  I  el  derecho  de  veto  a  las  designacio- 
nes eclesiásticas;  se  les  revalidó  a  los  Reyes  Católicos 
el  derecho  de  presentación,  y  con  más  amplitud,  exten- 
diéndose a  las  Indias,  se  le  revalidó  también  a  Car- 
los I,  "al  rey  católico  de  España  que  por  tiempo  fuere". 
Lo  sostuvo  enérgicamente  Felipe  II,  diciendo  que  la  con- 
cordia con  la  Iglesia  era  sin  perjuicio  ni  menoscabo  de 
la  autoridad  regia,  ¡leredada  de  príncipes  religiosísi- 
mos". La  recabó  Felipe  IV  en  toda  su  integridad,  pro- 
testando contra  ciertos  abusos  de  la  Curia  romana.  Se 
reprodujo  la  misma  cuestión  en  el  reinado  de  Fernan- 
do VI  v  la  resolvió  el  .Concordato  de  1753,  que  obtuvo 
para  la  Corona  el  patronato  universal,  de  tal  modo  que 
al  Papa  le  quedaron  52  cargos  menores  en  los  Cabildos, 
mientras  que  el  Rey  obtenía  el  derecho  de  proveer  los 
12.600  beneficios  litigados  entonces.  Y,  en  fin,  aparece 
la  regalía  en  todos  los  Concordatos  hasta  el  último,  el 
de  1851. 

Esto  fué  siempre,  con  mucha  justificación  y  gran 
provecho  de  la  Iglesia  y  del  Estado,  pero  nunca]  con 


(1)  García  Bakberexa,  Derecho  de  presentación  para  Sedes  epi&m. 
cipales,  en  Ecclesia,  31  octubre  1953,  pág.  15. 


mayor  necesidad  ni  con  más  justicia  que  en,  estas  cir- 
cunstancias." '  3| 
[  Mas  lo  cierto  es  que  desde  1939  hasta  1953  muchas 
circunstancias  han  variado  y  el  Concordato  se  ha  fir- 
mado en  un  ambiente  de  clara  cordialidad. 

En  tales  condiciones  hay  que  reconocer  la  sinceridad 
y  exactitud  de  estas  palabras  contenidas  en  el  Mensaje 
dirigido  por  el  Jefe  del  Estado  a  las  Cortes  solicitando 
la  ratificación  del  Concordato: 

"No  hemos  firmado  para  obtener  nada  distinto  ni 
bien  espiritual  de  la  Nación  ;  los  honores  y  prerrogativas 
que  ¡a  Santa  Sede  nos  dispensa  son  como  un  premio  que 
proclama  los  singulares  servicios  realizados  por  el  pue- 
blo español  en  defensa  de  la  Iglesia;  son  una  ratifica- 
ción expresa  y  solemne  a  la  constante  fidelidad  y  secu- 
lares esfuerzos  llevados  a  cabo  por  los  españoles,  egre- 
giamente superados  con  ocasión  de  nuestra  Cruzada-  de 
Liberación.  Favores  y  privilegios  tan  deferentes  que  ha- 
cen a  España  una  de  las  naciones  predilectas  de  la  Igle- 
sia, los  agradecemos  en  cuanto  valen,  como  muestra  de 
cariño  y  reconocimiento  de  buen  servicio,  pero  huelga 
decir  que,  aun  sin  ellos,  lo  mismo  seguiríamos  sirviendo 
a  la  causa  de  la  religión,  porque  los  españoles  de  hoy, 
libres,  por  fortuna,  de  cualesquiera  concupiscencias  re- 
galistas,  nos  movemos  por  estímulos  más  levantados'' 

Por  todo  ello,  bien  puede  afirmarse,  con  justicia,  que 
-el  nuevo  Concordato  rompe  claramente  con  el  tradicio- 
nal regalismo  español. 

Conviene,  sin  embargo,  hacer  una  advertencia.  A 
•nuestro  juicio,  aquella  falta  de  "cualesquiera  concupis- 
cencias regalistas"  que  acabamos  de  citar  cuadra  per- 
fectamente a  los  gobernantes  que  han  concertado  el  Con- 
cordato; pero,  por  desgracia,  no  corresponde  exacta- 
mente a  la  mayoría  del  pueblo  español. 

Varios  siglos  de  regalismo  y  de  liberalismo  han  de- 
formado no  poco  el  criterio  de  una  buena  parte  de  los 
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españoles,  que  no  ven  hoy  con  la  misma  claridad  que: 
sus  gobernantes,  al  menos  en  algún  punto  concreto,, 
como  en  materia  de  enseñanza,  la  libertad  e  independen- 
cia que  a  la  Iglesia  le  corresponde. 


VII. — JUICIO  SOBRE  EL  CONCORDATO 


Hechas  estas  consideraciones,  intentemos  un  juicio 
sobre  el  Concordato. 

Importancia  del  Concordato. 

Señalemos  en  primer  término  que  su  celebración  cons- 
tituyó un  hecho  de  relieve  singular. 

Lo  prueban  el  amplio  eco  que  ha  encontrado  en  la 
prensa  de  todo  el  mundo ;  la  atención  que  le  han  dedica- 
do los  especialistas,  e  incluso  el  relieve  dado  por  el  pro- 
pio Vaticano  al  acto  de  la  firma. 

Corrobora  esta  importancia  la  misma  disparidad  de 
los  juicios  emitidos  sobre  este  Convenio.  Leyéndolos 
surge  el  recuerdo  de  aquellas  deliciosas  y  profundas  pá- 
ginas que  Chesterton  escribiera  en  su  Ortodoxia  sobre 
las  paradojas. del  Cristianismo. 

Basta  examinar  lo  dicho  con  ocasión  del  Concor- 
dato sobre  la  situación  de  los  protestantes  en  España,  o, 
mejor  aún,  lo  afirmado  sobre  el  supuesto  triunfador  en 
el  pacto  entre  España  y  la  Santa  Sede. 

Si  diéramos  como  cierto  lo  afirmado  por  el  diario 
Der  Spiegel,  de.Ha.mhurgo,  el  4  de  noviembre  de  1953, 
resultaría  nada  menos  que  "los  católicos  civilizados  es- 
tán conformes,  en  todas  partes,  en  que  el  terror  anti- 
protestante, inquisitorial  y  destructor  reina  en  España-'. 
Por  el  contrario,  según  el  periódico  inglés  Church  of 
England  Newspaper  and  the  Record,  de  4  de  septiem- 
bre de  1953,  "los  protestantes  de  Madrid  dicen  que  sus 
cultos  son  completamente  libres,  mientras  sus  servicios 
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no  sean  visibles  desde  la  calle.  Pero  esta  situación 
—afirman —  es  peor  en  otras  partes  de  España,  en  Se- 
villa, por  ejemplo,  aunque  en  la  actualidad  no  haya  allí 
persecución  de  protestantes ". 

Si  buscamos  quien  haya  sido  el  beneficiado  con  la 
firma  del  Concordato,  la  disparidad  no  será  menos  pro- 
funda. El  periódico  España  Libre',  de  Nueva  York,  del 
4»  de  septiembre  de  1053,  enjuicia  así  la  actuación  del 
Jefe  del  Estado  español :  "En  los  tiempos  modernos  no 
existió  ni  existe  dictador  que  cuente  con  tantos  poderes. 
Ha  sometido  al  Vaticano." 

También  El  Socialista  de  17  de  septiembre  de  1953, 
periódico  editado  en  Toulouse  por  socialistas  españoles 
exilados,  afirma:  "Se  trata  de  un  triunfo  de  Franco, 
iiq  de  una  victoria  de  la  Santa  Sede.  Es  un  puntal  pues- 
to, por  Roma  para  afianzar  el  régimen  fascista  español" 
.  Sin  embargo,  en  otro  artículo,  publicado  precisamen- 
te en'  el  mismo  número  de  El  Socialista,  se  dice  rotun- 
damente :  "En  España  se  hace  lo  que  la  Iglesia  quiere. 
La  Falange  ha  sido  vencida  por  la  Iglesia." 

A  la  vista  de  afirmaciones  tan  dispares,  habría  que 
pensar  — salvando  las  distancias —  lo  que  Chesterton 
pensaba  del  Cristianismo:  que  nos  hallamos  frente  a  un 
acontecimiento  que  se  sale  de  lo  corriente. 

Es  indudable  que  el  nuevo  Concordato  español  cons- 
tituye un  hecho  de  excepcional  interés.  Casi  todos  los 
Concordatos  concertados  por  Pío  XI  después  de  la  paz 
de  Versalles  han  perdido  su  vigencia,  como  resultado 
de  las  vicisitudes  de  la  vida  internacional  durante  los 
iiltimos  años,  y  ha  constituido  un  acontecimiento  im- 
portante el  que  Pío  XII,  después  de  haber  firmado'  en 
1940  un  Concordato  con  Portugal,  reiterase  esta  acti- 
tud mediante  la  celebración  de  un  nuevo  Concordato 
con  España. 

Interesante,  además,  la  conclusión  de  este  acuerdo 
por  la  propia  situación  de  España  en  el  concierto  — o 
desconcierto —  de  las  naciones,  ya  que  pocos  países  ha- 
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brán  sufrido  un  cerco  diplomático  tan  injusto,  tan  in- 
consecuente y  tan  extenso  como  el  padecido  por  España 
desde  1939  a  1950. 

Interesante,  finalmente,  por  las  características  del 
m'ismo  Concordato,  que  al  incorporar  a  su  texto  las  dis- 
posiciones canónicas  apenas  inmutadas,  aparece  como 
algo  inusitado  en  la  historia  de  las  relaciones  concor- 
datarias. 

Un  defecto  que  no  lo  es.' 

■  No  faltarán  quienes  estimen  que  el  Concordato,  pre- 
cisamente porque  acepta  el  Derecho  canónico  casi  inmu- 
tado, ha  concedido  en  demasía  a  la  Iglesia,  frente  a  los 
intereses  del  Estado  español. 

Pensarán  así'  los  herederos,  más  o  menos  voluntarios, 
del  tradicional  regalismo  español,  de  aquella  vieja  políti- 
ca que  concibe  la  religión  como  un  instrumerttum  regni 
y  dos  Concordatos  como  una  atadura  para  someter  a  la 
Iglesia.  Podrían  hacer  suyas  aquellas  palabras  con  que  • 
el  Conde  de  Romanones  lamentaba  el  fracaso  de  su  po- 
lítica anticlerical  en  1906:.  "Pudimos  encontrar  un  te- 
rreno firme  para  dar  la  batalla:  mantenemos  dentro  de 
las  regalías  de  la  Corona,  y  si  hubiéramos  imitado  el 
proceder  enérgico  de  los  grandes  gobernantes  de  otras 
épocas,  se  hubieran  alcanzado  éxitos  positivos"  (1). 

Lo  cual,  en  definitiva,  no  era  otra  cosa  que  aceptar 
la  política  aconsejada  por  Clemenceau  a  sus  amigos  es- 
pañoles, contraria  a  la  política  separacionista  iniciada 
entonces  en  Francia :  "Ese  fué  su  gran  error  — decía 
Clemenceau  refiriéndose  a  Combes — ,  porque...  inutilizó 
los  caminos  que  tenía  abiertos  para  haber  podido  con- 
seguir palmo  a  palmo,  con  tesón  y  habilidad,  el  límite 
máximo  de  concesiones  que  seguramente  Roma  hubie- 
ra otorgado...  En  los  países  como  España,  donde,  no 


■U)    En  Notas  de  una  vida,  II,  VIII. 


—  42  — 


hay  que  negarlo,  la  mayoría  de  la  masa  es  católica,  no» 
hay  más  remedio  que  realizar  las  reformas,  aconseján- 
dose más  de  la  habilidad  y  de  la  astucia  que  del  sectaris* 
mo  y  la  intransigencia." 

Así  se  han  conseguido,  efectivamente,  a  lo  largo  de 
la  Historia,  algunos  éxitos  en  el  encadenamiento  tran- 
sitorio de  la  Iglesia — portae  inferí  non  praevalebunt — 
pero  fracasos  evidentes  para  la  prosperidad  patria  y  el 
bien  común. 

Quienes  formulasen  contra  el  Concordato  español  la 
acusación  de  que  el  Estado  ha  concedido  demasiado  a 
la  Iglesia,  darían  en  verdad  una  prueba  de  la  excelencia 
de  este  solemne  pacto,  obligatorio,  por  igual,  para  am- 
bas partes.  Darían  un  claro  testimonio  de  que  los  go- 
bernantes españoles,  liberándose  de  toda  apetencia  re- 
galista,  han  sabido  reconocer  y  respetar  la  soberanía  e 
independencia  que  a  la  Iglesia  corresponde.  Y  si,  por 
desgracia,  llegase  un  día  en  que  esa  libertad  no  fuese 
respetada,  habría  que  sentirlo-  por  los  mismos  que  fal- 
tasen al  respeto  que,  en  justicia,  es  debido  a  la  Iglesia. 

Temores  sobre  la  eficacia  del  Concordato. 

Aludamos  en  tercer  término  a  la  eficacia  del  Concor- 
dato. 

No  faltó  alguna  prudente  opinión  señalando  t\ 
riesgo  de  creer  que,  una  vez  firmado  el  Concordato  y 
haber  establecido  un  sistema  de  perfecta  relación  entre 
la  Iglesia  y  el  Estado,  ya  se  había  logrado  todo,  incluso 
la  garantía  de  la  perfección  individual  de  los  españoles. 

Cierto  es  que  se  han  hecho  los  mayores  elogios  deí 
nuevo  Concordato  ;  pero  ello  no  ha  nublado  la  clara  vi- 
sión de  que  no  es  más  que  un  instrumento  que  sólo  re- 
sultará fecundo  si  se  le  lleva  a  la  práctica.  Como  ha 
dicho  el  Obispo  de  Avila,  doctor  Moro  Briz :  "El  Con* 
cordato  debe  ser  más  bien  punto  de  arranque,  estímulo» 
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incoercible,  apremiante  invitación  del  Cielo...  para  ac^ 
luar  en  la  re  cristianización  de  España/'  (Boletín  del 
Obispado,  septiembre  1953.) 

El  Nuncio  Apostólico,  monseñor  Antoniutti,  ha  pre- 
cisado que  "el  Concordato  exige  una  acción  amplia  y 
continua".  Creer  que  todo  esta  perfecto  y  conseguido 
por  haberse  llegado  a  este  Convenio  sería  error  grande. 
El  Concordato,  en  efecto,  traza  unos  cauces  que  pueden 
resultar  extraordinariamente  fecundos  para  el  bien  de 
la  Iglesia  y  del  Estado,  a  condición,  naturalmente,  de 
que  sean  en  verdad  utilizados. 

No  todos  los  puntos  concordados  son  fáciles  de  llevar 
a  la  práctica.  La  experiencia  confirma  que  alguno  de 
ellos  — la  acomodación  de  las  diócesis  a  los  límites  pro^ 
vinciales,  por  ejemplo —  ofrecería  no  pocas  dificultades.. 
Otros  podrán  ser  aplicados  con  facilidad  suma  y  algu- 
nos vienen  aplicándose  ya  por  estar  contenidos  en  los 
acuerdos  precedentes  incorporados  luego  al  nuevo  Con-, 
cordato. 

No  nos  parece  buen  método  el  haber  dejado  para, 
acuerdos  posteriores  la  resolución  de  algunas  cuestiones 
determinadas :  la  revisión  de  las  circunscripciones  dio- 
cesanas y  supresión  de  enclaves,  el  régimen  de  capella- 
nías y  fundaciones  piadosas,  la  creación  de  un  patrimo- 
nio eclesiástico  y  el  reconocimiento  de  efectos  civiles 
de  los  estudios  cursados  en  centros  docentes  fundados 
por  la  Iglesia. 

Mas  lo  cierto  es  que  el  problema  de  la  acomodación- 
de  las  diócesis  a  los  límites  provinciales  se  ha  llevado  a 
cabo,  dentro  de  lo  posible,  con  diligencia  y  acierto. 

En  cuanto  al  reconocimiento  a  los  estudios  cursados, 
en  centros  docentes  de  la  Iglesia,  es  de  esperar  que  la 
erección  del  Estudio  General  de  Navarra,  como  Univer- 
sidad de  la  Iglesia,  ofrezca  la  ocasión  para  concretar 
el  acuerdo  que  establece  el  Concordato. 


Siempre  amenaza  el  riesgo  de  que  quede  sin  realizar- 
se aquello  que  no  se  haya  hecho  en  los  tiempos  inmedia- 
tos a  la  entrada  en  vigor  de  los  acuerdos  concertados. 
Pero  todo  dependerá  del  empeño  que,  en  definitiva,  se 
ponga  en  traducirlos  a  la  práctica.  ¿Se  llegará  a  la  crea- 
ción del  patrimonio  eclesiástico  acordado  en  principio  o 
a  resolver  el  problema  de  las  capellanías?  En  verdad, 
ya  ha  transcurrido  bastante  tiempo  sin  que  se  vea  apun- 
tar solución  alguna. 

El  mérito  fundamental  y  un  cierto  riesgo. 

A  nuestro  juicio,  el  Concordato  de  1953  posee  el 
gran  mérito  de  ofrecer  una  fórmula  que  se  aproxima 
extraordinariamente  al  régimen  más  perfecto  de  rela- 
ciones entre  la  Iglesia  y  el  Estado;  esto  es,  a  la  fórmula 
dé  distinción  sin  separación  y  de  colaboración  sin  con- 
fusión entre  ambas  potestades. 

Algún  teólogo  extranjero  ha  estimado  que  el  Concor- 
dato español  "responde  a  particularidades  nacionales, 
a  coyunturas  históricas  bien  determinadas' ',  y  por  tal 
motivo  "ninguna  razón  decisiva  nos  imrita  a  universali- 
zar  su  valor"  y  no  hay  "por  qué  hacer  de  él  una  regla 
ideal,  superior  a  toda  revisión".  (Ekcler,  Etudes,  ene- 
ro 1954.)  Mas  lo  cierto  es  que  las  actuales  particulari- 
dades nacionales  y  las  coyunturas  históricas  de  España 
sen  tales  que  ofrecen  un  tipo  de  Estado  bastante  cerca- 
no al  Estado,  según  lo  imagina  la  doctrina  católica.  Un 
Estado  cuyos  súbditos  son  católicos  en  su  casi  totalidad 
—mejores  o  peores,  pero  jurídicamente  católicos  por  su 
incorporación  a  la  Iglesia  mediante  el  bautismo  y  su 
vinculación  posterior  hasta  la  muerte — ,  sin  que  prác- 
ticamente tengan  existencia  otras  confesiones  religiosas, 
limitadas  casi  por  completo  a  unos  miles  de  ciudadanos 
extranjeros.  Un  Estado  dentro  de  cuya  estructura  jurídi- 
ca vive  una  sociedad  católica  en  sus  manifestaciones  pú- 
blicas y  privadas.  Un  Estado,  además,  que  hace  pública 
profesión  de  fe  católica  y  que  procura  actuar  de  una 


manera  consecuente.  Un  Estado,  finalmente,  que,  ele 
acuerdo  con  la  fe  que  proclama,  establece  un  régimen 
jurídico  de  relaciones  con  la  Iglesia  que,  como  hemos 
visto  anteriormente,  casi  no  es  otra  cosa  que  el  régimen 
canónico  sin  atenuaciones. 

Si  se  trata,  pues,  de  un  Estado  muy  próximo  al  tipo 
de  Estado,  tal  como  lo  concibe  la  doctrina  católica, 
¿cómo  podría  negarse  que  el  régimen  de  sus  relaciones 
con  la  Iglesia  es  también  digno  de  ser  imitado  por  otros 
pueblos  ? 

Sin  que  dejen  de  faltar,  evidentemente,  las  naturales 
imperfecciones.  Los  católicos  españoles  adolecemos  de 
no  pocos  defectos.  Somos  más  cultuales  que  culturales, 
más  católicos  en  el  sentimiento  que  en  las  ideas,  especial- 
mente en  lo  que  se  refiere  a  la  vida  pública  y  a  las  es- 
tructuras sociales.  Y  todo  esto  es  natural  que  de  alguna 
manera  reste  algún  valor  a  nuestra  sociedad  y  a  nues- 
tro Estado,  pero  lo  fundamental  permanece. 

Lo  sensible  es  que  los  demás  Estados,  por  la  plurali- 
dad religiosa  de  sus  ciudadanos  o  por  su  aconíesionalN 
dad,  no  estén  en  condiciones  de  acomodarse  al  régimen 
que  debiera  ser  en  punto  a  las  relaciones  entre  la  Iglesia 
y  el  Estado. 

Cierto  que  un  Concordato'  — un  régimen  cualquiera 
de  relaciones  entre  la  potestad  civil  y  la  eclesiástica — 
será  tanto  mejor  cuanto  con  mayor  perfección  se  adapte 
al  conjunto  de  circunstancias  históricas,  a  las  circuns- 
tancias de  tiempo  y  de  lugar,  en  cada  caso  determinado. 

Por  eso  sería  inadecuado  — inadecuado  por  imposi- 
ble—  concertar  un  Concordato  de  tesis  con  un  Estado 
que  no  responda  al  ideal  del  Estado  católico;  pero  ello 
no  quitaría  valor  de  ejemplaridad  digna  de  ser  imitada 
a  la  situación  ideal.  De  la  misma  manera  que  la  conduc- 
ta del  hombre  honrado  e  íntegro  que  se  acomoda  exac- 
tamente a  la  ley  moral  no  deja  de  ser  la  mejor  v  la 
más  digna  de  ser  imitada,  aun  cuando  no  pueda  ser 
impuesta  y  exigida  en  todo  su  rigor  a  los  flacos,  con  los. 


—  46  — 


cuales  se  han  de  tener  no  pocas  condescendencias,  en 
atención  y  en  ayuda  de  su  propia  debilidad. 

No  seríamos,  sin  embargo,  sinceros  si  no  destacáse- 
mos, como  ya  hemos  indicado,  que,  a  nuestro  juicio,  el 
Concordato  establece  algunos  acuerdos  que  superan  la 
mentalidad  del  ciudadano  español  de  tipo  medio.  Así 
ocurre  especialmente  con  el  reconocimiento  del  derecho 
docente  de  la  Iglesia.  El  español  medio,  influido  por 
prejuicios  liberales  y  estatistas,  cree  que  en  éste,  como 
en  algunos  otros  puntos,  el  Estado  lia  concedido  dema- 
siado a  la  Iglesia.  Lo  cual  no  deja  de  suponer  un  cierto 
riesgo. 

Mas  la  verdad  es  que  los  gobernantes  españoles  han 
procedido  cumpliendo  inexcusable  deber  de  hacer  que 
los  ciudadanos  se  encaminen  hacia  las  soluciones  más 
justas,  por  ser  más  acomodadas  a  la  verdad  y  a  la  rea- 
lidad de  las  cosas. 

Un  ejemplo  nos  aclararía  la  visión  del  problema. 

Podría  ocurrir,  y  de  hecho  ocurre  en  cualquier  Es- 
tado, que  los  ciudadanos  tengan,  pongamos  por  caso, 
una  mentalidad  rudimentaria  y  equivocada  en  orden  a 
la  higiene  pública. 

¿Acaso  podría  este  error  impedir  que  los  gobernan- 
tes dictasen  las  medidas  oportunas  para  defender  la  sa- 
lud de  los  ciudadanos,  aun  cuando  estuviesen  en  discor- 
dancia con  la  mentalidad  de  éstos?  Cierto  que  la  pru- 
dencia es  la  virtud  política  por  excelencia  y  que  ella 
dará  siempre  la  medida  de  lo  que,  en  servicio  de  la 
verdad  y  de  la  justicia,  pueda  exigirse  a  los  ciudadanos 
•en  contra  de  sus  erróneas  convicciones. 

Por  eso  entendemos  que  los  gobernantes  españoles, 
al  mantener  en  algunos  puntos  del  Concordato  por  en- 
cima de  la  mentalidad  del  ciudadano  medio,  han  cum- 
plido con  su  deber,  procurando  así  contribuir  a  formar 
un  criterio  auténticamente  católico  en  aquellos  que,  sién- 
dolo en  sus  costumbres,  han  recibido  una  deformación 
en  su  ideología,  fruto  de  las  tenaces  y  reiteradas  acti- 
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tudes  anticristianas  mantenidas  por  los  gobernantes  es- 
pañoles influidos  por  el  racionalismo  y  el  liberalismo 
desde  el  siglo  xviii  hasta  nuestros  días. 

Un  ejemplo  para  todos. 

Así,  pues,  todos  los  Estados,  pero  de  un  modo  espe- 
cial aquellos  Estados  con  mayoría  católica,  y  muy  par- 
ticularmente los  Estados  de  América,  que  tantos  puntos 
de  contacto  tienen  con  la  nación  que  los  engendró  y  edu- 
có, pueden  ver  en  el  Concordato  español  un  ejemplo  de 
cómo  en  pleno  siglo  xx  es  posible  la  existencia  de  un 
Estado  fiel  a  los  principios  siempre  antiguos  y  siem- 
pre nuevos  del  catolicismo ;  de  un  Estado  que,  respetan- 
do la  conciencia  de  sus  ciudadanos,  pretenda  dar  a  Dios 
lo  que  es  de  Dios  y  al  César  lo  que  al  César  le  corres- 
ponde, sin  olvidar  nunca  que  también  el  César  debe  re- 
verencia y  acatamiento  a  Dios. 


ISIDORO  MARTIN 
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CONCORDATO 


ENTRE  LA 
SANTA   SEDE   Y  ESPAÑA 

(A.  A.  S.,  27  de  octubre  de  1953)  pág-  225-255  y  Boletín  Oficial  del 
Estado  del  19  de  noviembre  de  1953,  pág.  68^0-6844) 

En  el  nombre  de  ¡a  Santísima  Trinidad. 

La  Santa  Sede  Apostólica  y  el  Estado  español,  ani- 
mados del  deseo  de  asegurar  una  fecunda  colaboración 
para  el  mayor  bien  de  la  vida  religiosa  y  civil  de  la  na- 
ción española,  han  determinado  estipular  un  Concorda- 
to qúe,  reasumiendo  los  Convenios  anteriores  y  com- 
pletándolos, constituya  la  norma  que  ha  de  regular  las 
recíprocas  relaciones  de  las  Altas  Partes  contratantes, 
en  conformidad  con  la  Ley  de  Dios  y  la  tradición  ca- 
tólica de  la  nación  española. 

A  este  fin,  Su  Santidad  el  Papa  Pío  XII  ha  tenido* 
a  bien  nombrar  por  su  Plenipotenciario  a : 

Su  Excelencia  Reverendísima  Monseñor  Domenico 
Tardini,  Pro-Secretario  de  Estado  para  los  Asuntos 
Eclesiásticos  Extraordinarios,  y 

Su  Excelencia  el  Jefe  del  Estado  Español,  Don  Fran- 
cisco Franco  Bahamonde,  ha  tenido  a  bien  nombrar  por 
Sus  Plenipotenciarios  al 

Excelentísimo  Señor  Don  Alberto  Martín  Artajo,  Mi- 
nistro de  Asuntos  Exteriores,  y  al 

Excelentísimo  Señor  Don  Fernando  María  Castiella 
y  Maiz,  Embajador  de  España  cerca  de  la  Santa  Sede, 
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quienes,  después  de  entregadas  sus  respectivas  pleni- 
potencias y  reconocida  la  autenticidad  de  las  mismas, 
han  convenido  lo  siguiente  : 

Artículo  I. 

La  Religión  Católica,  Apostólica,  Romana  sigue  sien- 
do la  única  de  la  nación  española  y  gozará  de  los  dere- 
chos y  de  las  prerrogativas  que  le  corresponden  en  con- 
formidad con  la  Ley  Divina  y  el  Derecho  Canónico. 

Artículo  II. 

1.  El  Estado  español  reconoce  a  la  Iglesia  Católica 
el  carácter  de  sociedad  perfecta  y  le  garantiza  el  libre 
y  pleno  ejercicio  de  su  poder  espiritual  y  de  su  jurisdic- 
ción, así  como  el  libre  y  público  ejercicio  del  culto. 

2.  En  particular,  la  Santa  Sede  podrá  libremente 
promulgar  y  publicar  en  España  cualquier  disposición 
relativa  al  gobierno  de  la  Iglesia  y  comunicar  sin  impe- 
dimento con  los  Prelados,  el  clero  y  los  fieles  del  país, 
de  la  misma  manera  que  éstos  podrán  hacerlo  con  la 
Santa  Sede. 

Gozarán  de  las  mismas  facultades  los  Ordinarios  y  las 
otras  Autoridades  eclesiásticas  en  lo  referente  a  su  clero 
y  fieles. 

Artículo  III. 

i".  El  Estado  español  reconoce  la  personalidad  ju- 
rídica internacional  de  la  Santa  Sede  y  del  Estado  de 
la  Ciudad  del  Vaticano. 

2.  Para  mantener,  en  la  forma  tradicional,  las  amis- 
tosas relaciones  entre  la  Santa  Sede  y  el  Estado  espa- 
ñol, continuarán  permanentemente  acreditados  un  Em- 
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bajador  de  España  cerca  de  la  Santa  Sede  y  un  Nuncio. 
Apostólico  en  Madrid.  Este  será  el  decano  del  Cuerpo 
Diplomático,  en  los  términos  del  derecho  consuetudi- 
nario. 

Artículo  IV.  1 

1.  El  Estado  español  reconoce  la  personalidad  ju- 
rídica y  la  plena  capacidad  de  adquirir,  poseer  y  admi- 
nistrar toda  clase  de  bienes  a  todas  las  instituciones  y 
asociaciones  religiosas,  existentes  en  España  a  la  entra- 
da en  vigor  del  presente  Concordato,  constituidas  según 
el  Derecho  Canónico  ;  en  particular  a  las  diócesis  con 
sus  instituciones  anejas,  a  las  parroquias,  a  las  Orde- 
nes y  Congregaciones  religiosas,  las  Sociedades  de  vida 
"común  y  los  Institutos  seculares  de  perfección  cristia- 
na canónicamente  reconocidos,  sean  de  derecho  pontifi- 
cio o  de  derecho  diocesano,  a  sus  provincias  y  a  sus 
-casas. 

2.  Gozarán  de  igual  reconocimiento  las  entidades  de 
la  misma  naturaleza  que  sean  ulteriormente  erigidas  o 
aprobadas  en  España  por  las  Autoridades  eclesiásticas 
•competentes,  con  la  sola  condición  de  que  el  decreto  de 
erección  o  de  aprobación  sea  comunicado  oficialmente 
por  escrito  a  las  Autoridades  competentes  del  Estado. 

3.  La  gestión  ordinaria  y  extraordinaria  de  los  bie- 
nes pertenecientes  a  entidades  eclesiásticas  o  asociacio- 
nes religiosas  y  la  vigilancia  e  inspección  de  dicha  ges- 
tión de  bienes  corresponderá  a  las  Autoridades  com- 
petentes de  la  Iglesia. 

Artículo  V.  .i 

El  Estado  tendrá  por  festivos  los  días  establecidos 
<cótnó  tales  por  la  Iglesia  en  el  Código  de  Derecho  Ca- 
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nónico  o  en  otras  disposiciones  particulares  sobre  festi- 
vidades locales,  y  dará,  en  su  legislación,  las  facilidades 
necesarias  para  que  los  fieles  puedan  cumplir  en  esos 
días  sus  deberes  religiosos. 

Las  Autoridades  civiles,  tanto  nacionales  como  loca- 
les, velarán  por  la  debida  observancia  del  descanso  en 
los  días  festivos. 

Artículo  VI. 

Conforme  a  las  concesiones  de  los  Sumos  Pontífices 
San  Pío  V  y  Gregorio  XIII,  los  sacerdotes  españoles 
diariamente  elevarán  preces  por  Kspaña  y  por  el  Jefe 
del  Estado,  según  la  fórmula  tradicional  y  las  prescrip- 
ciones de  la  Sagrada  Liturgia. 

Artículo  VII. 

Para  el  nombramiento  de  los  Arzobispos  y  Obispos, 
residenciales  y  de  los  Coadjutores  con  derecho  de  suce- 
sión, continuarán  rigiendo  las  normas  del  Acuerdo  esti- 
pulado entre  la  Santa  Sede  v  el  Gobierno  español  el  7 
de  junio  de  1941  (1). 

Artículo  VIII. 

Continuará  subsistiendo  en  Ciudad  Real  el  Priorato^ 
nulliiis  de  las  Ordenes  Militares. 

Para  el  nombramiento  del  Obispo  Prior  se  aplicarán 
las  normas  a  eme  se  refiere  el  artículo  anterior. 

Artículo  IX. 

1.  A  fin  de  evitar,  en  lo  posible,  que  las  diócesis 
abarquen  territorios  pertenecientes  a  diversas  provincias 


(1)  Véase  el  texto  del  Acuerdo  sobre  el  nombramiento  de  Arzo- 
bispos y,  Obispos  en  la  pág.  79 
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civiles,  las  Altas  Partes  contratantes  procederán,  de  co- 
mún acuerdo,  a  una  revisión  de  las  circunscripciones 
^diocesanas. 

Asimismo,  la  Santa  Sede,  de  acuerdo  con  el  Gobier- 
no español,  tomará  las  oportunas  disposiciones  para  eli- 
minar los  enclaves. 

Xinguna  parte  del  territorio  español  o  de  soberanía 
*de  España  dependerá  de  Obispo  cuya  sede  se  encuentre 
en  territorio  sometido  a  la  sobería  de  otro  Estado,  y  nin- 
guna diócesis  española  comprenderá  zonas  de  territorio 
sujeto  a  soberanía  extranjera,  con  excepción  del  Prin- 
cipado de  Andorra,  que  continuará  perteneciendo  a  la 
Diócesis  de  Urgel. 

2.  Para  la  erección  de  una  nueva  diócesis  o  provin- 
cia eclesiástica  y  para  otros  cambios  de  circunscripcio- 
nes diocesanas  que  pudieran  juzgarse  necesarios,  la  San- 
ta Sede  se  pondrá  previamente  de  acuerdo  con  el  Go- 
bierno español,  salvo  si  se  tratase  de  mínimas  rectifica- 
ciones de  territorio  reclamadas  por  el  bien  de  las  almas. 

3.  El  Estado  español  se  compromete  a  proveer  a  las 
-necesidades  económicas  de  las  diócesis  que  en  el  futuro 
se  erijan,  aumentando  adecuadamente  la  dotación  esta- 
blecida en  el  artículo  XIX. 

El  Estado,  además,  por  sí  o  por  medio  de  las  Corpo- 
raciones locales  interesadas,  contribuirá  con  una  subven- 
ción extraordinaria  a  los  gastos  iniciales  de  organiza- 
ción de  las  nuevas  diócesis;  en  particular  subvenciona- 
rá la  construcción  de  las  nuevas  Catedrales  v  de  los 
-edificios  destinados  a  residencia  del  Prelado,  oficinas 
<de  la  Curia  y  Seminarios  diocesanr  s. 

Artículo  X. 

En  la  provisión  de  los  beneficios  no  consistoriales  se 
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seguirán  aplicando  las  disposiciones  del  Acuerdo  esti- 
pulado el  16  de  julio  de  1946  (1). 

Artículo  XI. 

1.  La  Autoridad  eclesiástica  podrá  libremente  eri- 
gir nuevas  parroquias  y  modificar  los  límites  de  las  ya 
existentes. 

Cuando  estas  medidas  impliquen  un  aumento  de  con- 
tribución económica  del  Estado,  la  Autoridad  eclesiás- 
tica habrá  de  ponerse  de  acuerdo  con  la  competente  Au- 
toridad del  Estado  por  lo  que  se  refiere  a  dicha  contri- 
bución. 

2.  Si  la  Autoridad  eclesiástica  considerase  oportuna 
agrupar,  de  modo  provisional  o  definitivo,  varias  parro- 
quias, bien  sea  confiándolas  a  un  solo  párroco,  asistido 
de  uno  o  varios  coadjutores,  bien  reuniendo  en  un  sólo, 
presbiterio  a  varios  sacerdotes,  el  Estado  mantendrá 
inalterables  las  dotaciones  asignadas  a  dichas  parro- 
quias. Las  dotaciones  para  las  parroquias  que  estén  va- 
cantes no  pueden  ser  distintas  de  las  dotaciones  para  las. 
parroquias  que  estén  provistas. 

Artículo  XII. 

La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  regularán,  en¡ 
Acuerdo  aparte  y  lo  antes  posible,  cuanto  se  refiere  al 
régimen  de  capellanías  y  fundaciones  pías  en  España.. 

Artículo  XIII. 

1.  En  consideración  de  los  vínculos  de  piedad  y  de- 
voción que  han  unido  a  la  nación  española  con  la  Pa- 


(1)  Véase  el  texto  del  Acuerdo  sobre  provisión  de  beneficios  no, 
consistoriales  en  la  pág.  82 
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triarcal  Basílica  de  Santa  María  la  Mayor,  la  Santa 
Sede  confirma  los  tradicionales  privilegios  honoríficos  y 
las  otras  disposiciones  en  favor  de  España  contenidos 
en  la  Bula  Hispa  ni-aru  ni  fidelitas  del  5  de  agosto  de 
1953  (1). 

2.  La  Santa  Sede  concede  que  el  español  sea  uno  de 
los  idiomas  admitidos  para  tratar  las  causas  de  beatifi- 
cación y  canonización  en  la  Sagrada  Congregación  de 
Ritos. 

Artículo  XIV. 

Los  clérigos  y  los  religiosos  no  estarán  obligados  a 
asumir  cargos  públicos  o  funciones  que,  según  las  nor- 
mas del  Derecho  Canónico,  sean  incompatibles  con  su 
estado. 

Para  procurar  empleos  o  cargos  públicos,  necesitarán 
el  nihil  obstat  de  su  Ordinario  propio  y  el  del  Ordi- 
nario del  lugar  donde  hubieren  de  desempeñar  su  ac- 
tividad. Revocado  el  nihil  obstat,  no  podrán  continuar 
ejerciéndolos. 

Artículo  XV. 

Los  clérigos  y  religiosos,  ya  sean  éstos  profesos  o 
novicios,  están  exentos  del  sen-icio  militar,  conforme 
a  los  cánones  121  y  614  del  Código  de  Derecho  Ca- 
nónico. 

Al  respecto,  continúa  en  vigor  lo  convenido  entre  las 
Altas  Partes  contratantes  en  el  Acuerdo  de  5  de  agosto 
de  1950  sobre  jurisdicción  castrense  (2). 

Artículo  XVL 

1.  Los  Prelados  de  quienes  habla  el  párrafo  2  del 
canon  120  del  Código  de  Derecho  Canónico  no  podrán 

(1)  Véase  el  texto  de  la  Bula  Hispaniarum  fidelita  en  la  pág.  88 

(2)  Véase  el  texto  del  Acuerdo  sobre  jurisdicción  castrense  en  la 
pág  93 


ser  emplazados  ante  un  juez  laico  sin  que  se  haya  ob- 
tenido previamente  la  necesaria  licencia  de  la  Santa 
Sede. 

2.  La  Santa  Sede  consiente  en  que  las  causas  con- 
tenciosas sobre  bienes  b  derechos  temporales  en  las  cua- 
les fueren  demandados  clérigos  o  religiosos  sean  trami- 
tadas ante  los  Tribunales  del  Estad;»,  previa  notificación 
al  Ordinario  del  lugar  en  que  se  instruye  el  proceso  al 
cual  deberán  también  ser  comunicadas  en  su  día  las  co- 
rrespondientes sentencias  o  decisiones. 

3.  El  Estado  reconoce  y  respeta  la  competencia  pri- 
vativa de  los  Tribunales  de  la  Iglesia  en  aquellos  deli- 
tos que  exclusivamente  violan  una  ley  eclesiástica,  con- 
forme al  canon  2.198  del  Código  de  Derecho  Canó- 
nico. 

Contra  las  sentencias  de  estos  Tribunales  no  proce- 
derá recurso  alguno  ante  las  Autoridades  civiles. 

4.  La  Santa  Sede  consiente  en  que  las  causas  crimi- 
nales contra  los  clérigos  o  religiosos  por  los  demás  de- 
litos, previstos  por  las  leyes  penales  del  Estado,  sean 
juzgadas  por  los  Tribunales  del  Estado. 

Sin  embargo,  la  Autoridad  judicial,  antes  de  proce- 
der, deberá  solicitar,  sin  perjuicio  de  las  medidas  pre- 
cautorias del  caso,  y  con  la  debida  reserva,  el  consen- 
timiento del  Ordinario  del  lugar  en  que  se  instruye 
el  proceso. 

En  el  caso  en  que  éste,  por  graves  motivos  se  crea 
en  el  deber  de  negar  dicho  consentimiento,  deberá  co- 
municarlo por  escrito-  a  la  Autoridad  competente. 

El  proceso  se  rodeará  de  las  necesarias  cautelas  para 
evitar  toda  publicidad. 

Los  resultados  de  la  instrucción,  así  como  la  senten- 
cia definitiva  del  proceso,  tanto  en  primera  como  en  ul- 
terior instancia,  deberán  ser  solícitamente  notificados 
al  Ordinario  del  lugar  arriba  mencionado. 
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5.  En  caso  de  detención  o  arresto,  los  clérigos  y  re- 
ligiosos serán  tratados  con  las  consideraciones  debidas 
a  su  estado  y  a  su  grado  jerárquico. 

Las  penas  de  privación  de  libertad  serán  cumplidas 
en  una  casa  eclesiástica  o  religiosa  que,  a  juicio  del  Or- 
dinario del  lugar  y  de  la  Autoridad  judicial  del  Estado, 
nírezca  las  convenientes  garantías,  o,  al  menos,  en  loca- 
les distintos  de  los  que  se  destinan  a  los  seglares,  a  no 
ser  que  la  Autoridad  eclesiástica  competente  hubiere  re- 
ducido al  condenado  al  estado  laical. 

Les  serán  aplicables  los  beneficios  de  libertad  condi- 
cional y  los  demás  establecidos  en  h  legislación  del  Es- 
tado. 

6.  Caso  de  decretarse  embargo  judicial  de  bienes,  se 
dejará  a  los  eclesiásticos  lo  que  sea  necesario  para  su 
honesta  sustentación  y  el  decoro  de  su  estado,  quedan- 
do en  pie,  no  obstante,  la  obligación  de  pagar  cuanto 
antes  a  sus  acreedores. 

7.  Los  clérigos  y  los  religiosos  podrán  ser  citados 
como  testigos  ante  los  Tribunales  del  Estado;  pero  si 
se  tratase  de  juicios  criminales  por  delitos  a  los  que  la 
ley  señale  penas  graves  deberá  pedirse  la  licencia  del 
Ordinario  del  lugar  en  que  se  instruye  el  proceso.  Sin 
embargo,  en  ningún  caso  podrán  ser  requeridos,  por  los 
Magistrados  ni  por  otras  Autoridades,  a  dar  informacio- 
nes sobre  personas  o  materias  de  las  que  hayan  tenido 
-conocimiento  por  razón  del  sagrado  ministerio. 

Artículo  XVIT. 

El  uso  del  hábito  eclesiástico  o  religioso  por  los  se- 
glares o  por  aquellos  clérigos  o  religiosos  a  quienes  les 
haya  sido  prohibido  por  decisión  firme  de  las  Autorida- 
des eclesiásticas  competentes,  está  prohibido  y  será  cas- 
tigado, una  vez  comunicada  oficialmente  al  Gobierno, 
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con  las  mismas  sanciones  y  penas  que  se  aplican  a  los 
que  usan  indebidamente  el  uniforme  militar. 

Artículo  XVIII. 

La  Iglesia  puede  libremente  recabar  de  los  fieles  las 
prestaciones  autorizadas  por  el  Derecho  Canónico,  orga- 
nizar colectas  y  recibir  sumas  y  bienes,  muebles  e  in- 
muebles, para  la  prosecución  de  sus  propios  fines. 

Artículo  XIX. 

1.  La  Iglesia  y  el  Estado  estudiarán,  de  común 
acuerdo,  la  creación  de  un  adecuado  patrimonio  eclesiás- 
tico que  asegure  una  congrua  dotación  del  culto  y  del 
clero. 

2.  Mientras  tanto,  el  Estado,  a  título  de  indemniza- 
ción por  las  pasadas  desamortizaciones  de  bienes  ecle- 
siásticos y  como  contribución  a  la  obra  de  la  Iglesia  en 
favor  de  la  Nación,  le  asignará  anualmente  una  adecua- 
da dotación.  Esta  comprenderá,  en  particular,  las  con- 
signaciones correspondientes  a  los  Arzobispos  y  Obis- 
pos diocesanos,  los  Coadjutores,  Auxiliares,  Vicarios 
Generales,  los  Cabildos  Catedralicios  y  de  las  Colegia- 
tas, el  Clero  parroquial,  así  como  las  asignaciones  en 
favor  de  los  Seminarios  y  Universidades  eclesiásticas, 
y  para  el  ejercicio  del  culto. 

Por  lo  que  se  refiere  a  la  dotación  de  beneficios  no 
consistoriales  y  a  las  subvenciones  para  los  Seminarios 
y  las  Universidades  eclesiásticas,  continuarán  en  vigor 
las  normas  fijadas  en  los  respectivos  Acuerdos  del  16 
de  julio  y  8  de  diciembre  de  1946  (1), 

Si  en  el  futuro  tuviese  lugar  una  alteración  notable 
de  las  condiciones  económicas  generales,  dichas  dota- 


(1)  Véanse  los  textos  de  los  Acuerdos  sobre  beneficios  no  consis» 
loríales  y  sobre  Seminarios  y  Universidades  en  las  págs.  82  y  101 
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ciones  serán  oportunamente  adecuadas  a  las  nuevas  cir- 
cunstancias, de  forma  que  siempre  quede  asegurado  el 
sostenimiento  del  culto  y  la  congrua  sustentación  del 
clero. 

3.  El  Estado,  fiel  a  la  tradición  nacional,  concederá 
anualmente  subvenciones  para  la  construcción  y  con- 
servación de  templos  parroquiales  y  rectorales  y  Semi- 
narios; el  fomento  de  las  Ordenes,  Congregaciones  o 
Institutos  eclesiásticos  consagrados  a  la  actividad  mi- 
sional y  el  cuidado  de  los  monasterios  de  relevante  va- 
lor histórico  en  España,  así  como  para  ayudar  al  sos- 
tenimiento del  Colegio  Español  de  San  José  y  de  la 
iglesia  y  residencia  españolas  de  Montserrat,  en  Roma, 

4.  El  Estado  prestará  a  la  Iglesia  su  colaboración 
para  crear  y  financiar  instituciones  asistenciales  en  fa- 
vor del  clero  anciano,  enfermo  o  inválido.  Igualmente 
asignará  una  adecuada  pensión  a  los  Prelados  residen- 
ciales que,  por  razones  de  edad  o  salud,  se  retiran  de  . 
su  cargo. 

Artículo  XX. 

1.    Gozarán  de  exención  de  impuestos  y  contribuí 
ciones  de  índole  estatal  o  local : 

a)  Las  iglesias  y  capillas  destinadas  al  culto  y,  asi- 
mismo, los  edificios  y  locales  anejos  destinados  a  su 
servicio  o  a  sede  de  asociaciones  católicas. 

b)  La  residencia  de  los  Obispos,  de  los  canónigos 
y  de  los  sacerdotes  con  cura  de  almas,  siempre  que  el 
inmueble  sea  propiedad  de  la  Iglesia. 

c)  Los  locales  destinados  a  oficinas  de  la  Curia  dio- 
cesana y  a  oficinas  parroquiales. 

d)  Las  Universidades  eclesiásticas  y  los  Semina- 
rios destinados  a  la  formación  del  clero. 

e)  Las  casas  de  las  Ordenes,  Congregaciones  e  Ins- 


—  bO  — 


titutos  religiosos  y  seculares  canónicamente  establecidos 
en  España. 

/)  Los  colegios  u  otros  centros  de  enseñanza,  de^ 
pendientes  de  la  Jerarquía  eclesiástica,  que  tengan  la 
condición  de  benéfico-docentes. 

Están  comprendidos  en  la  exención  los  huertos,  jar- 
dines y  dependencias  de  los  inmuebles  arriba  enumera- 
dos, siempre  que  no  estén  destinados  a  industria  o  a 
cualquier  otro  uso  de  carácter  lucrativo. 

2.  Gozarán  igualmente  de  total  exención  tributaria 
los  objetos  destinados  al  culto  católico,  así  como  la  pu- 
blicación de  las  instrucciones,  ordenanzas,  cartas  pas- 
torales, boletines  diocesanos  y  cualquier  otro  documen- 
to de  las  Autoridades  eclesiásticas  competentes  referen- 
te al  gobierno  espiritual  de  \<>>  fieles,  y  también  su  fija- 
ción en  los  sitios  de  costumbre. 

3.  Están  igualmente  exentas  de  todo  impuesto  o 
Contribución  las  dotaciones  del  culto  y  clero  a  que  se 
refiere  el  artículo  XIX,  y  el  ejercicio  del  ministerio  sacer- 
dotal. 

4.  Todos  los  demás  bienes  de  entidades  o  personas 
eclesiásticas,  así  como  los  ingresos  de  éstas  que  no  pro- 
vengan del  ejercicio  de  actividades  religiosas  propias  de 
su  apostolado  quedarán  sujetos  a  tributación  conforme 
a  las  leyes  generales  del  Estado,  en  paridad  de  condición 
con  las  demás  instituciones  o  personas. 

5.  Las  donaciones,  legados  o  herencias  destinados  a 
la  construcción  de  edificios  del  culto  católico  o  de  casas 
religiosas,  o,  en  general,  a  finalidades  de  culto  o  religio- 
sas serán  equiparados,  a  todos  los  efectos  tributarios,  a 
•aquellos  destinados  a  fines  benéficos  o  benéfico-docentes. 
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Artículo  XXI. 

1.  En  cada  Diócesis  se  constituirá  una  Comisión, 
que,  bajo  la  presidencia  del  Ordinario,  vigilará  la  con- 
servación, la  reparación  y  las  eventuales  reformas  de  los 
templos,  capillas  y  edificios  eclesiásticos  declarados  mo- 
numentos nacionales,  históricos  O'  artísticos,  así  como  de 
las  antigüedades  y  obras  de  arte  que  sean  propiedad  de 
la  Iglesia  o  le  estén  confiadas  en  usufructo'  o  en  depó- 
sito' y  que  hayan  sido  declaradas  de  relevante  mérito  o 
de  importancia  histórica  nacional. 

2.  Estas  Comisiones  serán  nombradas  por  el  Minis- 
terio de  Educación  Nacional  y  estarán  compuestas,  en 
una  mitad,  por  miembros  elegidos  por  el  Obispo  y  apro- 
bados por  el  Gobierno  y,  en  la  otra,  por  miembros  de- 
signados por  el  Gobierno  con  la  aprobación  del  Obispov 

3.  Dichas  Comisiones  tendrán  también  competencia 
en  las  excavaciones  que  interesen  a  la  arqueología  sa- 
grada, y  cuidarán  con  el  Ordinario  para  que  la  recons- 
trucción y  reparación  de  los  edificios  eclesiásticos  arri- 
ba citados  se  ajusten  a  las  normas  técnicas  y  artísticas 
de  la  legislación  general,  a  las  prescripciones  de  la  Li- 
turgia y  a  las  exigencias  del  Arte  Sagrado. 

Vigilarán,  igualmente,  el  cumplimiento  de  las  condi- 
ciones establecidas  por  las  leyes,  tanto  civiles  como  ca- 
nónicas, sobre  enajenación  y  exportación  de  objetos  de 
mérito  histórico  o  de  relevante  valor  artístico  que  sean, 
propiedad  de  la  Iglesia  o  que  ésta  tuviera  en  uscufructo 
o  en  depósito. 

4.  La  Santa  Sede  consiente  en  que,  caso'  de  venta 
de  tales  objetos  por  subasta  publica,  a  tenor  de  las  nor- 
mas del  Derecho  Canónico,  se  dé  opción  de  compra,  en 
paridad  de  condiciones,  al  Estado. 

5.  Las  Autoridades  eclesiásticas  darán  facilidades 
para  el  estudio  de  los  documentos  custodiados  en  los  ar- 


—  Ca- 


chivos eclesiásticos  públicos  exclusivamente  dependien- 
tes de  aquéllas.  Por  su  parte,  el  Estado  prestará  la  ayu- 
da técnica  y  económica  conveniente  para  la  instalación, 
catalogación  y  conservación  de  dichos  archivos. 

Artículo  XXII. 

1.  Queda  garantizada  la  inviolabilidad  de  las  igle- 
sias, capillas,  cementerios  y  demás  lugares  sagrados, 
según  prescribe  el  canon  1.160  del  Código  de  Derecho 
Canónico. 

2.  Queda  igualmente  garantizada  la  inviolabilidad 
de  los  palacios  y  curias  episcopales,  de  los  Seminarios, 
de  las  casas  y  despachos  parroquiales  y  rectorales  y  de 
las  casas  religiosas  canónicamente  establecidas. 

3.  Salvo  en  caso  de  urgente  necesidad,  la  fuerza 
pública  no  podrá  entrar  en  los  citados  edificios,  para 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  sin  el  consentimiento  de  la 
competente  Autoridad  eclesiástica. 

4.  Si  por  grave  necesidad  pública,  particularmente 
en  tiempo  de  guerra,  fuese  necesario  ocupar  temporal- 
mente alguno  de  los  citados  edificios,  eflo  deberá  ha- 
cerse previo  acuerdo  con  el  Ordinario  competente. 

Si  razones  de  absoluta  urgencia  no  permitiesen  ha- 
cerlo, la  Autoridad  que  proceda  a  la  ocupación  deberá 
informar  inmediatamente  al  mismo  Ordinario. 

5.  Dichos  edificios  no  podrán  ser  demolidos  sino 
de  acuerdo  con  el  Ordinario  competente,  salvo  en  caso 
de  absoluta  urgencia,  como  por  motivo  de  guerra,  in- 
cendio o  inundación. 

6.  En  caso  de  expropiación  por  utilidad  pública,  se- 
rá siempre  previamente  oída  la  Autoridad  eclesiástica 
competente,  incluso  en  lo  que  se  refiere  a  la  cuantía  de 
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la  indemnización.  No  se  ejercitará  ningún  acto  de  ex- 
propiación sin  que  los  bienes  a  expropiar,  cuando  sea  el 
caso,  hayan  sido  privados  de  su  carácter  sagrado. 

7.  Los  Ordinarios  diocesanos  y  los  Superiores  reli- 
giosos, según  su  respectiva  competencia,  quedan  obliga- 
dos a  velar  por  la  observancia,  en  los  edificios  citados, 
de  las  leyes  comunes  vigentes  en  materia  de  seguridad 
y  de  sanidad  pública. 

Artículo  XXIII. 

El  Estado  español  reconoce  plenos  efectos  civiles  al 
matrimonio  celebrado  según  las  normas  del  Derecho  Ca- 
nónico. 

Artículo  XXIV. 

1.  El  Estado  español  reconoce  la  competencia  ex- 
clusiva de  los  Tribunales  y  Dicasterios  eclesiásticos  en 
las  causas  referentes  a  la  nulidad  del  matrimonio  canó- 
nico y  a  la  separación  de  los  cónyuges,  en  la  dispensa 
del  matrimonio  rato  y  no  consumado  y  en  el  procedi- 
miento relativo  al  Privilegio  Paulino. 

2.  Incoada  y  admitida  ante  el  Tribunal  eclesiástico 
una  demanda  de  separación  o  de  nulidad,  corresponde 
al  Tribunal  civil  dictar,  a  instancia  de  la  parte  interesa- 
da, las  normas  y  medidas  precautorias  que  regulen  los 
efectos  civiles  relacionados  con  el  procedimiento  pen- 
diente. 

3.  Las  sentencias  y  resoluciones  de  que  se  trate, 
cuando  sean  firmes  y  ejecutivas,  serán  comunicadas  por 
el  Tribunal  eclesiástico  al  Tribunal  civil  competente,  el 
cual  decretará  lo  necesario  para  su  tjecucicón  en  cuanto 
a  efectos  civiles  y  ordenará  — cuando  se  trate  de  nuli- 
dad-de dispensa  «super  rato»  o  aplicación  del  Privile- 
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gio  Paulino —  que  sean  anotadas  en  el  Registro  del 
estado  civil  al  margen  del  acta  de  matrimonio. 

4.  En  general,  todas  las  sentencias,  decisiones  en 
vía  administrativa  y  decretos  emanados  de  las  Autori- 
dades eclesiásticas  en  cualquier  materia  dentro  del  ám- 
bito de  su  competencia,  tendrán  también  efecto  en  el 
orden  civil  cuando  hubieren  sido  comunicados  a  las 
competentes  Autoridades  del  Estado,  las  cuales  presta- 
rán, además,  el  apoyo  necesario  para  su  ejecución. 

Artículo  XXV. 

1.  La  Santa  Sede  confirma  el  privilegio  concedido 
a  España  de  que  sean  conocidas  y  decididas  determina- 
das causas  ante  el  Tribunal  de  la  Rota  de  la  Nunciatu- 
ra Apostólica,  conforme  al  Motil  proprio  pontificio  del 
7  de  abril  de  1947  que  restablece  dicho  Tribunal  (1 ). 

2.  Siempre  formarán  parte  del  Tribunal  de  la  Sa- 
grada Rota  Romana  dos  Auditores  ele  nacionalidad  es- 
pañola, que  ocuparán  las  sillas  tradicionales  de  Aragón 
y  Castilla. 

Artículo  XXVI. 

En  todos  los  centros  docentes  de  cualquier  orden  y 
grado,  sean  estatales  o  no  estatales,  la  enseñanza  se  ajus- 
tará a  los  principios  del  dogma  y  de  la  moral  de  la 
Iglesia  Católica. 

Les  Ordinarios  ejercerán  libremente  su  misión  de  vi- 
gilancia sobre  dichos  centros  docentes  en  lo  que  con- 
cierne a  la  pureza  de  la  fe,  las  buenas  costumbres  y  la 
educación  religiosa. 

Los  Ordinarios  podrán  exigir  que  no  sean  permitidos 
o  que  sean  retirados  los  libros,  publicaciones  y  material 


(1)  Véase  el  texto  del  Mntu  -proprio  restableciendo  el  Tribunal  de- 
la  Rota  española  en  la  p£g.  113 
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de  enseñanza  contrarios  al  dogma  y  a  la  moral  ca- 
tólica. 

Artículo  XXVII. 

1.  El  Estado  español  garantiza  la  enseñanza  de  la 
Religión  Católica  como  materia  ordinaria  y  obligatoria 
en  todos  los  centros  docentes,  sean  estatales  o  no  esta- 
tales, de  cualquier  orden  o  grado. 

Serán  dispensados  de  tales  enseñanzas  los  hijos  de 
no  católicos  cuando  lo  soliciten  sus  padres  o  quienes 
hagan  sus  veces. 

2.  En  las  Escuelas  primarias  del  Estado,  la  ense- 
ñanza de  la  Religión  será  dada  por  los  propios  maes- 
tros, salvo  el  caso  de  reparo  por  parte  del  Ordinario 
contra  alguno  de  ellos  por  los  motivos  a  que  se  refiere 
el  canon  1.381,  párrafo  3.9,  del  Código  de  Derecho  Ca- 
nónico. Se  dará  también,  en  forma  periódica,  por  el  pá- 
rroco o  su  delegado  por  medio  de  lecciones  catequísticas. 

3.  En  los  centros  estatales  de  Enseñanza  Media,  la 
enseñanza  de  la  Religión  será  dada  por  profesores, 
sacerdotes  o  religiosos  y,  subsidiariamente,  por  profe- 
sores seglares  nombrados  por  la  Autoridad  civil  compe- 
tente, a  propuesta  del  Ordinario  diocesano. 

Cuando  se  trate  de  escuelas  o  centros  militares,  la 
prepuesta  corresponderá  al  Vicario  General  Castrense. 

4.  La  Autoridad  civil  y  la  eclesiástica,  de  común 
acuerdo,  organizarán  para  todo  el  territorio  nacional 
pruebas  especiales  de  suficiencia  pedagógica  para  aque- 
llos a  quienes  deba  ser  confiada  la  enseñanza  de  la  Re- 
ligión en  las  Universidades  y  en  los  centros  estatales  de 
Enseñanza  Media. 

Los  candidatos  para  estos  últimos  centros,  que  no  es- 
tén en  posesión  de  grados  académicos  mayores  en  las 
ciencias  sagradas  (doctores  o  licenciados  o  el  equiva- 
lente en  su  Orden  si  se  trata  de  religiosos),  deberán  so- 
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meterse  también  a  especiales  pruebas  de  suficiencia  cien- 
tífica. 

Los  Tribunales  examinadores  para  ambas  pruebas  es- 
tarán compuestos  por  cinco  miembros,  tres  de  ellos  ecle- 
siásticos, uno  de  los  cuales  ocupará  la  presidencia. 

5.  La  enseñanza  de  la  Religión  en  las  Universidades 
y  en  los  centros  a  ella  asimilados  se  dará  por  eclesiásti- 
cos en  posesión  del  grado  académico  de  doctor,  obteni- 
do en  una  Universidad  eclesiástica,  o  del  equivalente  en 
su  Orden,  si  se  tratase  de  religiosos.  Una  vez  realizadas 
las  pruebas  de  capacidad  pedagógica,  su  nombramiento 
se  hará  a  propuesta  del  Ordinario  diocesano. 

6.  Los  profesores  de  Religión  nombrados  confor- 
me a  lo  dispuesto  en  los  números  3,  4  y  5  del  presente 
artículo  gozarán  de  los  mismos  derechos  que  los  otros 
profesores  y  formarán  parte  del  claustro  del  centro 
de  que  se  trate. 

Serán  removidos  cuando  lo  requiera  el  Ordinario  dio- 
cesano por  alguno  de  los  motivos  contenidos  en  el  ci- 
tado canon  1.381,  párrafo  3.9,  del  Código  de  Derecho 
Canónico. 

El  Ordinario  diocesano  deberá  ser  previamente  oído 
cuando  la  remoción  de  un  profesor  de  Religión  fuese 
considerada  necesaria  por  la  Autoridad  académica  com- 
petente por  motivos  de  orden  pedagógico  o  de  disci- 
plina. 

7..  Los  profesores  de  Religión  en  las  escuelas  no 
estatales  deberán  poseer  un  especial  certificado  de  ido- 
neidad expedido  por  el  Ordinario  propio. 

La  revocación  de  tal  certificado  les  priva,  sin  más,  de 
la  capacidad  para  la  enseñanza  religiosa. 

8.  Los  programas  de  Religión  para  las  escuelas,  tan- 
to estatales  como  no  estatales,  serán  fijados  de  acuerdo 
con  la  competente  Autoridad  eclesiástica. 
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Para  la  enseñanza  de  la  Religión,  no  podrán  ser  adop- 
tados más  libros  de  texto  que  los  aprobados  por  la  Au- 
toridad eclesiástica. 

Artículo  XXVIII. 

1.  Las  Universidades  del  Estado,  de  acuerdo  con  la 
competente  Autoridad  eclesiástica,  podrán  organizar 
cursos  sistemáticos,  especialmente  de  Filosofía  escolás- 
tica, Sagrada  Teología  y  Derecho  Canónico,  con  pro- 
gramas y  libros  de  texto  aprobados  por  la  misma  Au- 
toridad eclesiástica. 

Podrán  enseñar  en  estos  cursos  profesores  sacerdo- 
tes, religiosos  o  seglares  que  posean  grados  académicos 
mayores  otorgados  por  una  Universidad  eclesiástica,  o 
títulos  equivalentes  obtenidos  en  su  propia  Orden,  si  se 
trata  de  religiosos,  y  que  estén  en  posesión  del  nihil 
obstat  del  Ordinario  diocesano. 

2.  Las  Autoridades  eclesiásticas  permitirán  que,  en 
algunas  de  las  Lmjversidades  dependientes  de  ellas,  se 
matriculen  los  estudiantes  seglares  en  las  Facultades  su- 
periores de  Sagrada  Teología,  Filosofía,  Derecho  Canó- 
nico, Historia  Eclesiástica,  etc.,  asistan  a  sus  cursos 
— salvo  en  aquellos  que  por  su  índole  estén  reservados 
exclusivamente  a  los  estudiantes  eclesiásticos —  y  en 
ellas  alcancen  los  respectivos  títulos  académicos. 

Artículo  XXIX. 

El  Estado  cuidará  de  que  en  las  instituciones  y  ser- 
vicios de  formación  de  la  opinión  pública,  en  particular 
en  los  programas  de  radiodifusión  y  televisión,  se  dé  el 
conveniente  puesto  a  la  exposición  y  defensa  de  la  ver- 
_dad  religiosa  por  medio  de  sacerdotes  y  religiosas  de- 
signados de  acuerdo  con  el  respectivo  Ordinario. 
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Artículo  XXX. 

1.  Las  Universidades  eclesiásticas,  los  Seminarios; 
y  las  demás  instituciones  católicas  para  la  formación 
y  la  cultura  de  los  clérigos  y  religiosos  continuarán  de- 
pendiendo exclusivamente  de  la  Autoridad  eclesiástica 
y  gozarán  del  reconocimiento  y  garantía  del  Estado 

Seguirán  en  vigor  las  normas  del  Acuerdo  de  8  de 
diciembre  de  1946  en  todo  lo  que  concierne  a  los  Se- 
minarios y  Universidades  de  estudios  eclesiásticos  (1). 

El  Estado  procurará  ayudar  económicamente,  en  la 
medida  de  lo  posible,  a  las  casas  de  formación  de  las 
Ordenes  y  Congregaciones  religiosas,  especialmente  a 
aquellas  de  carácter  misional. 

2.  Los  grados  mayores  en  ciencias  eclesiásticas  con- 
feridos a  clérigos  o  a  seglares,  por  las  Facultades  apro- 
badas por  la  Santa  Sede,  serán  reconocidos,  a  todos  los 
efectos,  por  el  Estado  español. 

3.  Dichos  grados  mayores  en  ciencias  eclesiásticas 
serán  considerados  título  suficiente  para  la  enseñanza, 
en  calidad  de  profesor  titular,  de  las  disciplinas  de  la 
Sección  de  Letras. en  los  centros  de  Enseñanza  Media 
dependientes  de  la  Autoridad  eclesiástica. 

Artículo  XXXI. 

1.  La  Iglesia  podrá  libremente  ejercer  el  derecho 
que  le  compete,  según  el  canon  1.375  del  Código  de  De- 
recho Canónico,  de  organizar  y  dirigir  escuelas  públicas 
de  cualquier  orden  y  grado,  incluso  para  seglares. 

En  lo  que  se  refiere  a  las  disposiciones  civiles  relati- 
vas al  reconocimiento,  a  efectos  civiles,  de  los  estudios 


(1)  Véase  el  Acuerdo  sobre  Seminarles  y  Universidades  en  ¡te  pá- 
gina 101 
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que  en  ellas  se  realicen,  el  Estado  procederá  de  acuerdo 
•con  la  competente  Autoridad  eclesiástica. 

2.  La  Iglesia  podrá  fundar  Colegios  Mayores  o  Re- 
sidencias, adscritos  a  los  respectivos  distritos  universi- 
tarios, los  cuales  gozarán  de  los  beneficios  previstos  por 
•las  leyes  para  tales  instituciones. 

Artículo  XXXII. 

1.  La  asistencia  religiosa  a  las  Fuerzas  Armadas  se- 
guirá regulada  conforme  al  Acuerdo  del  5  de  agosto 
de  1950  (1). 

2.  Los  Ordinarios  diocesanos,  conscientes  de  la  ne- 
cesidad de  asegurar  una  adecuada  asistencia  espiritual  a 
todos  los  que  prestan  servicio  bajo  las  armas,  conside- 
rarán como  parte  de  su  deber  pastoral  proveer  al  Vica- 
riato Castrense  de  un  número  suficiente  de  sacerdotes 
«celosos  y  bien  preparados  para  cumplir  dignamente  so, 
importante  y  delicada  misión. 

Artículo  XXXIII. 

El  Estado,  de  acuerdo  con  la  competente  Autoridad 
eclesiástica,  proveerá  lo  necesario  para  que  en  los  hos- 
pitales, sanatorios,  establecimientos  penitenciarios,  or- 
fanatos y  centros  similares  se  asegure  la  conveniente, 
asistencia  religiosa  a  los  acogidos,  y  para  que  se  cuide 
la  formación  religiosa  del  personal  adscrito  a  dichas 
instituciones. 

Igualmente  procurará  el  Estado  que  se  observen  estas 
normas  en  los  establecimientos  análogos  de  carácter  pri-, 
^-ado. 


(lj  Véase,  el  Acuerdo  sobre  Jurisdicción  castrense  en  la  pág.  9^ 
-cuyo  artículo  VI  queda  modificado  conforme  se  dispone  en  el  Pro- 
tocolo final  que  acompaña  al  Concordato,  pág.  72   i 
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Artículo  XXXIV. 

Las  Asociaciones  de  la  Acción  Católica  Española  po- 
drán desenvolver  libremente  su  apostolado,  bajo  la  in- 
mediata dependencia  de  la  Jerarquía  eclesiástica,  man- 
teniéndose, por  ló  que  se  refiere  a  actividades  de  otro- 
género,  en  el  ámbito  de  la  legislación  general  del  Es- 
tado. 

Artículo  XXXV. 

1.  La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  procederán 
de  común  acuerdo  en  la  resolución  de  las  dudas  o  di- 
ficultades que  pudieran  surgir  en  la  interpretación  o 
aplicación  de  cualquier  cláusula  del  presente  Concorda- 
to, inspirándose  para  ello  en  los  principios  que  lo  in- 
forman. 

2.  Las  materias  relativas  a  personas  y  cosas  eclesiás- 
ticas de  las  cuales  no  se  ha  tratado  en  los  artículos  pre- 
cedentes serán  reguladas  según  el  Derecho  Canónico  vi- 
gente. 

Artículo  XXXVI. 

1.  El  presente  Concordato,  cuyos  textos  en  lengua 
española  e  italiana  hacen  fe  por  igual,  entrará  en  vigor 
desde  el  momento  del  canje  de  los  instrumentos  de  rati- 
ficación, el  cual  deberá  verificarse  en  el  término  de  los 
dos  meses  subsiguientes  a  la  firma. 

2.  Con  la  entrada  en  vigor  de  este  Concordato  se 
entienden  derogadas  todas  las  disposiciones  contenidas 
en  Leyes,  Decretos,  Ordenes  y  Reglamentos  que,  en 
cualquier  forma,  se  opongan  a  lo  que  en  él  se  establece. 

El  Estado  español  promulgará,  en  el  plazo  de  un  año„ 
las  disposiciones  de  derecho  interno  que  sean  necesarias-, 
para  la  ejecución  de  este  Concordato. 
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En  fe  de  lo  cual  los  Plenipotenciarios  firman  el  pre- 
sente Concordato. 

Hecho  en  doble  original. 

Ciudad  del  Vaticano,  27  de  agosto  de  1953. 

Por  la  Santa  Sede,  Por  el  Estado  español, 

Domenico  Tardini.  Alberto  Martín  Arta  jo. 


PROTOCOLO  FINAL 


En  el  momento  de  proceder  a  la  firma  del  Concor- 
dato que  hoy  se  concluye  entre  la  Santa  Sede  y  Es- 
paña, los  Plenipotenciarios  que  suscriben  han  hecho,  de 
coinún  acuerdo,  las  siguientes  declaraciones  que  forma- 
rán parte  integrante  del  mismo  Concordato : 

En  relación  con  el  artículo  I. 

En  el  territorio  nacional  seguirá  en  vigor  lo  estable- 
cido en  el  artículo  6.9  del  Fuero  de  los  Españoles  (1). 

Por  lo  que  se  refiere  a  la  tolerancia  de  los  cultos  no 
católicos,  en  los  territorios  de  soberanía  española  en 
Africa  continuará  rigiendo  el  statu  quo  observado  hasta 
ahora. 

En  relación  con  el  artículo  II. 

Las  Autoridades  eclesiásticas  gozarán  del  apoyo  del 
Estado  en  el  desenvolvimiento  de  su  actividad,  y,  al  res- 
pecto, seguirá  rigiendo  lo  establecido  en  el  artículo  3 
del  Concordato  de  1851  (2). 

En  relación  con  el  artículo  XXIII. 

A)  Para  el  reconocimiento,  por  parte  del  Estado, 
de  los  efectos  civiles  del  matrimonio  canónico,  será  su- 


(1)  Véase  el  artículo  6-o  del  Fuero  de  los  Españoles  en  la  pág.  !27 

(2)  Véase  el  artículo  3.o  del  Concordato  de  1851  en  la  pág.  127 
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ñciente  que  el  acta  del  matrimonio  sea  transcrita  en  el 
Registro  civil  correspondiente. 

Esta  transcripción  se  seguirá  llevando  a  cabo  como 
«n  el  momento  presente.  No  obstante,  quedan  conve- 
nidos los  siguientes  extremos: 

1.  En  ningún  caso  la  presencia  del  funcionario  del 
Estado  en  la  celebración  del  matrimonio  canónico  será 
considerada  condición  necesaria  para  el  reconocimiento- 
de  sus  efectos  civiles. 

2.  La  inscripción  de  un  matrimonio  canónico  que 
no  haya  sido'  anotado  en  el  Registro  inmediatamente 
después  de  su  celebración,  podrá  siempre  efectuarse  a 
requerimiento  de  cualquiera  de  las  partes  o  de  quien 
tenga  un  interés  legítimo  en  ella. 

A  tal  fin,  será  suficiente  la  presentación  en  las  ofi- 
cinas de  Registro  civil,  de  una  copia  auténtica  del  acta 
■de  matrimonio  extendida  por  el  párroco  en  cuya  pa- 
rroquia aquel  se  haya  celebrado. 

La  citada  inscripción  será  comunicada  al  párroco 
•competente  por  el  encargado  del  Registro  civil. 

3.  La  muerte  de  uno  o  de  ambos  cónyuges  no  será 
obstáculo  para  efectuar  dicha  inscripción. 

4.  Se  entiende  que  los  efectos  civiles  de  un  matri- 
monio debidamente  transcrito  regirán  a  partir  de  la  fe- 
cha de  la  celebración  canónica  de  dicho  matrimonio.  Sin 
•embargo,  cuando  la  inscripción  del  matrimonio  sea  so-, 
licitada  una  vez  transcurridos  los  cinco  días  de  su  ce- 
lebración, dicha  inscripción  no  perjudicará  los  derechos 
•adquiridos,  legítimamente,  por  terceras  personas. 

B)  Las  normas  civiles  referentes  al  matrimonio  de 
los  hijos,  tanto  menores,  como  mayores,  serán  puestas 


—  74  — 


en  armonía  con  lo  que  disponen  los  cánones  1.034  y 
1.035  del  Código  de  Derecho  Canónico  (1). 

C)  En  materia  de  reconocimiento  de  matrimonio 
mixto  entre  personas  católicas  y  no  católicas,  el  Estado, 
pondrá  en  armonía  su  propia  legislación  con  el  Dere- 
cho Canónico  (2). 

D)  En  la  reglamentación  jurídica  del  matrimonio 
para  los  no  bautizados,  no  se  establecerán  impedimentos 
opuestos  a  la  ley  natural. 

En  relación  con  el  artículo  XXV. 

La  concesión  a  (jue  se  refiere  el  apartado  número  2  del 
presente  artículo  se  entiende  condicionada  al  compro- 
miso por  parte  del  Gobierno  español  de  proveer  al  sos- 
tenimiento de  los  Auditores  de  la  Sagrada  Rota  Ro- 
mana. 

En  relación  con  el  art.  XXXII. 

El  artículo  VII  del  Acuerdo  de  5  de  agosto  de  1950 
sobre  la  jurisdicción  castrense  y  asistencia  religiosa  de 
las  Fuerzas  Armadas  queda  modificado  en  la  siguiente 
forma : 

La  jurisdicción  del  Vicario  General  Castrense  y  de 
les  Capellanes  es  personal;  se  extiende  a  todos  los  mi- 
litares de  Tierra,  Mar  y  Aire  en  situación  de  servicio 
activo  (esto  es,  bajo  las  armas),  a  sus  esposas  e  hijos, 
cuando  vivan  en  su  compañía,  a  los  alumnos  de  las  Aca- 
demias y  de  las  Escuelas  Militares  y  a  todos  los  fieles 
de  ambos  sexos,  ya  seglares  ya  religiosos,  que  presten 
sen-icio  establemente,  bajo  cualquier  concepto,  en  el 


(1>    Estas  modificaciones  han  sido  llevadas  a  cabo  por  la  Ley  der 
24  de  abril  de  1958,  reformando  varios  artículos  del  Código  civil. 
(2>   Cfr.  Decreto  de  26  de  octubre  de  1956. 
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ejército,  con  tal  de  que  residan  habitualmente  en  los 
cuarteles  o  en  los  lugares  reservados  a  los  soldados. 

La  misma  jurisdicción  se  extiende  también  a  los 
miembros  del  Cuerpo  de  la  Guardia  Civil  y  de  la  Policía 
Armada,  así  como  a  sus  familiares,  en  los  mismos  tér- 
minos en  que  se  expresa  el  párarfc  anterior. 

Ciudad  del  Vaticano,  27  de  agosto  de  1953 

Por  la  Santa  Sede,  Por  el  Estado  español, 

Domcnico  Tardini.  Alberto  Martín  Arta  jo. 

Fernando  M.q  Castiella  y  Maiz¿ 


RATIFICACION  DEL  CONCORDATO 


El  diario  oficioso  del  J\üicano  «L'Osscrvatore  Ro- 
mano» publicó  en  su  edición  de  la  tarde  del  27  de  octu- 
bre de  1953  el  siguiente  comunicado : 

«Hoy,  27  de  octubre,  a  las  doce  y  treinta,  en  el  Pa- 
lacio Apostólico  Vaticano  se  ha  efectuado  entre  Su  Ex- 
celencia monseñor  Domenieo.  Tardini,  Prosecretario  de 
Estado  para  los  Asuntos  Eclesiásticos  Extraordinarios 
y  Su  Excelencia  don  Fernando  María  Castiella,  Em- 
bajador plenipotenciario  de  España  en  la  Santa  Sede, 
el  cambio  de  documentos  para  ratificar  el  Concordato 
entre  la  Santa  Sede  y  España  de  27  de  agosto  del  pre- 
sente año.» 

El  «Boletín  Oficial  del  Estado»  de  19  de 
noviembre  de  1953,  después  de  insertar  el 
texto  del  Concordato  y  el  Protocolo  final, 

añade : 

«POR  TANTO,  habiendo  visto  y  examinado  los 
treinta  y  seis  artículos  que  integran  dicho  Concordato, 
así  como  su  Protocolo  final ;  oída  la  Comisión  de  Tra- 
tados de  las  Cortes  Españolas,  en  cumplimiento  de  lo 
prevenido  en  el  artículo  14  de  su  Ley  Orgánica,  vengo 
en  aprobar  y  ratificar  cuanto  en  ello  se  dispone,  en  vir- 
tud del  presente  lo  apruebo  y  ratifico,  prometiendo  cum- 
plirlo, observarlo  y  hacer  que  se  cumpla  y  observe  pun- 
tualmente en  todas  sus  partes,  a  cuyo  fin,  para  su  ma- 
yor validación  y  firmeza,  MANDO  expedir  este  Instru- 
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mentó  de  Ratificación,  firmado  por  Mí,  debidamente  se-* 
liado  y  refrendado  por  el  infrascrito'  Ministro  de  Asun- 
tos Exteriores. 

Dado  en  Madrid,  a  veintiséis  de  octubre  de  mil  nove-, 
cientos  cincuenta  y  tres. 

FRANCISCO  FRANCO 

El  Ministro  de  Asuntos  Exteriores, 
Alberto  Martín  Arta  jo. 

Las  ratificaciones  fueron  canjeadas  en  la  Ciudad  del 
Vaticano  el  día  27  de  octubre  de  1953.» 


DOCUMENTOS  ANEJOS 
AL  CONCORDATO 

Acuerdo  sobre  el  modo  de  ejercicio  del  privilegio  de  pre- 
sentación entre  el  Gobierno  español  y  la  Santa  Sede/  de 
7  de  junio  de  1941 

Anejo  I,  en  relación  con  el  articulo  VIL 

(A.  A.  S.  XXXIII,  y  Boletín  Oficial  del  Estado  de  17  de  junio  de  1941  y  ¿2 
19  de  noviembre  de  1953) 

El  Gobierno  español  y  la  Santa  Sede  han  convenido  • 
los  puntos  siguientes : 

T:  Tan  pronto  como  se  haya  producido  la  vacante 
de  una  Sede  Arzobispal  o  Episcopal  (o  de  una  Adminis- 
tración Apostólica),  o  cuando  la  Santa  Sede  juzgue 
necesario  nombrar  un  Coadjutor  con  derecho  de  suce- 
sión, el  Nuncio  Apostólico,  de  modo  confidencial,  to- 
mará contacto  con  el  Gobierno  español,  y  una  vez  con- 
seguido un  principio  de  acuerdo,  enviará  a  la  Santa 
Séde  una  lista  de  nombres  de  personas  idóneas,  al  me- 
nos en  número  de  seis. 

2.  El  Santo  Padre  elegirá  tres  de  entre  aquellos 
nombres  y,  por  conducto  de  la  Nunciatura  Apostólica, 
los  comunicará  al  Gobierno  español,  y,  entonces,  el  Jefe 
del  Estado,,  en  el  término  de  treinta  días,  presentará 
oficialmente  uno  de  los  tres. 
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3.  Si  el  Santo  Padre,  en  su  alto  criterio,  no  estimase 
aceptables  todos  o  parte  de  los  nombres  comprendidos 
en  la  lista,  de  suerte  que  no  pudiera  elegir  tres  o  ninguna 
de  entre  ellos,  de  propia  iniciativa  completará  o  formu- 
lará una  terna  de  candidatos,  comunicándola,  por  el 
mismo  conducto,  al  Gobierno  español. 

Si  éste  tuviera  objeciones  de  carácter  político  general 
que  oponer  a  todos  o  a  alguno  de  los  nuevos  nombres* 
las  manifestará  a  la  Santa  Sede. 

En  caso  de  que  transcurriesen  treinta  días  desde  la 
fecha  de  la  susodicha  comunicación  sin  una  respuesta 
del  Gobierno,  su  silencio  se  interpretará  en  el  sentido- 
de  que  éste  no  tiene  objeciones  de  aquella  índole  que 
oponer  a  los  nuevos  nombres,  quedando  entendido  que 
entonces  el  Jefe  del  Estado  presentará  sin  más  a  Su  San- 
tidad uno  de  los  candidatos  incluidos  en  dicha  terna. 

Por  el  contrario,  si  el  Gobierno  formula  aquellas  ob- 
jeciones, se  continuarán  las  negociaciones,  aun  trans- 
curridos  los  treinta  días. 

4.  En  todo  caso,  aun  cuando  el  Santo  Padre  acepte 
tres  nombres  de  los  enviados,  siempre  podrá  además  su- 
gerir nuevos  nombres,  que  añadirá  a  la  terna,  pudiendo 
entonces  el  Jefe  del  Estado  presentar  indistintamente  un 
nombre  de  los  comprendidos  en  la  terna  o  alguno  de  los 
sugeridos  complementariamente  por  el  Santo  Padre. 

5.  Todas  estas  negociaciones  previas  tendrán  carác- 
ter  absolutamente  secreto,  guardándose  de  manera  espe- 
cial el  secreto  con  respecto  a  las  personas,  hasta  el  mo- 
mento de  su  nombramiento. 

6.  El  Gobierno  español,  por  su  parte,  se  compro- 
mete  formalmente  a  concluir  cuanto  antes  con  la  Santa 
Sede  un  nuevo  Concordato  inspirado  en  su  deseo  de 
restaurar  el  sentido  católico  de  la  gloriosa  tradición  na- 
cional. 
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El  presente  Convenio  estará  en  vigor  hasta  que  se  in- 
corporen sus  normas  al  nuevo  Concordato. 

7.  En  lo  relativo  a  la  provisión  de  los  beneficios 
no  consistoriales,  en  el  mismo  momento  de  la  firma  de 
este  Convenio  se  iniciará  la  oportuna  negociación  para 
concluir  otro  en  el  que  se  establezcan  las  normas  para 
su  provisión. 

La  Iglesia,  a  la  que  por  derecho  propio  y  nativo  co- 
rresponde la  provisión  incluso-  de  aquellos  beneficios  no 
consistoriales  sobre  los  que  el  Rey  de  España  gozaba 
de  particulares  privilegios,  está  dispuesta,  no  obstante, 
a  hacer  también  algunas  concesiones  en  este  punto  al 
Gobierno  español. 

8.  Hasta  que  la  cuestión  quede  definitivamente  arre- 
glada en  el  futuro  Concordato,  los  Prelados  podrán  pro- 
ceder, libremente,  a  la  provisión  de  las  parroquias,  den- 
tro de  las  normas  del  Derecho  Canónico,  sin  más  que 
notificar  los  nombramientos  al  Gobierno,  con  anteriori- 
dad a  la  toma  de  posesión,  para  el  caso  excepcional  de 
que  éste  tuviera  que  formular  alguna  objeción  contra 
el  nombramiento  por  razones  de  carácter  político  ge- 
nera:. 

9.  Entretanto  se  llega  a  la  conclusión  de  un  nuevo 
Concordato,  el  Gobierno  español  se  compromete  a  ob- 
servar las  disposiciones  contenidas  en  los  cuatro  prime- 
ros artículos  del  Concordato  del  año  1851. 

10.  Durante  el  mismo  tiempo  el  Gobierno  se  com- 
promete a  no  legislar  sobre  materias  mixtas  o  sobre 
aquellas  que  pueden  interesar  en  modo  alguno  a  la  Igle- 
sia, sin  previo  acuerdo  con  la  Santa  Sede. 

Hecho  por  duplicado  en  Madrid,  a  siete  de  junio 
de  mil  novecientos  cuarenta  y  uno. 


Por  el  Gobierno  español : 
Ramón  Serrano  Suñer. 


Por  la  Santa  Sede  : 

Gaetano  Cicognani. 
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Acuerdo  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  para 
la  provisión  de  beneficios  no  consistoriales,  de  16  de 
julio  de  1946 

Anejo  II,  en  relación  con  el  artículo  X. 

(Boletín    Oficial  del    Estado  de  18  de  julio  de  1946  y  de  19    de  no- 
viembre de  1953) 

Artículo  1. 

La  provisión  de  los  beneficios  no  consistoriales  per- 
teneec  a  la  Autoridad  Eclesiástica,  la  cual  los  confiere 
en  conformidad  c6n  el  Código  de  Derecho  Canónico, 
salvo  cuanto  por  concesión  de  la  Santa  Sede,  en  con- 
sideración de  las  tradiciones  católicas  de  España,  se 
dispone  en  el  presente  Convenio. 

Artículo  2. 

Los  Ordinarios  diocesanos  procederán  a  la  provisión 
de  las  parroquias  a  tenor  del' canon  459  y  previo  con- 
curso general  y  abierto,  de  acuerdo  con  el  párrafo  4  de 
dicho  canon. 

Antes  de  publicar  los  nombramientos  de  los  párro- 
cos, los  notificarán  reservadamente  al  Gobierno  para  el 
caso  excepcional  en  que  éste  tuviera  que  oponer  alguna 
dificultad  de  carácter  político  general. 

En  caso  de  divergencia  entre  el  Ordinario  y  el  Go- 
bierno, se  acudirá  a  la  Santa  Sede,  la  cual,  de  acuerdo 
con  el  Jefe  del  Estado,  tomará  la  decisión  que  convenga. 
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Transcurridos  treinta  días  desde  la  antedicha  comu- 
nicación sin  que  el  Gobierno  haya  dado  respuesta,  su 
silencio  se  interpretará  en  el  sentido  de  que  no  existe 
objeción  alguna,  y  el  nombramiento  será  publicado 
sin  más. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  en  nada  afectarán 
al  régimen  de  provisión  de  curatos  de  patronato  par- 
ticular. 

Artículo  3. 

P.  1.  Cuando  se  trate  de  proveer  la  dignidad  de 
Deán  de  los  Cabildos  metropolitanos  y  catedrales,  el 
Obispo,  después  de  oír  al  Cabildo  sobre  los  varios  can- 
didatos, formará  una  lista  de  tres  eclesiásticos  dignos 
y  la  enviará  al  Jefe  del  Estado,  el  cual  escogerá  y  pre- 
sentará a  la  Santa  Sede  una  de  las  personas  que  com- 
ponen la  terna. 

P.  2.    La  provisión  de  la  dignidad  de  Chantre 
corresponderá  siempre  a  la  libre  colacción  de  la  Santa  * 
Sede. 

P.  3.  La  provisión  de  las  demás  dignidades  de  los 
Cabildos  metropolitanos  y  catedrales  será  efectuada  por 
la  Santa  Sede,  alternativamente:  a)  por  libre  colación, 
y  b)  por  presentación  previa  del  Jefe  del  Estado.  En 
este  segundo  caso  se  procederá  como  se  indica  en  el  pá- 
rrafo primero  del  presente  artículo. 

P.  4.  Para  el  nombramiento  de  Abad  de  los  Cabil- 
dos colegiales,  el  Obispo,  previa  oposición,  formará  y 
enviará  al  Jefe  del  Estado  una  lista  de  tres  eclesiásticos 
que  hayan  sido  reputados  dignos  en  dicha  oposición.  El 
Jefe  del  Estado  escogerá  y  presentará  a  la  Santa  Sede 
uno  de  los  nombres  comprendidos  en  la  terna. 

P.  5.  Para  el  nombramiento  de  Capellán  Mayor  de 
las  Capillas  de  los  Reyes  de  Toledo,  de  los  Reyes  Cató- 
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lieos  de  Granada  y  de  San  Fernando  de  Sevilla,  el  Jefe 
del  Estado  presentará  al  Obispo  un  candidato  escogido 
de  una  terna  formada  al  efecto  por  el  mismo  Obispo 
según  lo  establecido  en  el  párrafo  primero  de  este  ar- 
tículo. 

Artículo  4. 

Las  canonjías  de  oficio  de  las  iglesias  catedrales  y 
colegiatas  serán  conferidas  previa  oposición,  efectuán- 
dose la  elección  del  candidato  por  el  Obispo  y  el  Ca- 
bildo. 

Para  ser  nombrado  dignidad  o  canónigo  de  oficio, 
se  necesita  poseer  grado  mayor  en  Filosofía,  Teología 
o  Derecho  Canónico,  o  haber  desempeñado  meritoria- 
mente el  ministerio  eclesiástico  en  funciones  de  gobier- 
no, como  Vicario  General,  Provisor,  Secretario  de  Cá- 
mara, o  en  cargo  de  magisterio,  como  profesor  de  Filo- 
sofía, Teología  o  Derecho  Canónico. 

Artículo  5. 

P.  1.  Las  canonjías  simples  y  los  beneficios  meno- 
res de  las  iglesias  catedrales  y  colegiatas  se  proveerán 
una  mitad  previa  oposición  y  la  otra  mitad  en  la  forma 
llamada  «de  gracia».  Cuando  el  número  de  las  preben- 
das fuera  impar,  la  unidad  sobrante  se  sumará  al  grup# 
de  las  de  oposición.  En  la  mitad  correspondiente  a  opo- 
sición se  entenderán  incluidos  los  beneficios  denominados 
de  oficio. 

P.  2.  Al  proveer  estos  beneficios,  el  Obispo  conser- 
va la  facultad  de  imponerles,  oído  el  Cabildo,  cargas  par- 
ticulares, principalmente  de  ministerio.  . 

P.  3.  Bien  sea  que  haya  habido  oposición  o  que  se 
proceda  en  forma  de  «gracia»,  las  canonjías  y  los  be- 
neficios a  que  se  refiere  el  párrafo  primero  serán  con  fe- 
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ridos  por  el  Obispo  alternativamente:  a),  por  libre  co- 
lación, después  de  haber  oído  al  Cabildo,  y  b),  por  pre- 
via presentación  al  Jefe  del  Estado. 

En  este  segundo  caso,  el  Jefe  del  Estado  escogerá  al 
candidato  que  ha  de  presentar,  de  una  lista  de  tres  ecle- 
siásticos dignos,  que  el  Obispo  formará  a  base  de  los 
resultados  de  la  oposición,  o  después  de  oír  al  Cabildo 
sobre  los  varios  candidatos,  por  su  libre  designación. 

Artículo  6. 

P.  1.  Las  prebendas  del  Priorato  nullius  de  Ciudad 
Real  se  conferirán  de  conformidad  con  su  régimen  tra- 
dicional establecido  en  la  Bula  Ad  Apostolicam. 

P.  2.  Para  el  nombramiento  de  capellanes  y  bene- 
ficiados menores  de  las  Capillas  de  los  Reyes  de  Toledo, 
de  los  Reyes  Católicos  de  Granada  y  de  San  Fernando  de 
Sevilla,  se  procederá  previa  presentación  del  Jefe  del' 
Estado.  La  terna  de  los  eclesiásticos,  de  entre  los  cuales 
el  Jefe  del  Estado  escogerá  el  nombre  que  habrá  de  pre- 
sentar al  Obispo,  la  hará  el  mismo  Obispo,  después  de 
oír  el  parecer  del  Cabildo  y  de  la  respectiva  Corporación 
sobre  los  varios  candidatos. 

P.  3.  Los  capellanes,  párrocos  y  beneficiados  mo- 
zárabes serán  nombrados  según  las  constituciones  pro- 
pias de  su  Cabildo. 

P.  4.  Salvo  lo  dispuesto  en  el  artículo  8,  las  iglesias 
colegiatas  de  Santa  María  de  Roncesvalles,  de  San  Isi- 
doro de  León  y  la  de  Gandía,  lo  mismo  que  las  iglesias 
magistrales  del  Sacro  Monte  y  de  Alcalá  de  Henares, 
conservarán  su  régimen  peculiar  de  conferir  las  preben- 
da- en  las  colegiatas  de  patronato  particular. 
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Artículo  7. 

P.  1.  Cuando  la  provisión  del  beneficio  haya  de  ha- 
cerse por  oposición,  podrán  participar  en  ella  sacerdotes 
de  todas  las  diócesis  españolas,  con  el  consetimiento  de 
los  Ordinarios  interesados,  y  se  efectuará  aquélla  según 
las  normas  que  dicta  la  Santa  Sede. 

P.  2.  Cuando  la  elección  del  candidato  a  un  benefi- 
cio se  efectúe,  previa  oposición,  por  el  Ordinario  y  el 
Cabildo,  corresponderán  en  aquélla  al  Prelado,  tres,  cua- 
tro o  cinco  votos,  según  que  el  número  de  capitulares 
sea  de  dieciséis  o  menos,  de  veinte  o  de  más  de  veinte. 

P.  3.  Cuando  la  provisión  ele  un  beneficio  se  eícetúe 
previa  oposición,  para  el  turno  en  que  corresponde  al 
Jefe  del  Estado  la  presentación,  el  Ordinario  formará 
la  lista  de  tres  eclesiásticos  dignos  a  base  de  los  resul- 
tados de  la  oposición ;  pero  si  no  les  es  posible  reunir  ese 
número,  podrá  elevar  una  lista  incompleta,  exponiendo 
el  motivo  que  haya  tenido  para  ello. 

P.  4.  La  presentación  por  parte  del  Jefe  del  Estado 
se  efectuará  siempre  en  plazo  de  tieinta  días,  a  contar 
desde  aquel  en  que  el  Ordinario  haya  transmitido  al  Mi- 
nisterio competente  la  terna  formada  por  él.  Transcurri- 
do dicho  plazo  sin  que  se  realice  la  presentación,  la  pro- 
visión del  beneficio  será  considerada  como  libre. 

P.  5.  La  Autoridad  eclesiástica  diocesana  dará  co- 
municación oficial  al  Gobierno  de  las  provisiones  efec- 
tuadas para  los  efectos  oportunos. 

Artículo  8. 

Quedando  firmes  los  principios  generales  del  Código 
de  Derecho  Canónico  acerca  de  las  reservas  pontificias, 
la  Santa  Sede  consiente  en  que  no  se  apliquen  las  pres- 
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cripciones  del  canon  1.435,  números  l.9,  2. 9  y  4.9,  cuan- 
do, según  los  términos  del  presente  Convenio,  la  provi- 
sión de  un  beneficio  no  consistorial  tenga  lugar  previa 
presentación  del  Jefe  del  Estado. 

Las  provisiones  de  los  beneficios  eclesiásticos  que  que- 
daron vacantes  «por  resulta»  serán  consideradas  en  todo 
igual  a  las  otras  provisiones  y,  por  tanto,  se  ajustarán  a 
las  normas  que  para  cada  caso  se  establecen  en  este  Con- 
venio, salvo  cuando  se  haya  producido  la  vacante  a  con- 
secuencia de  la  provisión  de  un  beneficio  no  consistorial 
efectuada  por  libre  colación  de  la  Santa  Sede,  en  cuyo 
caso  se  aplicarán  las  normas  del  Código  de  Derecho 
Canónico. 

Artículo  9. 

El  Gobierno  español  conservará  las  dotaciones  señala- 
das a  los  beneficios  objeto  del  presente  Convenio,  en  la 
cuantía  consignada  actualmente. 

Si  en  el  futuro  se  verificasen  cambios  notables  en  las 
condiciones  económicas  generales,  las  dotaciones  del  Go- 
bierno se  acomodarán  a  la  nueva  situación  en  medida  no 
inferior  al  valor  real  de  las  asignadas  actualmente. 

Artículo  10. 

El  presente  Convenio  se  aplicará  a  todos  los  beneficios 
que  estén  vacantes  en  el  acto  de  la  firma  y  permanecerá 
en  vigor  hasta  que  sus  normas  sean  incorporadas  al 
nuevo  Concordato. 

El  Gobierno  español  renueva,  a  este  propósito,  el  em- 
peño de  observar  las  disposiciones  contenidas  en  los  cua- 
tro primeros  artículos  del  Concordato  de  1851  y  de  no 
legislar  sobre  materias  mixtas,  o  que  de  algún  modo  pue- 
dan interesar  a  la  Iglesia,  sin  previo  acuerdo  con  la  Santa 
Sede. 

Hecho  en  doble  ejemplar. 
Madrid,  16  de  julio  de  1946. 

Alberto  Martín  Artajo.  Gaetano  Cicognani. 


Bula  «Hispaniarum  fidelitas»,  de  5  de  ogosto  de  1953 

Anejo  III,  en  relación  con  el  artículo  XIII. 

(Boletín  Oficial  del  Estado  de  19  de  diciembre  de  1953) 

PIO  OBISPO 

Siervo  de  los  siervos  de  Dios 
Para  perpetua  memoria 

La  fidelidad  de  España  a  la  religión  católica  y  a  la 
Sede  Apostólica  y  su  piedad  a  la  Bienaventurada  Virgen 
María  se  pueden  demostrar  con  innumerables  testimo- 
nios. Entre  los  cuales  sobresale  la  constante  y  munífica 
devoción  que  a  través  de  los  siglos  los  Príncipes  de  la 
noble  nación  hispana  continuamente  manifestaron  y  pro- 
fesaron al  primer  templo  dedicado  en  Roma  a  la  Madre 
de  Dios.  Culminación  de  esta  preclara  memoria,  fervien- 
te devoción  y  recia  liberalidad  es  la  pía  fundación  en 
dicha  Basílica  Patriarcal  de  Santa  María  la  Mayor,  eri- 
gida solemnemente,  según  los  deseos  e  intención  del  Rey 
Felipe  IV,  el  día  7  de  octubre  de  1647,  por  nuestro 
predecesor  de  venerable  memoria  Inocencio  X,  con  la 
Constitución  Apostólica  Sacri  Apostolatus. 

En  virtud  de  esta  fundación3  las  mesas  episcopales 
de  Catania  y  Mazara,  que  por  aquel  tiempo  pertenecían 
a  los  dominios  de  dicho  Rey,  se  obligaban  a  entregar: 
una,  dos  mil  doscientos  escudos;  otra,  mil  ochocientos 
escudos  de  moneda  del  reino  de  Sicilia,  como  pensión 
anual  perpetua,  en  beneficio  del  Capítulo  liberiano,  de 
los  capellanes  beneficiados,  de  los  clérigos  y  ministros, 
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según  las  normas  y  reglas  sancionadas  en  la  antedicha 
Constitución  conforme  a  la  mente  del  Rey. 

Se  impuso  al  Capítulo  de  la  Basílica  la  obligación  de 
celebrar  todos  los  años  tres  misas,  una  el  día  de  la  Nati- 
vidad de  la  Virgen  María,  otra  en  la  octava  de  los  fieles 
difuntos  y  la  tercera  el  día  23  de  enero,  fiesta  de  San 
Ildefonso,  para  impetrar  la  prosperidad  espiritual  y  tem- 
poral del  Rey  de  la  nación  española. 

Esta  fundación  se  vio  sometida  a  diversas  vicisitudes, 
sobre  todo  después  que  por  el  Tratado  de  Utrecht  del 
año  1713  Sicilia  fué  separada  del  dominio  del  Rey  de 
España.  Pues  los  Príncipes  que  obtuvieron  después  el 
Reino  de  Sicilia,  en  virtud  de  su  dominio  sobre  las  dió- 
cesis de  Catania  y  Mazara,  propugnaron  que  a  ellos  les 
pertenecían  tanto  las  cargas  como  los  favores  y  privi- 
legios concedidos  por  la  fundación. 

De  aquí  las  frecuentes  y  laboriosas  negociaciones  de 
la  Sede  Apostólica  con  loe  Reyes  de  España  y  otros 
Príncipes  hasta  que  unida  Sicilia  a  Italia  el  año  1870, 
las  mesas  de  dichas  diócesis  se  vieron  obligadas  a  entre- 
gar las  sumas  prescritas  cu  la  Constitución  Apostólica 
al  llamado  «Economato  de  beneficios  vacantes».  Sin 
embargo,  como  en  virtud  del  artículo  25  del  Concorda- 
to firmado  entre  la  Santa  Sede  e  Italia,  de  11  de  febrero 
de  1929,  «las  regalías  sobre  los  beneficios  mayores  y 
menores  quedan  abolidas»,  e  igualmente  «queda  abolido 
el  tercio  pensionable  en  las  provincias  del  Reino  de  las 
dos  Sicilias»,  el  Capítulo  de  Santa  María  la  Mayor, 
considerando  la  Constitución  de  Inocencio  X,  solicitó 
que  las  sumas  no  se  entregasen  al  poder  civil  sino  al 
Capítulo.  Las  mesas  arriba  mencionadas  accedieron,  en 
un  primer  tiempo,  a  esta  petición;  pero  al  finalizar  el 
año  1933  las  rechazaron,  negando  que  la  fundación  del 
Rey  Felipe  IV  tuviese  aún  vigor,  y  el  24  de  febrero  de 
1934  pidieron  licencia  para  que  compareciesen  ante  el 
Tribunal  de  la  Sagrada  Rota  Romana,  conforme  a  lo 
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prescrito  en  el  canon  1.557,  párrafo  2,  núm.  2,  el  Capí- 
tulo liberiano  a  fin  de  que  se  declarase  que :  «Las  mesas 
de  Catania  y  Mazara  no  están  obligadas  a  entregar  las 
pensiones  que  les  fueron  impuestas  por  el  Sumo  Pontí- 
fice Inocencio  X  sobre  las  rentas  de  ambas  mesas.» 

Pero  habiendo  sido  impugnada  la  competencia  de  la 
Sagrada  Rota  Romana,  en  virtud  de  las  cláusulas  con- 
tenidas en  la  dicha  Constitución,  Nos  constituímos  una 
especial  Comisión  Pontificia  a  la  que  concedimos  todas 
las  facultades  necesarias  para  dirimir  la  controversia,  que 
estaba  formada  por  los  eminentísimos  Cardenales  Má- 
ximo Massimi,  como  presidente,  Eugenio  Tisserant  y 
José  Bruno,  como  miembros,  y  confiamos  el  cargo  de 
secretario  al  ilustrísimo  y  reverendísimo  señor  Diño 
Staffa. 

Entretanto,  pendiente  aún  de  solución  la  controversia, 
el  excelentísimo  señor  don  Joaquín  Ruiz-Jiménez,  Em- 
bajador de  España  cerca  de  la  Santa  Sede,  expresó  el 
ardiente  deseo  de  su  Gobierno  de  dirimir  la  cuestión 
extra  judicialmente,  proponiendo  al  mismo  tiempo  solu- 
ciones que  abrían  paso  a  las  negociaciones  que,  llevadas 
eficazmente  por  su  sucesor,  el  excelentísimo  señor  don 
Fernando  María  Castiella,  han  llegado  a  feliz  término. 

En  consecuencia :  El  Jefe  del  Estado  español,  Francis- 
co Franco,  aceptando  en  nombre  de  la  nación  las  obliga- 
ciones abajo  referidas,  quiere  proseguir  fielmente  la  tra- 
dicional devoción  y  liberalidad  que  en  tiempos  pasados  ' 
unieron  el  nombre  de  España  a  la  Basílica  Patriarcal 
de  Santa  María  la  Mayor;  mientras  la  Sede  Apostólica 
manifiesta  que  le  agrada  y  satisface  que  tan  noble  na- 
ción católica  confirme  los  vínculos  de  piedad  que  la  unen 
con  el  mayor  templo  dedicado  a  la  Santísima  Virgen  en 
el  mismo  centro  del  orbe  católico  ;  esta  Sede  Apostólica 
y  el  Jefe  del  Estado  español  convinieron  en  que  se  san- 
cionasen los  mutuos  compromisos  por  la  presente  Cons- 
titución que  sustituye  para  todos  los  efectos  a  la  Cons- 
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titución  Sacri  Apostolatus  de  nuestro  predecesor  de  ve- 
nerable memoria  Inocencio  X,  de  modo  que  en  lo  futuro 
nadie  pueda,  en  virtud  de  la  precedente  Constitución, 
hacer  reclamación  alguna.  Las  obligaciones  mutuamente 
aceptadas  son  las  siguientes : 

La  Sede  Apostólica: 

I.  Dispone,  que  el  Jefe  del  Estado  español  sea  con- 
siderado protocanónigo  y  goce  de  los  honores  anejos  o 
privilegios  tradicionales  en  las  funciones  sagradas  esta- 
blecidas por  el  Ceremonial  de  la  Basílica.  Estos  honores, 
ausente  el  Jefe  del  Estado  español,  deben  ser  concedidos 
al  Embajador  de  España  cerca  de  la  Santa  Sede  en  las 
tres  Misas  solemnes  que  se  celebrarán  en  virtud  de  la 
presente  fundación  de  que  se  habla  en  el  núm.  III. 

II.  Concede,  que  en  el  Capítulo  liberiano  haya  siem- 
pre un  canónigo  español.  Este  será  libremente  elegido 
por  la  Sede  Apostólica,  que  antes  de  nombrarlo  comuni- 
cará en  secreto  su  nombre  al  Gobierno  español,  para  co- 
nocer si  este  Gobierno  tiene  algo  que  oponer  al  nombra- 
miento. El  canónigo  español  recibirá  de  la  Sede  Apos- 
tólica los  mismos  emolumentos  que  los  demás  canónigos 
y  será  misión  suya  el  vigilar  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones de  que  se  habla  en  el  núm.  III  de  la  presente 
Constitución,  y  el  someter  al  juicio  de  la  Santa  Sede 
todo  aquello  que  le  pareciese  menos  acertado  en  la  in- 
versión y  distribución  de  las  cantidades  entregadas  por 
el  Gobierno  español. 

III.  Cuidará  de  que  todos  los  años  en  la  Basílica  li- 
beriana  se  celebren  tres  Misas  solemnes :  una  en  la  fiesta 
de  la  Asunción  de  la  Santísima  Virgen ;  otra  en  la  fiesta 
de  la  Inmaculada  Concepción,  y  la  tercera  en  la  fiesta  de 
San  Fernando,  Rey  de  España,  para  la  propagación  de 
la  Fe,  por  las  intenciones  del  Jefe  del  Estado  español, 
y  para  impetrar  la  prosperidad  del  Jefe  del  Estado  y 
de  la  nación  española. 
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El  Gobierno  español  promete,  por  su  parte,  entregar 
todos  los  años  el  día  primero  de  enero  la  cantidad  de 
8.000  pesetas  oro  a  la  Santa  Sede.  La  Sede  Apostólica 
decidirá  todos  los  años  qué  parte  de  esta  cantidad  debe 
emplearse,  a  su  juicio,  en  las  distribuciones  ordinarias 
y  sacerdotes  beneficiados;  qué  parte  en  las  distribuciones 
extraordinarias  a  los  presentes  en  la  celebración  de  las 
tres  Misas  de  que  se  hace  referencia  en  el  núm.  III;  qué 
parte  deba  reservarse  para  los  estipendios  de  estas  Misas 
y  los  otros  gastos  que  requieran  el  culto  y  la  fábrica  de 
la  Basílica. 

Castel  Gandolfo,  5  agosto  1953.  En  la  fiesta  de  la  de- 
dicación de  Santa  María  de  las  Nieves. 


Acuerdo  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español  sobre 
la  Jurisdición  Castrense  y  Asistencia  Religiosa  de  las  Fuer- 
zas Armadas,  de  5  de  agosto  de  1950 

Anejo  IV,  en  relación  con  el  artículo  XV. 

(A.  A.  S.  XLIII  y  Boletín  Oficial  del  Estado  de  18  de  noviembre  de  1950  y 
19  de  noviembre  de  19S3) 

La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español,  deseando  llegar 
a  un  acuerdo  sobre  la  Jurisdicción  Castrense  y  Asisten- 
cia Religiosa  a  las  Fuerzas  Armadas,  han  nombrado,  con 
este  objeto,  sus  Plenipotenciarios,  a  saber: 

Su  Santidad  el  Sumo  Pontífice  a  Su  Excelencia  Re- 
verendísima Monseñor  Domenico  Tardini,  Secretario  de 
la  Sagrada  Congregación  de  Asuntos  Extraordinarios,  y 

el  Jefe  del  Estado  español  al  Excelentísimo  Señor  Don 
Joaquín  Ruiz- Jiménez,  Embajador  de  España  cerca  de 
la  Santa  Sede, 

los  cuales,  después  de  haber  canjeado  sus  plenos  po- 
deres y  hallarlos  en  debida  forma,  han  convenido  en  los 
artículos  siguientes: 

Artículo  I. 

La  Santa  Sede  constituye  en  España  un  Vicariato 
Castrense  para  atender  al  cuidado  espiritual  de  los  mi- 
litares de  Tierra,  Mar  y  Aire. 

Artículo  II. 

La  Santa  Sede  procederá  al  nombramiento  del  Vica- 
rio General  Castrense,  previa  presentación  del  Jefe  del 
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Estado,  según  lo  establecido  en  el  Convenio  en  vigor 
entre  la  misma  Santa  Sede  y  España,  sobre  provisión 
de  las  Sedes  Arzobispales  y  Episcopales  y  el  nombra- 
miento de  Coadjutores  con  derecho  de  sucesión. 

El  Vicario  General  Castrense  será  elevado  a  la  digni- 
dad arzobispal. 

Artículo  III. 

Al  quedar  vacante  el  Vicariato  Castrense,  el  Teniente 
Vicario  de  la  Primera  Región  Militar  más  antiguo  en 
este  cargo  asumirá  interinamente  las  funciones  del  Vi- 
cario General  Castrense,  con  las  limitaciones  pertinen- 
tes, por  carecer  de  la  dignidad  episcopal. 

Artículo  IV. 

El  ingreso  en  el  Cuerpo  de  Capellanes  tendrá  lugar 
previa  oposición,  según  las  normas  aprobadas  por  la 
Santa  Sede,  si  bien  no  se  requerirán  necesariamente  tí- 
tulos académicos  para  ser  admitidos  a  la  oposición  y 
siempre  salvo  las  disposiciones  del  presente  Convenio. 

Para  el  ascenso  al  grado  de  Teniente  Vicario  será  pre- 
ciso poseer  la  licenciatura  o  el  doctorado  en  Teología 
o  en  Derecho  Canónico  y  haber  sido  declarado  canóni- 
camente apto,  previo  examen,  por  el  Vicario  General 
Castrense. 

Artículo  V. 

El  nombramiento  eclesiástico  de  los  capellanes  se  hará 
por  el  Vicario  General  Castrense,  quien  les  expedirá  el 
correspondiente  título. 

El  ingreso  en  el  Cuerpo  y  el  destino  a  Unidad  o  Es- 
tablecimiento se  hará  por  el  Ministerio  correspondiente, 
a  propuesta  del  Vicario  General  Castrense. 
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Artículo  VI. 

Los  capellanes  militares  ejercen  su  sagrado  ministerio 
bajo  la  jurisdicción  del  Vicario  General  Castrense,  asis- 
tido por  su  propia  Curia. 

Dado  el  carácter  sagrado  de  los  capellanes,  en  el  caso 
en  que  deban  ser  sancionados  por  consecuencia  de  un 
expediente  de  carácter  puramente  militar,  se  dará  cuenta 
al  Vicario  General  Castrense,  quien  dispondrá  se  cum- 
pla la  sanción  en  el  lugar  y  en  la  forma  que  estime  más 
adecuados. 

El  Vicario  General  Castrense  podrá  suspender  o  des- 
tituir de  su  oficio  por  causas  canónicas  y  ad  normam 
iuris  canonici  d.  los  capellanes  militares,  comunicando  la 
suspensión  o  remoción  al  Ministerio  competente,  el  cual, 
sin  otro  trámite,  procederá  en  el  primer  caso  a  declarar- 
los en  situación  de  disponibles  y,  en  el  segundo,  a  darles 
de  baja  en  el  Cuerpo. 

Los  capellanes  militares,  como  sacerdotes  y  ratione 
loci,  estarán  sujetos  también  a  la  disciplina  y  vigilancia 
de  los  Ordinarios  diocesanos,  quienes  en  casos  urgentes 
podrán  tomar  las  oportunas  providencias  canónicas,  de- 
biendo en  tales  casos  hacerlas  conocer  en  seguida  al  Vi- 
cario General  Castrense. 

Artículo  VII  (1) 

La  jurisdicción  del  Vicario  General  Castrense  y  de  los 
Capellanes  es  personas,  se  extiende  a  todos  los  militares 
de  Tierra,  Mar  y  Aire  en  situación  de  servicio  activo 
(esto  es,  bajo  las  armas),  a  sus  esposas  legítimas  e  hijos 
menores,  cuando  vivan  en  su  compañía,  y  a  los  alumnos 
de  las  Academias  y  de  las  Escuelas  Militares,  quedando 
excluidos  los  civiles  que  de  cualquier  otra  manera  estén 


(1)  La  redacción  de  este  artículo  queda  modificada  por  lo  dis- 
puesto en  el  Protocolo  final  del  Concordato.  (Cfr.  pág\  74) - 
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relacionados  con  los  mismos  militares  o  presten  servicio 
en  los  Ejércitos. 

La  misma  jurisdicción  se  extiende  también  a  los 
miembros  del  Cuerpo  de  la  Guardia  Civil  y  de  la  Policía 
Armada, 

Artículo  VIII. 

Los  capellanes  militares  tienen  competencia  parro- 
quial en  lo  tocante  a  las  personas  mencionadas  en  el  ar- 
tículo precedente. 

Por  lo  que  se  refiere  a  la  asistencia  canónica  al  matri- 
monio, tendrán  presente  la  disposición  del  Canon  1.097, 
2,  del  Código  de  Derecho  Canónico,  que  prescribe:  Pro 
regula  liabeatur  ut  matrimonium  coram  sponsae  paro- 
dio celebretur,  nisi  iusia  causa  excuset,  y  en  caso  de  ce- 
lebrarse el  matrimonio  ante  el  capellán  castrense,  éste 
deberá  atenerse  a  todas  las  prescripciones  canónicas  y 
de  manera  particular  a  las  del  canon  1.103  §§  1  y  2. 

Sin  perjuicio  de  lo  que  prescribe  el  Canon  1.962  del 
Código  de  Derecho  Canónico,  está  reservado  a  los  Or- 
dinarios del  lugar  conocer  de  las  causas  matrimoniales 
concernientes  a  personas  sujetas  a  la  jurisdicción  ecle- 
siástica castrense. 

Artículo  IX. 

Como  quiera  que  la  jurisdicción  castrense  se  ej.-ice 
¿entro  del  territorio  de  las  diferentes  diócesis,  es  cunm- 
lativa  con  la  de  los  Ordinarios  dioceranos.  Sin  embargo, 
en  los  cuarteles,  aeropuertos,  ars^nale.^  militares,  residen- 
cias de  las  Jefaturas  militares,  Academias  y  Escuelas 
militares,  hospitales,  tribunales,  cárceles,  campamentos  y 
demás  lugares  destinados  a  las  tropas  de  Tierra,  Mar  y 
Aire,  usarán  de  ella  primaria  y  principalmente  el  Vicario 
General  Castrense  y  los  capellanes  militare?,  y  subsidia- 
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riamente,  aunque  siempre  por  derecho  propio,  los  Ordi- 
narios diocesanos  y  los  párrocos  locales  cuando  aqué- 
llos falten  o  estén  ausentes,  mediante  los  oportunos 
acuerdos,  por  regla  general,  con  el  Vicario  General  Cas- 
trense, quien  informará  a  las  Autoridades  militares  co- 
rrespondientes. 

Fuera  de  los  lugares  señalados,  ejercerán  libremente 
su  jurisdicción  los  Ordinarios  diocesanos  y,  cuando  así 
les  fuese  solicitado,  los  párrocos  locales. 

Artículo  X. 

Cuando  los  capellanes  castrenses,  en  funciones  de  su 
sagrado  ministerio  con  los  militares,  tengan  que  oficiar 
fuera  de  los  templos,  establecimientos,  campamentos  y 
demás  lugares  destinados  regularmente  a  ellos,  deberán 
dirigirse  con  anticipación  a  los  Ordinarios  diocesanos  o 
a  los  párrocos  o  rectores  locales  para  obtener  el  opor- 
tuno permiso. 

Artículo  XI. 

El  Vicario  General  Castrense  se  pondrá  de  acuerdo 
con  los  Obispos  diocesanos  y  los  Superiores  mayores 
religiosos  para  designar,  entre  sus  súbitos,  un  número 
adecuado  de  sacerdotes  que,  sin  dejar  los  oficios  que 
tengan  en  su  Diócesis  o  Instituto1,  se  dediquen  a  auxiliar 
a  los  capellanes  militares  en  el  servicio1  espiritual  de  las 
fuerzas  armadas. 

Tales  sacerdotes  y  religiosos  ejercerán  su  ministerio 
con  los  militares  a  las  órdenes  del  Vicario  General  Cas- 
trense, del  cual  recibirán  las  necesarias  facultades  ad  nio- 
tum,  y  serán  retribuidos  a  título  de  gratificación  o  esti- 
pendio ministerial. 

Artículo  XII. 

El  Estado  español  reconoce  que  los  clérigos  y  reli- 
giosos, ya  sean  profesos,  ya  novicios,  en  virtud  de  los 
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cánones  121  y  614  del  Código  de  Derecho  Canónico, 
están  exentos  de  todo  servicio  militar. 

1)  En  tiempo  de  paz,  el  Vicario  General  Castrense, 
previo  acuerdo  con  los  Ordinarios  diocesanos  o  Supe- 
riores mayores  religiosos,  puede  llamar  en  la  medida 
que  sea  necesario,  y  por  un  tiempo  no  superior  en  todo 
caso  a  la  duración  del  servicio  militar  en  filas,  a  los 
sacerdotes  y  religiosos  profesos  que  hayan  alcanzado  los 
treinta  años  de  edad,  a  prestar  en  los  Ejércitos  funcio- 
nes de  su  sagrado  ministerio  o  asistencia  religiosa  de 
las  fuerzas  armadas,  con  exclusión  de  todo  otro  ser- 
vicio. 

2)  Los  seminaristas,  postulantes  y  novicios  diferi- 
rán en  tiempo  de  paz  el  cumplimiento  de  todas  las  obli- 
gaciones militares,  solicitando  prórrogas  anuales  duran- 
te el  tiempo  que  les  falte  para  recibir  el  =  ^rado  pres- 
biterado o  para  emitir  sus  votos  respectivamente. 

Los  Rectores  de  los  Seminarios  y  los  Superiores  de 
las  casas  religiosas  enviarán,  sin  pérdida  de  tiempo, 
a  las  Autoridades  militares  correspondientes,  nota  de 
aquellos  seminaristas,  postulantes  y  novicios,  que,  dis- 
frutando de  dichas  prórrogas,  abandonaren  el  Semina- 
rio o  el  Instituto  religioso. 

La  misma  obligación  tendrán  los  Señores  Obispos  y 
los  Superiores  mayores  religiosos  respecto  de  los  clé- 
rigos que,  a  tenor  de  los  sagrados  cánones,  hubieran 
sido  reducidos  al  estado  laical,  o  de  los  religiosos  que 
no  habiendo  recibido  órdenes  sagradas  y  estando  en 
edad  militar  abandonaren  el  Instituto. 

3)  Todos  los  clérigos,  seminaristas  y  religiosos,  in- 
cluso los  novicios  y  postulantes,  quedarán  excluidos  de 
las  movilizaciones  que  se  decreten  con  fines  de  instruc- 
ción. 
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Artículo  XIII. 

En  los  casos  de  movilización  general  por  causa  de 
guerra,  los  sacerdotes  seculares  o  regulares  que  tuviesen 
la  edad  a  que  alcance  la  movilización  y  fuesen  necesa- 
rios a  juicio  del  Vicario  General  Castrense,  serán  lla- 
mados a  ejercer  su  sagrado  ministerio  en  las  fuerzas 
armadas  como  capellanes,  disfrutando  de  la  considera- 
ción de  oficiales. 

En  los  casos  de  movilización  por  causa  de  guerra,  los 
clérigos  y  religiosos  no  sacerdotes,  así  como  los  semi- 
naristas, postulantes  y  novicios,  en  edad  a  la  que  al- 
cance la  movilización  y  en  la  medida  que  el  Vicario 
General  Castrense  estimare  necesario,  serán  destinados 
a  ayudar  a  los  capellanes  en  su  ministerio  espiritual, 
o  a  otros  servicios  compatibles  con  su  carácter  eclesiás- 
tico. De  entre  ellos,  los  que  en  el  momento  de  decretarse 
la  movilización  estén  preparándose  para  el  sacerdocio, 
disfrutarán  de  permisos  porrogables  que,  en  cada  caso, 
a  juicio  del  Vicario  Castrense,  autoricen  las  circuns- 
tancias, con  el  fin  de  que  prosigan  sus  estudios  en  el 
Seminario  o  casa  religiosa  a  la  cual  pertenecen. 

Cesarán  en  su  disfrute  si  abandonan  los  estudios  o 
cuando  terminen  la  carrera,  circunstancias  que  los  Rec- 
tores o  Superiores  respectivos  comunicarán  inmediata- 
mente a  la  Autoridad. 

El  seminarista  o  novicio  en  cuyo  nombre  se  presente 
voluntariamente  un  sacerdote  del  clero  regular  o  secu- 
lar, debidamente  autorizado  por  sus  Superiores  ecle- 
siásticos, para  prestar  servicio  de  vanguardia  propio  de 
su  ministerio  sacerdotal,  disfrutará  en  todo  caso  de  es- 
tos permisos. 

Artículo  XIV 

En  los  casos  de  movilización  general  por  causa  de 
guerra,  quedan  exceptuados  del  cumplimiento  de  las 
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obligaciones  militares  los  sacerdotes  que  tengan  cura  de 
almas.  Se  consideran  tales  los  Ordinarios,  los  párrocos, 
los  vicepárrocos  y  los  rectores  de  iglesias  abiertas  al 
culto. 

Asimismo  serán  dispensados  de  las  obligaciones  ante- 
dichas, aun  en  los  casos  de  movilización  general  por 
causa  de  guerra,  los  Obispos  titulares,  los  Rectores  de 
los  Seminarios  y  los  misioneros,  a  saber :  aquellos  sacer- 
dotes y  religiosos  que,  con  la  debida  autorización  de  la 
competente  Autoridad  eclesiástica,  se  consagran  al  apos- 
tolado en  los  territorios  de  misión. 

Artículo  XV. 

El  Vicario  General  Castrense  o  el  Teniente  Vicario 
que  interinamente  asuma  sus  funciones,  podrá  solicitar 
de  la  Santa  Sede  la  concesión  y  sucesiva  renovación  de 
las  facultades,  gracias  y  privilegios  que  estime  conve- 
nientes. 

Artículo  XVI. 

Este  Convenio  será  ratificado  y  las  ratificaciones  can- 
jeadas en  el  más  breve  plazo  posible. 

Hecho  por  duplicado  en  la  Ciudad  del  Vaticano,  a 
5  de  agosto  de  1950. 


Joaquín  Ruiz-Giménez. 


Domenico  Tardini. 


Acuerdo  entre  la  Santa  Sede  y  el  Estado  español  sobre  Se- 
minarios y  Universidades  de  Estudios  Eclesiásticos  y  Acta 
de  la  firma  del  mismo,  de  8  de  diciembre  de  1946 

ANEJO  V,  EN  RELACION  CON  EL  ARTICULO 

XIX 

(Boletín  Oficial  del  Estado  de  9  de  diciembre  de  1946  y  de  19  de  noviembre 

de  1953) 

En  el  Ministerio  de  Asuntos  Exteriores,  en  Madrid, 
a  las  trece  horas  del  día  ocho  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos cuarenta  y  seis  y  una  vez  cambiadas  las  res- 
pectivas Plenipotencias  que  acreditan  al  Excmo.  Sr.  Mi- 
nistro de  Asuntos  Exteriores  de  España,  D.  Alberto 
Martín  Artajo,  y  a  Su  Excelencia  Monseñor  Cayetano 
Cicognani,  Arzobispo  de  Ancyra,  Nuncio  Apostólico  en 
esta  capital,  para  llevar  a  cabo  la  firma  del  Convenio 
concertado  entre  España  y  la  Santa  Sede  sobre  Semi- 
narios y  Universidades  de  Estudios  Eclesiásticos,  se  ha 
procedido  por  ambos  Plenipotenciarios  a  la  firma  de  los 
ejemplares,  por  duplicado,  del  antes  mencionado  Conve- 
nio, así  como  al  sellado  de  los  mismos. 

Presentes  a  dicho  acto  se  encontraban,  D.  Raimundo 
Fernández  Cuesta,  Ministro  de  Justicia;  D.  José  Ibá- 
ñez  Martín,  Ministro  de  Educación  Nacional;  D.  To 
más  Suñer,  Subsecretario  de  Asuntos  Exteriores;  Don 
José  Sebastián  de  Erice,  Director  General  de  Política 
Exterior ;  D.  Mariano  Puigdollers,  Director  general  de 
Asuntos  Eclesiásticos;  D.  Antero  de  Ussía,  Director  de 
Relaciones  con  la  Santa  Sede,  y  D.  José  María  Doussi- 
nague.  Presidente  de  la  Comisión  Concordataria. 
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Y  para  dar  fe  de  ello  a  todos  los  efectos,  el  Primer 
Introductor  de  Embajadores,  Jefe  de  Protocolo,  señor 
Barón  de  las  Torres,  extiende  la  presente  acta  en  Ma- 
drid, a  ocho  de  diciembre  de  mil  novecientos  cuarenta 
y  seis,  festividad  de  la  Inmaculada  Concepción,  Patro- 
na  de  España. — Luis  Alvares  de  Estrada. 

Artículo  I. 

Las  diócesis  tendrán  libremente  y  de  conformidad 
con  el  Derecho  canónico,  Seminarios  eclesiásticos,  cuya 
organización  y  dirección  corresponde  a  las  competentes 
autoridades  de  la  Iglesia. 

Artículo  2. 

El  Estado  español  contribuirá,  con  arreglo  al  presen- 
te  Convenio,  a  la  dotación  de  los  Seminarios  menores 
y  mayores  establecidos  en  armonía  con  las  prescripcio- 
nes del  Derecho  Canónico  y  a  las  disposiciones  ejecu- 
tivas emanadas  del  Episcopado  español. 

Artículo  3. 

El  Estado  español  contribuirá  a  la  dotación  de  un 
Seminario  Menor  en  cada  Diócesis,  por  los  siguientes 
conceptos : 

a)  Personal  directivo  y  docente. 

b)  Gastos  de  conservación  y  reparaciones,  bibliote- 
ca y  material. 

Artículo  4. 

Asimismo  para  la  formación  religiosa  y  científica  de 
los  eclesiásticos  el  Estado  español  contribuirá  con  arre- 
glo al  cuadro  B  a  la  dotación  del  Seminario  Mayor  en 
las  siguientes  diócesis : 
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Provincia  eclesiástica  de  Burgos :  Burgos,  Calahorra, 
León,  Palencia,  Santander  y  Vitoria. 

Provincia  eclesiástica  de  Granada:  Granada,  Carta- 
gena, Jaén  y  Málaga. 

Provincia  eclesiástica  de  Santiago  :  Santiago,  Lugo, 
Mondoñedo,  Orense,  Oviedo  y  Túy. 

Provincia  eclesiástica  de  Sevilla:  Sevilla,  Badajoz, 
Cádiz,  Córdoba,  Las  Palmas  y  Tenerife. 

Provincia  eclesiástica  de  Tarragona :  Tarragona,  Bar- 
celona, Gerona,  Lérida,  Tortosa,  Solsona,  Urgel  y 
Vich. 

Provincia  eclesiástica  de  Toledo:  Toledo,  Coria, 
Cuenca,  Madrid-Alcalá,  Sigüenza  y  Plasencia. 

Provincia  eclesiástica  de  Valencia :  Valencia,  Mallor- 
ca y  Orihuela. 

Provincia  eclesiástica  de  Valladolid :  Valladolid,  As- 
torga,  Avila,  Salamanca,  Zamora  y  Segovia. 

Provincia  eclesiástica  de  Zaragoza :  Zaragoza,  Hues- 
ca, Pamplona,  Tarazona  y  Teruel. 

Priorato  nullius:  Ciudad  Real. 

Para  la  dotación  que  en  lo  futuro  pudiera  conside- 
rarse necesaria  para  otros  Seminarios,  se  estará  a  lo 
que  de  común  acuerdo  entre  ambas  Potestades  se  con- 
venga. 

Artículo  5. 

Teniendo  presente  que  la  finalidad  de  los  Seminarios 
es  de  formar  sacerdotes  santos  y  doctos  y  que  a  esta 
finalidad  deben  contribuir  profesores  dotados  de  ade- 
cuadas condiciones  religiosas,  morales,  eclesiásticas  y 
culturales,  los  nombramientos  para  las  cátedras  dota- 
das con  arreglo1  al  presente  Convenio  los  hará  el  Obispo 
diocesano  previa  oposición,  a  la  cual  podrá  permitir  que 
concurran  también  sacerdotes  de  otras  diócesis  que 
posean  las  cualidades  indicadas  y  tengan  el  permiso  de 
su  propio  Prelado.  Por  lo  que  se  refiere  a  las  cualida- 
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culturales  podrán  concurrir  los  sacerdotes  que  presenten 
cualificaciones  correspondientes  a  la  enseñanza  a  la  cual 
aspiran,  corno  son  trabajos  científicos  que  merezcan  con- 
sideración, o  bien  reúnan  las  siguientes  condiciones : 

o)  Para  las  cátedras  de  curso  humanístico  :  Los 
que  estén  en  posesión  de  grados  académicos  en  Filoso- 
fía, Teología  o  Derecho  Canónico  y  con  preferencia  los 
que  estuviesen  graduados  en  Filosofía  y  Letras  o  en 
Ciencias. 

b)  Para  las  cátedras  del  curso  filosófico:  Los  que 
estén  en  posesión  de  grados  académicos  mayores  en  Fi- 
losofía, Teología  o  Derecho  Canónico  o  que  estuviesen 
graduados  en  Filosofía  y  Letras  o  en  Ciencias. 

c)  Para  las  cátedras  del  curso  teológico :  Los  que 
estén  en  posesión  de  grados  académicos  mayores  por 
una  Universidad  o  Facultad  teológico- jurídica  de  estu- 
dios eclesiásticos. 

Los  profesores  designados  por  el  Prelado  en  virtud 
del  concurso  quedarán  en  prueba  por  tres  años,  como 
extraordinarios,  antes  de  ser  nombrados  ordinarios  de- 
finitivamente. 

Corresponde  igualmente  al  Obispo,  que  podrá  libre- 
mente obrar  «según  su  conciencica»,  remover  a  los  pro- 
fesores por  motivo  de  doctrina  o  moralidad  y  de  dis- 
ciplina eclesiástica,  por  infracciones  graves  de  sus  de- 
beres escolares  o  por  inadecuada  eficiencia  en  el  desem- 
peño1 de  su  misión  instructiva  y  formativa. 

Artículo  6. 

El  estudio  de  la  Lengua,  Literatura,  Geografía  e  His- 
toria de  España  será  obligatorio  en  los  Seminarios,  en 
extensión  no  inferior  al  plan  de  enseñanza  media  en 
España  y  las  autoridades  eclesiásticas  cuidarán  de  que 
en  la  enseñanza  de  estas  disciplinas  se  inculque  el  más 
acendrado  sentimiento'  patriótico  español. 

Los  Prelados  comunicarán  al  Ministro  de  Educación 
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Nacional  los  textos,  programas  y  horario  de  las  disci- 
plinas que  no  sean  filosóficas  o  teológicas. 

Tal  comunicación  tendrá  carácter  puramente  infor- 
mativo. 

En  consecuencia,  los  alumnos  de  los  Seminarios  que 
además  del  curso  clásico  (cinco  años)  hubiesen  apro- 
bado el  curso  filosófico  (tres  años),  quedarán  habili- 
tados legalmente  para  sufrir  las  pruebas  finales  estable- 
cidas para  la  obtención  del  título  de  bachiller. 

Artículo  7. 

El  Estado  español  reconoce  las  Universidades  de  Es- 
tudios Eclesiásticos  erigidas  por  la  Silla  Apostólica. 
Las  actuales,  existentes  en  España,  sobre  la  base  de: 

1.  La  Constitución  Apostólica  Deus  Scientiarum 
Dominus,  de  24  de  mayo  de  1931,  con  las  Ordenaciones 
de  12  de  junio  de  1931. 

2.  Los  estatutos  respectivos  debidamente  aproba- 
dos por  la  Santa  Sede. 

Para  la  dotación  de  las  Facultades  Universitarias  que 
en  lo  futuro  pudieran  crearse,  se  estará  a  lo  que  de  co- 
mún acuerdo  se  convenga,  dentro  de  lo  prescrito  en  el 
presente  Convenio. 

Artículo  8. 

Las  dotaciones  objeto  de  los  artículos  3,  4  y  7  que 
preceden  se  ajustarán  a  las  cifras  que  figuran  en  los 
cuadros  A,  B,  C  del  anejo  al  presente  Convenio  y  su 
cuantía  será  modificada  paralela  y  proporcionalmente 
a  las  retribuciones  del  profesorado  similar  de  los  esta- 
blecimientos docentes  del  Estado. 

Artículo  9. 

Los  Prelados  respectivos  comunicarán  al  Ministro  de 
Justicia  los  nombramientos  y  vacantes  de  Profesores 
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de  Cátedras  dotadas  en  los  Seminarios,  así  como  el  de- 
creto de  convocatoria  de  las  oposiciones,  con  carácter 
puramente  informativo,  para  su  publicación  en  los  pe- 
riódicos, con  carácter  oficial.  Este  decreto  se  publicará 
dentro  de  los  dos  meses  de  haberse  producido  la  va- 
cante. 

Por  lo  que  atañe  a  los  nombramientos,  vacantes  y 
convocatorias  referentes  al  profesorado  de  las  Univer- 
sidades de  estudios  eclesiásticos  de  Salamanca  y  de 
Comillas,  el  Prelado  y  Superior  mayor  respectivamente, 
en  su  calidad  de  cancilleres  y  con  arreglo  a  los  propios 
estatutos,  harán  análogas  comunicaciones  al  Ministerio 
de  Justicia  y  a  los  mismos  fines  y  plazos  indicados. 

Artículo  10. 

Las  dotaciones  para  los  profesores  no  constituirán 
piezas  eclesiásticas  y  se  entienden  asignadas  a  las  cá- 
tedras que  se  indican,  debiendo  ser  pagadas  por  nómina 
a  los  profesores  de  las  mismas,  a  través  del  Ordinario 
diocesano,  en  la  medida  que  éste  las  reciba  del  Go- 
bierno. 

Artículo  11. 

Las  normas  del  presente  Convenio  entrarán  en  vigor 
el  día  de  su  firma  y  serán  incorporadas  al  nuevo  Con- 
cordato, debiendo  las  autoridades  competentes  adoptar 
las  medidas  oportunas  para  su  inmediata  ejecución. 

Artículo  Transitorio. 

Los  profesores  actuales  que  sean  reconocidos  idó- 
neos por  el  Ordinario  diocesano,  en  relación  a  la  fina- 
lidad de  los  Seminarios,  podrán  ser  confirmados  por  el 
mismo  Ordinario  en  la  enseñanza  a  la  cual  estaban  con- 
sagrados, aunque  no  posean  grados  académicos. 
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Hecho  en  doble  ejemplar. 

Madrid,  a  ocho  de  diciembre  de  mil  novecientos  cua- 
renta y  seis,  festividad  de  la  Inmaculada  Concepción, 
Patrona  de  España. 

Alberto  Martín  Artajo.  Gaetano  Cicognani. 


Cuadro  A 

DOTACION  DE  LOS  SEMINARIOS  MENORES 
5  profesores  de  Latín  y  Castellano  a  8.0000 


pesetas   40.000 

1  profesor  de  Griego    8.000 

1  profesor  de  Geografía  e  Historia   6.000 

1  profesor  de  Francés  y  Religión   6.000 

1  Rector   4.000  . 

1  padre  espiritual   4.000 

1  prefecto  de  estudios   3.000 

Gastos  de  entretenimiento  y  reparaciones  ...  6.000 

Biblioteca  y  material   6.000 


Total   83.000 
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Cuadro  B 

DOTACION  DE  SEMINARIOS  MAYORES 


3  profesores  de  Filosofía  a  8.000  pesetas  ...  24.000 
1  profesor  de  Matemáticas  y  Ciencias  físi- 
cas y  naturales   8.000 

1  profesor  de  Literatura  castellana,  griega,  y 

latina   8.000 

1  profesor  de  Dogmática  fundamental  ...  8.000 
1  profesor  de  Introducción  general  a  la  Sa- 
grada Escritura,  Griego  Bíblico  y  Lengua 

hebraica   8.000 

1  profesor  de  Teología  moral,  fundamental 

y  especial   8,000 

1  profesor  de  Historia  eclesiástica  (Prole- 
gómenos), Historia  eclesiástica  con  Pa- 
trística, Bellas  Artes,  Arqueología  y  Li- 
turgia doctrinal   8.000 

1  profesor  de  Dogmática  especial   8.000 

1  profesor  de  Sagrada  Escritura  (Introduc- 
ción especial  y  exegesis)    8.000 

1  profesor  de  Derecho  canónico  y  Derecho 

público  eclesiástico    8.000 

1  auxiliar  de  Historia  civil   6.000 

1  rector  •   4.000 

1  prefecto  de  estudios   3.000 

1  padre  espiritual    3.000 

Biblioteca,  museo  y  laboratorio              ...  18.000 

Reparaciones   6.000 


Total    138.000 
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Cuadro  C 


UNIVERSIDAD  PONTIFICIA  DE  SALAMANCA. 
FACULTADES  DE  TEOLOGIA,  DERECHO  CA- 
NONICO Y  FILOSOFIA 


a)  1  profesor  ordinario  de  Teología  fun- 
damental   12.000 

4  profesores   ordinarios   de  Teología 

dogmática  especial    48.000 

2  profesores  ordinarios  de  Moral  es- 
pecial   24.000 

1  profesor  ordinario  de  Moral  funda- 
mental   12.000 

2  profesores  ordinarios  de  Historia 
eclesiástica  y  de  Arqueología    24.000 

1  profesor  ordinario  de  Introducción 
general  a  la  Sagrada  Escritura  y  de 

Lengua  hebrea  y  Griego  bíblico   12.000  . 

2  profesores  ordinarios  de  Sagrada  Es- 
critura (Exegesis  del  Antiguo  y  Nue- 
vo Testamento)  y  de  Teología  bíblica.  24.000 

1  profesor  ordinario  de  Historia  de  la 
Teología  y  de  Teología  española  ...  12.000 

1  profesor  ordinario  de  Teología  pas- 
toral ,  de  Instituciones  histórico-siste- 
máticas  de  Liturgia  y  Pedagogía 
catequística    12.000 

1  profesor  ad  tempus  de  Instituciones 
de  Derecho  Canónico  y  de  Principios 
de  Derecho   10.000 

3  profesores  ordinarios  de  Codex  Iuris 
Canonici   36.000 

1  profesor  ordinario  de  Filosofía  del 
Derecho  y  Derecho  público  ecle- 
siástico    12.000 
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1  profesor  ordinario  de  Historia  del  De- 
recho canónico  y  Derecho  concorda- 
tario   12.000 

1  profesor  ad  tempus  de  Instituciones 

de  Derecho  romano   10.000 

1  profesor  ad  tempus  de  Instituciones 

de  Derecho  civil    10000 

1  profesor  ad  tempus  de  Fundamentos 
Derecho  internacional  según  Fran- 
cisco de  Vitoria   10.000 

1  profesor  ordinario  de  Introducción  a 

la  Filosofía  y  de  Lógica   12.000 

1  profesor  ordinario  de  Cosmología  ...  12.000 

1  profesor  ordinario  de  Psicología  ...  12.000 

1  profesor  ordinario  de  Ontología  ...  12.000 

1  profesor  ordinario  de  Crítica  del  co- 
nocimiento   12.000 

1  profesor  ordinario  de  Etica  y  Derecho 

natural   12.000 

1  profesor  ad  tempus  de  Historia  de 

la  Filosofía  española   10.000 

COMUNES  A  TODAS  LAS  FACULTADES 

1  rector   6.000 

3  decanos  a  2.500    7.500 

1  secretario  ecónomo   12.000 

1  bibliotecario    4.000 

Personal  auxiliar  y  subalterno   18.000 

b)  Para  biblioteca  y  laboratorio   18.000 

Para  publicaciones   20.000 

Para  material   17.000 


Total   508.500 
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UNIVERSIDAD  PONTIFICIA  DE  COMILLAS. 
FACULTAD  DE  TEOLOGIA 


a)  1  profesor  ordinario  de  Teología  fun- 
damental   12.000 

2  profesores  ordinarios  de  Dogmática 

especial   24.000 

1  profesor  ordinario  de  Sagrada  Es- 
critura   12.000 

1  profesor  ordinario  de  Historia  ecle- 
siástica y  Patrología    12.000 

1  profesor  ad  tempus  de  Historia  de  los 

Dogmas  y  de  la  Teología    10.000 

1  profesor  ad  tempus  de  Instituciones 

canónicas   10.000 

1  profesor    ad    tempus    de  Teología 

moral   10.000 

FACULTAD  DE  FILOSOFIA 

1  profesor  ordinario  de  Ontología  y 

Cosmología    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Psicología  ra- 
cional y  experimental    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Etica  v  Teo- 
dicea  !    12.000 

1  profesor  ordinario  de  Introducción  a 

la  Filosofía  e  Historia  de  la  Filosofía.  12.000 

1  profesor  ordinario  de  Ciencias  físicas 
y  químicas  relacionadas  con  la  Filo- 
sofía   12.000 

1  profesor  ad  tempus  de  Textos  de  San- 
to Tomás  y  Aristóteles   10.000 

1  profesor  ad  tempus  de  Ciencias  natu- 
rales relacionadas  con  la  Filosofía  ...  10.000 
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FACULTAD  DE  DERECHO  CANONICO 
3  profesores  ordinarios  de  Codex  Iuris 


Canonici   36.000 

1  profesor  ordinario  de  Filosofía  del 
Derecho  y  Derecho  público  ecle- 
siástico   12.000 

1  profesor  ordinario  de  Historia  del  De- 
recho y  Derecho  concordatario   12.000 

1  profesor  ad  tempus  de  Instituciones 

de  Derecho  civil    10.000 

1  profesor  ad  tempus  de  Instituciones 

de  Derecho  romano   10.000 

COMUNES  A  TODAS  LAS 
FACULTADES 

1  rector   6.000 

3  decanos  a  2.500    7.500 

1  secretario  ecónomo    12.000 

1  bibliotecario    4.000 

Personal  auxiliar  y  subalterno   18.000 

b)  Para  biblioteca  y  laboratorio   50.000 

Para  publicaciones    20.000 

Para  material   17.000 


Total   384.500 


Motu  Proprio  Pontificio  sobre  restoblecimiento  del  Tribunal 
de  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica,  7  de  abril  de  1947 


ANEJO  VI,  EN  RELACION  CON  EL  ARTICULO 

XXV 

(A.  A.  S.  XXXIX  y  Boletín  Oficial  del  Estado  de  6  de  mayo  de  1947) 

Sabido  es  que  el  Nuncio  Apostólico  de  las  Españas 
gozaba  ya  desde  el  siglo  xvi,  por  concesión  de  los  Su- 
mos Pontífices,  del  privilegio  singular  de  conocer  y  de- 
cidir las  causas  eclesiásticas,  y  cómo  aquel  antiquísimo 
Tribunal  recibió  nueva  ordenación  y  el  nombre  de  Rota  * 
de  la  Nunciatura  por  la  Constitución  Apostólica  de  Cle- 
mente XIV  Administrandae  iustitiae  de  26  de  marzo 
de  1771. 

La  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  formada  por 
jueces  escogidos  indistintamente  de  las  diversas  pro- 
vincias de  la  católica  Nación  española  y  esclarecidos 
muchos  de  ellos  por  su  gran  fama,  estuvo  floreciente 
y  en  vigor  por  largo  tiempo  con  el  reconocimiento  y 
sostenimiento  plenos  por  parte  del  Estado.  Mas  la  la- 
mentable perturbación  de  la  vida  pública  que  tuvo  lu- 
gar pocos  años  ha,  y  que  rompió  el  solemne  Convenio 
con  la  Santa  Sede,  que  negó  el  carácter  sacramental 
del  matrimonio  y  que  perturbó  todo  lo  sagrado,  hizo 
también  que  desapareciese  la  misma  Rota.  Motivo  por 
el  cual  Nuestro  predecesor  Pío  XI  de  feliz  recordación 
suprimió  de  derecho,  el  día  21  de  junio  de  1932,  la  Rota 
de  la  Nunciatura  Apostólica. 
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Pero  ahora,  reparados  aquellos  agravios  y  recono- 
cido nuevamente  el  carácter  sacramental  del  matrimo- 
nio, deseando  secundar  los  deseos  de  la  mayor  parte 
de  los  Obispos  de  España,  así  como  de  su  Gobierno, 
decidimos  constituir  nuevamente  la  Rota  de  la  Nuncia- 
tura Apostólica,  Tribunal  meramente  eclesiástico  para 
tramitar  las  causas  eclesiásticas  según  el  derecho  canó- 
nico, como  lo  constituímos  por  las  presentes  letras  y  le 
damos  normas  oportunamente  acomodadas  a  las  con- 
diciones de  nuestros  tiempos,  las  cuales  tendrán  fuerza 
de  ley. 

NORMAS  QUE  HA  DE  OBSERVAR  LA  ROTA  DE  LA 
NUNCIATURA  APOSTOLICA  EN  ESPAÑA  * 

CAPITULO  PRIMERO 
De  la  constitución  del  Tribunal 

Artículo  l.9  La  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica, 
constituida  en  Madrid,  es  un  Tribunal  colegiado,  ordi- 
nario, principalmente  para  recibir  las  apelaciones  con- 
tra las  sentencias  eclesiásticas  pronunciadas  en  el  territo- 
rio de  España. 

Art.  2. 9    La  Rota  consta  de  siete  Auditores,  a  los  • 
que  preside  su  Decano,  que  es  el  primero  entre  iguales. 
Los  Auditores  quedan  jubilados  y  cesan  en  el  cargo  en 
el  momento  en  que  llegan  a  los  setenta  y  dos  años  de 
edad  incoados. 

Art.  3. 9  Los  Auditores  tienen  que  ser  sacerdotes,  es- 
pañoles, nacidos  de  legítimo  matrimonio,  de  edad  ma- 


*  Damos  la  traducción  del  Dr.  Miguélez,  decano  de  la  Rota,  pu*- 
blicada  en  la  edición  bilingüe  del  Código  canónico,  Madrid,  B.  A.  C-, 
6-a  edición,  1957. 
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dura,  doctores,  por  lo  menos,  en  Derecho  canónico  y 
muy  esclarecidos  por  su  honestidad  de  vida,  prudencia 
y  jurispericia. 

Art.  4.9  Los  Auditores  ocupan  su  puesto  después 
del  Decano  por  orden  de  antigüedad  de  su  nombramien- 
to; si  han  sido  nombrados  en  la  misma  fecha,  por  or- 
den de  antigüedad  de  su  ordenación  sacerdotal,  salvo 
•que  el  más  moderno  haya  sido  ordenado  por  el  Roma- 
no Pontífice,  y  por  razón  de  edad,  si  han  sido  nombra- 
dos y  ordenados  en  la  misma  fecha  (canon  106,  3.9). 

Art.  5. 9  Al  quedar  vacante  el  decanato,  automática- 
mente sucede  en  el  cargo  de  Decano  el  que  ocupa  el  pri- 
mer puesto  después  de  éste. 

Art.  6. 9  1)  Los  Auditores  son  elegidos  libremente 
por  el  Romano  Pontífice,  teniendo  presente  la  lista  de 
candidatos  que  juzgare  idóneos  la  Conferencia  de  Me- 
tropolitanos, previa  deliberación  de  éstos  con  sus  Su- 
fragáneos. 

2)  El  Presidente  de  la  Conferencia  de  Metropolita- 
nos enviará  la  lista  simultáneamente  al  Nuncio  Apostó- 
lico y  al  Jefe  del  Estado  para  que  éste  pueda  exponer 
las  dificultades  políticas  de  orden  general  contra  alguno 
de  los  candidatos,  si  las  tuviere.  Cuando  el  Nuncio  Apos- 
tólico haya  recibido  respuesta  del  Gobierno  o  cuando 
hayan  transcurrido,  sin  recibir  respuesta  alguna,  treinta 
días  después  de  remitida  la  lista,  aquél  la  transmitirá  a 
la  Sede  Apostólica. 

3)  Hecho  por  el  Sumo  Pontífice  el  nombramiento 
de  un  Auditor,  se  comunicará  al  Jefe  del  Estado  espa- 
ñol, quien  el  mismo  día  del  nombramiento  dará  un  de- 
creto reconociendo  al  nuevo  Auditor  como  magistrado 
del  Estado,  con  los  derechos  civiles  propios  del  cargo. 
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4)  El  nombramiento  se  hará  público  al  mismo  tiem- 
po por  la  Sede  Apostólica  y  por  el  Gobierno  español. 

Art.  7.9  Los  Auditores  son  prelados  domésticos  de 
Su  Santidad  y  gozan  de  todos  los  derechos  y  privile- 
gios propios  de  esta  dignidad. 

Art.  8.9  Hay  además,  para  auxiliar  al  Nuncio  Apos- 
tólico, un  Auditor  asesor  y  un  abreviador,  que  estarán 
a  la  disposición  de  aquél  según  le  fuera  necesario.  Estos 
dos  oficiales,  de  nacionalidad  española,  serán  elegidos 
libremente  por  la  Sede  Apostólica  y  tendrán  los  mismos 
derechos  y  deberes  que  tuvieron  hasta  el  presente. 

Art.  9*  Hay  también  en  la  Rota  un  Fiscal  para  de- 
fender el  bien  público  y  un  Defensor  del  vínculo  matri- 
monial y  del  de  la  sagrada  ordenación,  y  a  éstos  se  les 
puede  dar  sustitutos  que,  bajo  su  dirección,  defiendan 
el  bien  público  o  el  sagrado  vínculo. 

Art.  10.  El  Fiscal  y  el  Defensor  del  vínculo,  así 
como  sus  sustitutos,  tienen  que  ser  sacerdotes,  de  nacio- 
nalidad española,  doctores,  por  lo  menos  en  Derecho  ca- 
nónico, de  edad  madura  y  que  sobresalgan  por  su  mo- 
ralidad, prudencia  y  jurisprudencia. 

Art.  11.  El  Fiscal  y  el  Defensor  del  vínculo,  al  igual 
que  sus  sustitutos,  son  elegidos  por  el  Sumo  Pontífice 
teniendo  en  cuenta  la  lista  de  candidatos  que,  por  me- 
diación del  Nuncio  Apostólico,  presentare  la  Conferen- 
cia de  Metropolitanos,  previa  deliberación  de  éstos  con 
sus  Sufragáneos. 

Art.  12.  Para  redactar  y  custodiar  los  autos  judi- 
ciales hay  también  notarios  o  cancilleres,  así  como  escri- 
bientes para  transcribirlos ;  todos  éstos  han  de  ser  sacer- 
dotes, españoles  y  doctores  o,  por  lo  menos,  licenciados 
en  Derecho  canónico;  a  ellos,  además,  confía  el  Decano 
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la  custodia  del  archivo  y  de  la  biblioteca  y  los  cargo» 
de  cajero  y  contador. 

Art.  13.  Los  notarios  o  cancilleres  y  los  escribientes 
son  elegidos  por  el  Nuncio  Apostólico  teniendo  en  cuen- 
ta la  lista  de  candidatos  presentada  por  el  Colegio 
Rotal. 

Art.  14.  Conviene  que  todos  los  Auditores,  oficiales 
y  ministros  del  Tribunal  hayan  obtenido  el  título  de 
Abogado  rotal,  con  el  fin  de  que  conozcan  mejor  el  es- 
tilo de  la  Sagrada  Rota  Romana  y  traten  de  confor- 
marse a  él. 

Art.  15.  Dos  seglares,  españoles,  de  edad  madura  y 
de  probada  honradez,  desempeñan  los  cargos  de  curso- 
res y  alguaciles,  y  a  ellos  corresponde  el  cuidado  y  cus- 
todia de  las  salas  y  oficinas. 

CAPITULO  II 

Del  oficio  de  los  Auditores,  oficiales  y  ministros 
del  Tribunal 

Art.  16.  La  Rota  está  colocada  bajo  la  autoridad 
del  Nuncio  Apostólico,  por  lo  cual  a  éste  corresponde, 
salvo  que  se  disponga  lo  contrario,  ejercer  sobre  la  Rota 
aquella  potestad  que  los  Obispos  ejercen  sobre  sus  Tri- 
bunales. 

Art.  17.  Los  Auditores,  el  Fiscal  y  el  Defensor  del 
vínculo,  así  como  los  ministros  de  la  Rota,  tienen  los 
derechos  y  deberes  que  corresponden  a  los  jueces,  ofi- 
ciales y  ministros  de  los  Tribunales  eclesiásticos,  si  otra 
cosa  no  se  halla  dispuesta. 

Art.  18.  Cada  uno  de  los  Auditores,  después  de  su 
nombramiento  o  antes  de  tomar  posesión  del  cargo  de 
juez,  prestan  ante  el  Nuncio  Apostólico,  en  presencia 
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del  Colegio  Rotal  y  de  un  notario  que  levanta  acta,  ju- 
ramento de  cumplir  recta  y  fielmente  el  cargo  y  de  guar- 
dar secreto. 

El  Fiscal  y  el  Defensor  del  vínculo  y  los  sustitutos  de 
ambos,  los  notarios  y  los  escribientes  prestan  el  misma 
juramento  ante  el  Colegio  Rotal,  y  los  cursores  y  al- 
guaciles, ante  el  Decano,  levantando  igualmente  acta, 
por  escrito  un  notario. 

Art.  19.  El  Decano,  sin  perjuicio  de  la  autoridad 
del  Nuncio  Apostólico,  dirige  todo  lo  concerniente  at 
Tribunal ;  por  tanto,  él  cuida  de  que  todos  los  oficiales 
y  ministros  del  Tribunal  cumplan  sus  cargos  con  dili- 
gencia. 

Art.  20.  Estando  impedido  el  Decano,  hace  sus  ve- 
ces el  Auditor  más  antiguo  que  no  se  halle  impedido. 

Art.  21.  La  Rota  juzga  por  turnos  de  tres  Audito- 
res, cualquiera  que  haya  sido  el  número  de  los  que  cons- 
tituyeron el  Tribunal  que  juzgó  en  la  instancia  prece- 
dente. 

Art.  22.  Cuando  una  causa  llega  legítimamente  a  la 
Rota,  el  Decano  señala  el  turno,  siguiendo  el  orden  cro- 
nológico de  presentación  de  las  causas  ante  el  Tribunal ; 
designa  asimismo  ponente  a  aquel  que  ocupa  el  primer 
puesto  dentro  del  turno. 

Art.  23.  Para  la  primera  instancia  rotal  se  sigue  or- 
den en  los  turnos,  de  tal  forma  que  el  primero  conste 
del  Decano  y  de  los  Auditores  segundo  y  tercero;  el 
segundo,  de  los  Auditores  segundo,  tercero  y  cuarto  ; 
el  tercero,  del  tercero,  cuarto  y  quinto,  y  así  sucesiva- 
mente, de  tal  forma  que  el  turno  siguiente  esté  consti- 
tuido- por  el  segundo  de  los  Auditores  del  turno*  ante- 
rior y  por  los  dos  que  le  siguen,  incluyendo  de  nuevo  al 
Decano1  con  los  dos  últimos  Auditores,  o  con  el  último 
y  el  segundo  de  los  mismos. 
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Art.  24.  En  caso  de  apelación  de  una  sentencia  ro- 
tal,  el  turno  ad  quem  es  aquel  que  se  compone  de  los 
Auditores  inmediatamente  anteriores  a  aquellos  que 
componen  el  turno  a  quo. 

Art.  25.  Cuando  algún  Auditor,  por  enfermedad  o 
por  otra  causa  justa,  estuviere  impedido  para  formar 
parte  del  turno,  el  Decano  ruega  al  Nuncio1  Apostólico 
que  lo  sustituya  por  otro  Auditor  no  impedido. 

Art.  26.  Si  el  ponente  designado  por  el  Decano  tu- 
viere alguna  causa  justa  para  declinar  el  cargo,  puede 
el  Decano  conferir  el  mismo  cargo  a  otro  de  los  Audi- 
tores del  turno  dando'  un  decreto,  que  ha  de  ser  noti- 
ficado a  todos  los  que  tengan  interés  en  el  juicio. 

Art.  27.  Pertenece  al  Nuncio  Apostólico  determinar 
cuándo  debe  el  Fiscal  intervenir  en  las  causas  contencio- 
sas, para  defender  el  bien  público,  a  no  ser  que  hubiere 
intervenido  ya  en  la  instancia  precedente  o  que  su  inter- 
vención sea  necesaria  por  la  naturaleza  del  asunto,  como 
en  las  causas  de  impedimento  para  contraer  matrimo- 
nio, en  las  de  separación  entre  los  cónyuges,  en  las  de 
pías  fundaciones  acerca  de  su  existencia,  en  las  de  de- 
decho  de  patronato  para  defender  la  libertad  de  la  Igle- 
sia, o  cuando  se  trate  de  salvaguardar  la  ley  procesal. 

Art.  28.  Cúando  se  propone  excepción  de  sospecha 
contra  algún  que  otro  Auditor  o  contra  el  Fiscal  o  el 
Defensor  del  vínculo,  acerca  de  ella  juzga  la  misma 
Rota  por  medio  de  un  turno  designado1  por  el  Nuncio 
Apostólico.  Si  la  excepción  se  propone  contra  la  mayor 
parte  de  los  Auditores  o  contra  todo  el  Colegio,  acerca 
de  ella  juzga  la  Santa  Sede. 

Art.  29.  Cuando,  a  tenor  del  canon  1613,  §§  1-2, 
tengan  que  inhibirse,  o  cuando  hayan  sido  declarados 
sospechosos  algún  que  otro  Auditor  o  el  Fiscal  o  el  De- 


—  120  — 


fensor  del  vínculo,  el  Nuncio  Apostólico  los  sustituye 
por  otros  no  sospechosos.  Pero  si  tienen  que  inhibirse 
o  han  sido  declarados  sospechosos  la  mayor  parte  de 
los  Auditores  o  el  Colegio  en  pleno,  la  causa  se  devuel- 
ve a  la  Santa  Sede  para  que  ésta  conozca  en  ella. 

Art.  30.  Todos  los  oficiales  y  ministros  del  Tribu- 
nal deben  suplirse  mutuamente  en  sus  ausencias  y  ayu- 
darse unos  a  otros  en  la  forma  que  el  Decano  juzgare 
equitativa. 

Art.  31.  Mediante  decreto  del  Nuncio  Apostólico  se 
establece  el  calendario  judicial,  señalando  en  él  los  días 
y  horas  durante  los  cuales  el  Tribunal  se  ocupa  en  la 
tramitación  de  las  causas  y  conceden  audiencia  los  Au- 
ditores. 

Art.  32.  Todos  los  que  componen  el  Tribunal  de  la 
Rota,  así  como  los  oficiales  y  ministros  del  mismo,  per- 
ciben una  retribución  fija,  y,  dejando  a  salvo  lo  prescri- 
to en  el  artículo  2.9,  cesan  en  el  cargo  con  arreglo  a  las 
normas  legítimamente  establecidas  anteriormente  en  Es- 
paña ;  por  causa  grave  pueden  ser  removidos  por  la  Au- 
toridad eclesiástica  competente. 

Art.  33.  Los  Auditores,  el  Fiscal,  el  Defensor  del 
vínculo  y  los  sustitutos  de  ambos,  así  como  todos  los 
ministros  del  Tribunal  de  la  Rota,  tienen  prohibido  ejer- 
cer, por  sí  o  por  persona  interpuesta,  los  cargos  de  abo- 
gado o  procurador  en  cualquier  Tribunal ;  les  está,  asi- 
mismo, severamente  prohibido  que  se  inmiscuyan,  de 
cualquier  forma  que  sea,  en  las  causas  eclesiásticas  que 
no  pertenecen  a  su  cargo. 

Art.  34.  Los  Auditores  que  violaren  el  secreto  o  que 
con  dolo  o  por  negligencia  grave  irrogasen  algún  per- 
juicio a  los  litigantes,  están  obligados  a  resarcir  los  da- 
ños y  pueden  ser  castigados  por  el  Nuncio  Apostólico 
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o  ser  llevados  ante  la  Sede  Apostólica  para  que  sean 
juzgados  a  tenor  del  canon  1625,  §§  1-2. 

El  Fiscal,  el  Defensor  del  vínculo  y  sus  sustitutos, 
así  como  todos  los  ministros  del  Tribunal  que  faltaren 
al  cumplimiento  de  sus  deberes,  están  asimismo  obliga- 
dos al  resarcimiento  de  daños  y  pueden  ser  castigados 
por  el  Colegio  Rotal  conforme  al  canon  1625.  §  3. 

CAPITULO  III 
De  la  competencia 

Art.  35.  Por  razón  del  primado  del  Romano  Pontí- 
fice, cualquier  fiel  puede,  en  cualquier  grado  del  juicio 
o  estadio  del  pleito,  llevar  una  causa  cualquiera  a  la 
Santa  Sede  o  introducirla  ante  ella ;  pero  el  recurso  a  la 
Sede  Apostólica  no  suspende,  salvo  en  caso  de  apela- 
ción, la  jurisdicción  del  juez  que  empezó  ya  a  conocer 
en  la  causa  (canon  1569,  §§  1-2). 

Art.  36.  Las  causas  reservadas  al  Romano  Pontí- 
fice o  a  los  Tribunales  de  la  Sede  Apostólica  y  las  cau- 
sas mayores  serán  exculídas  de  la  compentecia  de  la 
Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  (canon  1557,  §§  1-3, 
y  1600). 

Art.  37.  Contra  los  decretos  de  los  Ordinarios  no 
cabe  apelación  a  la  Rota,  sino  que  en  los  recursos  co- 
nocen exclusivamente  las  Sagradas  Congregaciones  (ca- 
non 1601). 

Art.  38.  1)  La  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica 
juzga : 

a)  En  segunda  instancia,  las  causas  que  fueron  juz- 
gadas en  primera  instancia  por  cualesquiera  Tribunales 
de  España  metropolitanos,  o  inmediatamente  sometidos 
xl  la  Sede  Apostólica,  quedando  suprimidos  los  Tribuna- 
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les  que  de  una  vez  para  siempre  se  designaron  para  re* 
cibir  las  apelaciones  (canon  1594,  §  2). 

b)  En  tercera  instancia,  cuando  sea  necesario,  las 
causas  que  fueron  juzgadas  en  segunda  instancia  por 
los  Tribunales  metropolitanos  del  territorio  de  España 
o  por  la  misma  Rota. 

c)  En  una  instancia  ulterior,  las  causas  que  fueron 
juzgadas  por  la  misma  Rota,  en  cuanto  se  requiera  una 
nueva  proposición  de  ellas. 

2)  Este  tribunal  juzga  además  en  primera  instancia 
las  causas  que  el  Nuncio  Apostólico,  a  petición  de  algún 
Obispo  que  sea  competente  en  España,  confiare  al  mis~. 
mo  Tribunal  por  graves  razones. 

3)  Por  razones  asimismo  graves  y  convincentes,  po*. 
drá  el  Nuncio  Apostólico,  según  su  prudente  juicio  y 
conciencia,  a  petición  de  ambas  partes,  y  con  el  consen-. 
timiento  del  Metropolitano,  enviar  a  la  Rota  de  la  Nunr 
ciatura  Apostólica,  para  que  sean  juzgadas  en  segunda 
instancia,  las  causas  de  nulidad  de  matrimonio  que  en 
primera  instancia  hayan  sido  juzgadas  por  cualquier 
Tribunal  sufragáneo  de  España. 

Art.  39.  Podrán  siempre  las  partes,  cuando  media*, 
re  acuerdo1  mutuo  para  ello,  llevar  directamente  a  la  Sa*. 
grada  Rota  Romana,  mediante  legítima  apelación,  las 
causas  que  hayan  sido  juzgadas  en  primera  instancia 
por  los  Tribunales  de  cualesquiera  Ordinarios  (canon 
1559,  §  1,  1.'). 

Art.  40.  La  querella  de  nulidad  se  propone  a  tenor 
de  los  cánones  1893  y  1895,  y  la  restitución  in  inte-, 
grum,  según  la  norma  del  canon  1906. 

Art.  41.  Cuando,  bien  por  nueva  proposición  de  la 
causa,  bien  por  querella  de  nulidad  o  por  restitución  in 
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integrum,  haya  lugar  a  una  nueva  instancia  y  en  la 
Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  no  hubiere,  por  cual- 
quier causa,  los  jueces  necesarios  para  constituir  el  tur- 
no, la  causa  se  devuelve  a  la  Santa  Sede  (1). 

CAPITUO  IV 

De  los  abogados  y  procuradores 

Art.  42.    Pueden  ejercer  los  cargos  de  procurador 
y  abogado  ante  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  : 

1)  Los  abogados  consistoriales,  los  procuradores  de 
los  Sagrados  Palacios  Apostólicos  y  los  abogados  de  la 
Sagrada  Rota  Romana,  siempre  que  sean  españoles. 

2)  Todos  aquellos  que  por  el  Nuncio  Apostólico  ha- 
yan sido  admitidos  a  ejercer  estos  cargos. 

Art.  43.  1)    Los  abogados  y  procuradores  de  la  Rota  . 
han  de  ser  católicos,  de  excelente  conducta  moral  y  pres- 
tigio religioso.  Los  acatólicos  no  se  admiten  sino  excep- 
cionalmente  v  por  necesidad,  a  tenor  del  canon  1657, 

§  i. 

2)  Se  requiere  la  nacionalidad  española  para  que 
alguien  pueda  ejerecer  habitualmente  el  cargo  de  abo-- 

(1)  Las  sentencias  de  la  Rota  de  la  Nunciatura  no  son  apelables 
para  ante  la  Sagrada  Rota  Romana  ni  aun  en  el  caso  de  que  no 
haya  suficiente  número  de  jueces  para  constituir  un  nuevo  turno. 
He  aquí  el  texto  de  la  decisión  del  Santo  Padre,  comunicada  por  la 
Secretaría  de  Estado  con  fecha  22  de  enero  de  1954:  «Verificandcsi 
il  caso  previsto  dall'art.  41  delle  Norme,  che  ha  dato  motivo  alia 
presente  pratica,  si  dovrá,  per  il  tramite  della  Sacra  Congregazione 
degli  Affari  Ecclesiastici  Straordinari,  indirizzare  un'instanza  al 
Santo  Padre,  il  Quale  prenderá  poi  decisioni  che  Gil  sembreranna 
opportune.  Uguale  prassi  dovrá  seguirsi  nei  casi  cui  agli  art.  23, 
29  e  34  delle  Norme  che  contemplan  no  parimenti  la  devoluzione  del 
procedimento  alia  Santa  Sede».  Véanse  los  artículos  citados  y  se 
comprenderá  que  cuando  las  Normas  emplean  las  palabras  «Santa 
Sede»  se  designa  la  persona  del  Papa.  (V.  del  I ) 
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gado  o  procurador  y  ser  inscrito  en  el  catálogo  de  abo- 
gados y  procuradores.  Por  el  Nuncio  Apostólico,  según 
su  prudente  arbitrio  y  prudencia,  podrán  concederse  ex- 
cepciones de  esta  norma,  pero  solamente  para  alguna 
causa  determinada. 

3)  Todos  los  abogados  y  procuradores  han  de  ser 
doctores,  al  menos  en  Derecho  canónico,  y,  después  de 
prácticas  meritoriamente  realizadas  en  la  Sagrada  Rota 
de  la  Nunciatura  Apostólica,  haber  sufrido  un  examen 
especial. 

Tienen  además  obligación  de  prestar  juramento  de 
desempeñar  bien  y  fielmente  su  cargo. 

Art.  44.  El  Nuncio  Apostólico  publica  el  catálogo 
de  procuradores  y  abogados  de  la  Rota. 

Art.  45.  El  procurador  tienen  que  residir  en  Ma- 
drid, salvo  que  por  circunstancias  especiales  el  Nuncio 
Apostólico  permita  lo  contrario. 

Art.  46.  Los  procuradores  y  abogados  de  la  Rota 
de  la  Nunciatura  Apostólica  están  obligados  a  defender 
gratuitamente  a  los  pobres  y  a  observar  las  leyes  canó- 
nicas, tanto  las  comunes  como  la  ley  propia  del  mismo 
sagrado  Tribunal. 

Art.  47.  El  Colegio  Rotal  puede  castigar  con  re- 
prensión o  con  multa  pecuniaria  a  los  procuradores  o 
abogados  que  faltaren  a  su  deber,  y,  con  la  aprobación 
del  Nuncio  Apostólico,  puede  suspenderlos  del  cargo  y 
eliminarlos  del  catálogo. 

Art.  48.  No  se  consiente  a  los  procuradores  y  abo- 
gados percibir  otros  honorarios  que  los  que  hubieren  si- 
do aprobados  por  el  Nuncio  Apostólico. 
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CAPITULO  V 
Del  procedimiento  judicial 

Art.  49.  En  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  no 
se  admite  ningún  otro  procedimiento  judicial  fuera  del 
establecido  en  el  Derecho  canónico,  ya  sea  en  el  Código, 
ya  en  otras  normas  dictadas  o  que  se  dicten,  y,  sobre 
todo,  por  lo  que  atañe  a  las  causas  matrimoniales,  en 
la  Instrucción  de  la  Sagrada  Congregación  para  la  dis- 
ciplina de  los  Sacramentos  del  16  de  agosto  de  1936, 
confirmada  por  el  motu  proprio  de  Pío  XI  Qua  curay 
del  8  de  diciembre  de  1938. 

Art.  50.  Para  introducir  una  causa  ante  la  Rota,  la 
petición  o  apelación  se  dirige  al  Nuncio  Apostólico, 
quien  somete  la  causa  a  la  Rota. 

Art.  51.    Cuando  ha  de  hacerse  una  citación  por  ( 
edicto,  el  Nuncio  Apostólico  determina  los  diarios  o  pe- 
riódicos en  los  cuales  habrá  de  publicarse  el  decreto  de 
citación,  además  de  fijarlo  en  el  tablón  de  anuncios  de 
la  Curia. 

Art.  52.  Cuando  una  causa  llevada  a  la  Rota  re- 
quiera instrucción,  practica  ésta  el  ponente;  pero  puede 
también  encomendarla  a  otro  Auditor  del  turno,  a  no 
ser  que  se  trate  de  una  causa  criminal,  en  cuyo  caso 
el  oficio  de  instructor  lo  confía  el  Decano  a  otro  Audi- 
tor extraño  al  turno. 

Art.  53.  Contra  los  decretos  del  ponente  o  del  juez 
instructor  cabe  recurso  al  turno  por  el  cual  ha  de  ser 
juzgada  la  causa. 

Art.  54.  Pertenece  al  Obispo  del  domicilio  de  los 
cónyuges  juzgar  acerca  de  si  se  verifican  las  condiciones 
de  que  se  trata  en  los  artículos  38,  §  2,  y  39  b)  de  la 
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Instrucción  de  la  Sagrada  Congregación  para  la  disci- 
plina de  los  Sacramentos  del  15  de  agosto  de  1936. 

Art.  55.  Pertenece  al  Ordinario  del  cónyuge  admi- 
tir o  designar  el  tutor  o  curador,  conforme  al  artículo 
78  de  la  Instrucción  de  la  Sagrada  Congregación  para 
la  disciplina  de  los  Sacramentos  de  15  de  agosto  de 
1936. 

Art.  56.  Las  conclusiones  escritas  de  los  jueces,  de 
las  que  trata  el  canon  1871,  §  2,  así  como  las  sentencias, 
han  de  redactarse  en  lengua  latina,  a  no  ser  que  una 
causa  justa  lo  disuada. 

Art.  57.  Se  produce  la  cosa  juzgada  a  tenor  del  ca- 
non 1902,  l.9-3.9,  y  en  las  causas  que  no  pasan  nunca  a 
cosa  juzgada  no  se  admite  nueva  proposición  de  la  cau- 
sa, sino  a  tenor  de  los  cánones  1903,  1987  y  1989. 

Art.  58.  El  Nuncio  Apostólico  aprueba  por  decreto 
el  arancel  de  tasas  y  expensas  judiciales,  así  como*  el  de 
honorarios  de  los  abogados  y  procuradores. 

Art.  59.  La  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  tiene 
todos  los  años  que  dar  cuenta  de  su  actividad  a  la  Sa- 
grada Congregación  para  la  disciplina  de  los  Sacramen- 
tos, conforme  a  la  Circular  de  la  misma  Sagrada  Con- 
gregación de  1  de  julio  de  1932  y  al  motu  proprio  Qua 
cura,  de  Pío  XI,  del  8  de  diciembre  de  1938,  número  V. 
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Artículo  VI  del  Fuero  de  los  Españoles 

anejo  vii,  referente  al  protocolo 
Piñal  en  relación  con  el  articulo  i 

La  profesión  y  práctica  de  la  Religión  Católica,  que 
es  la  del  Estado  español,  gozará  de  la  protección  oñcial. 

Nadie  será  molestado  por  sus  creencias  religiosas, 
ni  el  ejercicio  privado  de  su  culto.  No  se  permitirán 
otras  ceremonias  ni  manifestaciones  externas  que  las 
de  la  Religión  Católica. 

Artículo  III  del  Concordato  de  1851 

anejo  viii,  referente  al  protocolo 
Piñal  en  relación  con  el  articulo  ii 

Artículo  3. 

Tampoco  se  impondrá  impedimento  alguno  a  dichos 
Arelados  ni  a  los  demás  sagrados  ministros  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  ni  los  molestará  nadie  bajo  nin- 
gún pretexto  en  cuanto  se  refiera  al  cumplimiento  de 
los  deberes  de  su  cargo;  antes  bien,  cuidarán  todas  las 
autoridades  del  reino  de  guardarles  y  de  que  se  les 
guarde  el  respeto  y  consideración  debidos,  según  los 
divinos  preceptos,  y  de  que  no  se  haga  cosa  alguna  que 
pueda  causarles  desdoro  o  menosprecio.  Su  Majestad 
y  su  real  Gobierno  dispensarán,  asimismo,  su  podero- 
so patrocinio  y  apoyo  a  los  Obispos  en  los  casos  que 
le  pidan,  principalmente  cuando  hayan  de  oponerse  a 
la  malignidad  de  los  hombres  que  intenten  pervertir  los 
ánimos  de  los  fieles  y  corromper  sus  costumbres,  o  cuan- 
do hubiere  de  impedirse  la  publicación,  introducción 
•o  circulación  de  libros  malos  y  nocivos. 


Mensaje  del  Jefe  del  Estado  a  las  Cortes 
Españolas,  pidiendo  la  ratificación  del  con- 
cordato entre  España  y  la  Santa  Sede* 

26  de  octubre  de  ¡953 

«Al  enviar  a  las  Cortes  del  Reino,  que  deben  ser 
oídas  respecto  a  su  ratificación,  el  texto  del  Concordato 
concertado  entre  nuestra  nación  y  la  Santa  Sede,  se 
adueña  de  mi  espíritu  la  íntima  satisfacción,  que  espero 
compartáis,  de  haber  podido  prestar  a  la  nación  v  a 
nuestra  Santa  Madre  la  Iglesia  el  servicio  más  impor-  • 
tante  de  nuestros  tiempos,  que  por  la  trascendencia  que 
tiene  para  la  vida  nacional,  el  amor  que  profesamos  a 
la  Sede  Apostólica  y  a  la  persona  del  Vicario  de  Cristo, 
Su  Santidad  el  Papa  Pío  XII,  felizmente  remante,  a 
cuyo  nombre  y  por  su  plenipotenciario  ha  sido  suscri- 
to este  convenio,  he  considerado  conveniente  acompa- 
ñar su  texto  de  un  mensaje  personal  que  refleje  el  es- 
píritu, principios  e  incluso  pormenores  que  presidieron 
su  concierto. 

Resonancia  del  Concordato 

Lo  justifica  también  la  vista  y  profunda  resonancia 
que  el  Concordato  ha  tenido  en  todo  el  mundo  católico, 
tanto  por  ser  el  primero  de  la  nueva  etapa  que  la  segun- 


*  Para  facilitar  el  conocimiento  de  las  materias  expuestas  hemoa 
añadido  al  texto  del  mensaje  algunos  títulos  orientadores. 


da  guerra  mundial  abre  en  la  Historia  como  por  ser  la 
obra  de  una  nación  que  en  toda  la  cristiandad  es  tenida 
con  justicia  como  nación  católica  por  excelencia.  No 
en  vano  es  la  religión  católica  la  gran  fuerza  moral  que 
ha  formado  el  alma  colectiva  de  nuestra  nación,  la  que 
ha  modelado  nuestro  modo  de  ser  como  pueblo  y  ha 
formado  nuestra  peculiar  fisonomía  espiritual. 


La  fe  católica ,  base  de  la 
nacionalidad  española 

Nuestra  fe  católica  ha  venido  siendo  a  través  de  los 
siglos  la  piedra  básica  de  nuestra  nacionalidad.  Identi- 
ficada la  fe  cristiana  con  el  fin  supremo  del  hombre  ele- 
vado al  orden  sobrenatural,  penetra  en  nuestro  suelo  ya 
desde  los  albores  del  cristianismo,  y  el  sentir  profun- 
damente religioso  de  nuestro  pueblo  promulga  su  solem- 
ne reconocimiento  en  el  III  Concilio  de  Toledo,  decisi- 
vo en  la  formación  de  la  nacionalidad  española,  siendo 
profesado  desde  entonces,  ininterrumpidamente,  por  las 
sucesivas  generaciones  que  nos  antecedieron,  sin  que 
jamás  se  haya  escindido  nuestra  unidad  de  conciencia 
religiosa  con  divisiones,  que  tantos  conflictos  y  tantas 
luchas  han  ocasionado  en  otras  naciones  de  Europa.  Y 
si  en  etapas  infelices  de  nuestra  historia  se  registraron 
persecuciones  y  rozamientos  entre  los  poderes  públicos 
y  la  Iglesia,  como  aconteció  en  los  siglos  xviii  y  xix 
y  aun  en  el  xx,  bajo  el  signo  republicano,  no  fué  el 
pueblo  español  el  que  las  inspira  o  provoca,  sino  pre- 
cisamente el  sectarismo  personal  de  sus  gobernantes, 
que,  obedeciendo  a  doctrinas  extrañas,  abusan  de  su 
poder  traicionando'  la  conciencia  religiosa  de  la  inmen- 
sa mayoría  de  su  pueblo,  sacrificado  de  este  modo  a  sus 
sectarismos  personales. 


Restauración  religiosa  del 
Movimiento  Nacional 


Esta  persecución  de  nuestra  conciencia  en  lo  religio- 
so fué  la  que,  impregnando  de  espiritualidad  nuestra 
Cruzada,  dio  al  Alzamiento  nacional  su  sello  restaura- 
dor en  lo  religioso,  que  acompañó  a  nuestro  Movimien- 
to desde  su  iniciación  y  que,  sin  duda,  atrajo  hacia 
nuestro  bando  la  protección  y  benevolencia  divinas,  tan 
trascendentes  para  la  victoria. 

Así  lo  interpretó  la  Jerarquía  eclesiástica,  que  pro- 
fundamente convencida,  desde  los  primeros  momentos, 
de  la  autenticidad  católica  de  nuestro  Alzamiento  Na- 
cional, publicó  aquella  memorable  pastoral  colectiva, 
que,  si  bien  no  consiguió  modificar  en  el  exterior  cier- 
tas actitudes  hostiles  adoptadas  de  mala  fe,  sí  logró  es- 
clarecer los  hechos  y  mostrar  los  fundamentos,  las  ra-  * 
zones  y  la  finalidad  verdadera  de  la  Cruzada,  aclaran- 
do dudas  y  sosegando  conciencias  que,  por  falta  de  la 
debida  información,  creían  de  buena  fe  se  trataba  de 
un  nuevo  y  discutible  pronunciamiento  militar  al  estilo 
de  los  del  pasado  siglo. 

Aquella  Carta  pastoral,  obra  del  insigne  cardenal  Go- 
ma, fué  espontáneamente  firmada  por  todos  los  obispos 
a  la  sazón  en  España,  entre  ellos  el  de  Teruel,  aquel 
insigne  padre  Polanco  que,  hecho  después  prisionero 
por  los  rojos,  había  de  pagar  con  su  preciosa  vida  la  en- 
tereza en  negarse  a  declarar,  como  se  le  proponía,  que 
la  había  suscrito  por  coacción,  y  que  con  su  martirio 
hizo  el  número  doce  de  los  obispos  españoles  asesinados 
por  confesar  su  fe. 

Campearon  desde  los  primeros  momentos  en  nuestro 
ideario  como  objetivos  esenciales  de  la  nueva  política 
española  la  derogación  de  la  legislación  sectaria  de  la 
República  y  la  restauración  en  nuestras  leyes  del  senti- 
miento católico  tradicional  español.  Jalones  de  esta  le- 


gislación  fueron  la  derogación  de  las  leyes  del  divorcio 
y  del  matrimonio  civil;  la  anulación  de  la  llamada  ley 
de  Confesiones  y  Congregaciones  Religiosas,  máximo 
atentado  perpetrado  contra  la  Iglesia  y,  a  la  vez,  contra 
los  derechos  de  la  persona;  la  restauración  de  la  Com- 
pañía  de  Jesús,  primera  y  escogida  víctima  del  sectaris^ 
mo  republicano,  y  el  restablecimiento  de  la  doctrina  y 
de  la  moral  cristianas  en  . todo  el  campo  de  la  cultura, 
reintegrando  la  enseñanza  de  la  religión  a  las  escuelas 
primarias,  colegios  e  institutos  de  segunda  enseñanza  y 
estableciéndola  en  las  universidades,  al  tiempo  que  se 
devolvía  a  las  órdenes  y  congregaciones  religiosas  el 
legítimo  margen  de  personalidad  y  de  autonomía  peda- 
gógica. 

Los  gobiernos  nacidos  de  la  Cruzada  no  podían  frus- 
trar ese  anhelo  clamoroso  del  pueblo  español ;  por  esto 
dedicaron  sus  afanes,  al  par  de  la  reconstrucción  ma- 
terial de  nuestro  maltrecho  solar,  a  la  restauración  de 
la  unidad  religiosa  de  la  nación,  base  secular  firme  e 
insustituible  de  la  unidad  política  de  las  tierras  y  de  los 
hombres  de  España. 

Terminada  la  Cruzada,  se  restablece  en  su  totalidad, 
y  aun  mejorando  en  lo  posible,  el  presupuesto  de  obli- 
gaciones eclesiásticas  para  dotaciones  del  clero  y  soste- 
nimiento del  culto,  y  se  destinan,  además,  importantes 
cantidades  para  la  reconstrucción  de  iglesias,  monaste- 
rios, seminarios,  catedrales,  etc.,  atendiendo,  con  la  ma^ 
yor  solicitud  y  con  la  generosidad  posible,  las  llamadas 
angustiosas  de  los  prelados,  especialmente  en  las  dióce^ 
sis  más  pobres  y  más  dañadas  por  la  guerra. 

Concordato  de  un  Estado  católico 

En  esta  materia  no  caben  reservas,  mixtificaciones  ni 
engaños.  Si  somos  católicos,  lo  somos  con  todas  sus 
obligaciones.  Para  las  naciones  católicas^  las  cuestiones 


de  la  fe  pasan  al  primer  plano  de  las  obligaciones  del 
Estado.  La  salvación  o  la  perdición  de  las  almas,  el  re- 
nacimiento o  la  decadencia  de  la  fe,  la  expansión  o  re- 
ducción de  la  fe  verdadera,  son  problemas  capitales 
ante  los  que  no  puede  ser  indiferente.  Por  eso  el  Con- 
cordato no  podemos  juzgarlo  haciendo'  abstracción  de 
nuestra  fe  católica  con  la  mentalidad  errónea  de  los  Es- 
tados laicos,  o  aquellos  viejos  conceptos  liberales  de  re- 
gateo entre  potestades  extrañas  con  aspectos  de  tregua 
o  transacción  entre  enemigos.  Si  en  el  Concordato  que 
hemos  concertado  servimos  a  los  fines  trascendentales 
de  la  Iglesia  de  Cristo,  con  él  nos  servimos  a  nosotros 
mismos  y  al  bien  espiritual  de  nuestras  almas. 

Posibilidad  de  perfectas  relaciones 
sin  Concordato 

Cuando  de  verdad  existe  un  Estado  católico,  se  com- 
prende, señores  procuradores,  que  pueda  existir  un  ré- 
gimen de  perfectas  relaciones  de  armonía  entre  Iglesia 
y  Estado  sin  pactos  escritos  que  lo  salvaguarden.  Ese 
ha  sido  y  no  otro  el  régimen  de  colaboración  casi  ideal 
durante  largos  siglos  de  nuestra  historia  más  gloriosa. 
-Los  concordatos  en  España  no  fueron  necesarios  hasta 
llegado  el  nefasto  siglo  xytii,  cuando  la  invasión  enci- 
clopédica trató  de  socavar  los  cimientos  católicos  en  que 
el  Estado  español  se  asentaba  y  con  sus  sectarismos 
e  influencias  extrañas  rompió  la  tradicional  armonía 
de  la  Iglesia  con  el  Estado.  El  Concordato  de  1851  vino 
á  establecer  una  tregua  entre  la  Monarquía  liberal  y  la 
Sede  Apostólica,  pero  que,  tras  distintas  violaciones,  su- 
cumbió bajo  el  imperio  de  los  sectarismos  que  caracte- 
rizan desde  su  cuna  a  la  nefasta  República  que  padeci- 
mos. No  necesitábamos  tampoco  nosotros  de  acuerdos 
escritos  para  ser  fieles  a  la  Iglesia,  una  vez  restablecida, 
como  queda  dicho,  por  nuestro  Movimiento  la  normali- 
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dad  religiosa  del  país.  Como  tampoco,  para  llevar  a  cabo 
esta  labor  restauradora,  necesitamos  de  acuciamientos 
exteriores  ni  tampoco  del  estímulo  de  ulteriores  nego^ 
daciones;  nos  basta  seguir  los  impulsos  de  nuestra  con- 
ciencia de  hijos  fieles  de  la  Iglesia  de  Cristo  y  respon- 
der a  nuestra  auténtica  condición  de  españoles. 

Al  legislar  nuestro  Estado  acerca  de  materias  que 
pudieran  ser  estimadas  «mixtas»,  v  singularmente  so- 
bre educación  y  matrimonio,  se  consultó,  a  su  tiempo, 
a  la  Santa  Sede  sobre  tales  disposiciones,  y  se  fueron 
concertando  con  ella  diversos  convenios  parciales  rela- 
tivos a  la  provisión  de  sedes  episcopales  y  beneficios 
eclesiásticos,  ayuda  económica  a  los  seminarios  y  uni- 
versidades eclesiásticas,  jurisdicción  castrense  y  asisten- 
cia religiosa  a  las  fuerzas  armadas.  La  Santa  Sede, 
además,  accedió  al  restablecimiento  del  tribunal  de  La 
Rota  Española,  mediante  un  «motu  proprio»  pontificio, 

Génesis  del  Concordato 
y  carácter  del  mismo 

Justo  es  que  sepa  el  país  que,  durante  el  quinquenio 
de  la  torpe  conjura  internacional  contra  nuestra  Patria, 
la  demora  en  comenzar  la  negociación  de  un  Concor- 
dato, lejos  de  deberse  a  ningún  género  de  supuestas  re- 
sistencias por  parte  de  la  Santa  Sede,  debióse  a  nuestra 
propia  decisión  de  no  envolver  a  la  Iglesia,  a  ningún 
precio,  en  nuestras  propias  dificultades  exteriores.  Por 
eso,  sólo  cuando  a  fines  del  año  50  terminó  en  la  Asam- 
blea de  las  Naciones  Unidas  la  farsa  montada  contra 
España,  sólo  entonces  propusimos  formalmente  a  la 
Santa  Sede  la  elaboración  de  un  acuerdo  general  que, 
coronando  y  afirmando  la  obra  realizada,  diera  sistema 
y  complemento  a  la  legislación  ya  concordada,  abrién- 
dose seguidamente  las  negociaciones  ahora  tan  feliz- 
mente rematadas. 


En  la  forma  como  se  ha  desarrollado  la  génesis  de 
este  Concordato  veo  la  garantía  de  su  larga  y  venturo- 
sa vida.  Porque  en  él  no  se  legisla  abstractamente,  ni 
tampoco  según  éste  o  el  otro  modelo  de  problemática 
adaptación  a  nuestro  caso ;  se  emplean,  en  concreto, 
fórmulas  españolas  y  actuales.  No  se  aventura  ni  ensa- 
ya nada  del  todo  nuevo;  se  recoge  y  se  da  forma  y  sis- 
tema a  lo  que  se  está  viviendo  y  cuyos  buenos  resulta- 
dos ya  se  conocen.  De  tal  manera  los  principios  del 
Derecho  público  cristiano  están  recogidos  en  los  pos- 
tulados del  Movimiento  Nacional  y  están  encarnados 
en  el  pueblo  español,  que,  como  tuve  ocasión  de  decir 
hace  pocas  semanas  a  los  seminaristas  de  Orense,  antes 
de  que  nosotros  firmáramos  este  Concordato,  ya  tenía 
vida  en  el  deseo  y  en  la  voluntad  de  los  españoles.  Por 
eso  me  atrevo  a  decir  que  su  ratificación  no  es  sino  la 
promulgación  solemne  de  lo  que  la  voluntad  popular 
ha  refrendado.  Porque  mi  Gobierno  no  ha  hecho  sino 
recoger  y  compendiar  en  un  texto  escrito  la  voluntad 
explícita  del  pueblo  español. 

Preparado,  en  ambiente  de  sosiego,  durante  un  largo 
período  de  armonía,  y  con  espíritu  de  plena  sinceridad, 
estamos  ante  uno  de  los  singulares  casos  de  la  Historia 
en  que  un  Concordato  no  presenta  el  carácter  de  un 
armisticio,  ni  una  componenda  trasaccional,  ni  de  un 
estatuto  de  garantías  mínimas.  Nos  hallamos  ante  un 
pacto  que  consagra  una  amistad  firme  y  probada  y  que 
asegura  una  colaboración  cordial  en  marcha.  En  esto 
radica  la  confianza  que  ponemos  en  su  duración  y  en  su 
eficacia. 


Régimen  de  unión  sin  confusión 

El  español  no  concibe  una  situación  nacional  estable, 
ni  mucho  menos  próspera,  si  no  se  basa  en  una  perfecta 


—  136  — 


coordinación  de  la  misión  y  fines  respectivos  de  la  Igle- 
sia y  el  Estado.  La  Iglesia  y  el  Estado  son  dos  socie- 
dades completas  y  perfectas,  cuyo  elemento  material, 
población  y  territorio  es  el  mismo,  si  bien  difieren  en 
razón  del  fin  y  de  la  autoridad;  son  como  dos  pirámi- 
des de  idéntica  base,  de  vértice  y  aristas  distintos.  No 
cabe,  pues,  en  buena  lógica,  en  una  nación  eminente- 
mente católica  como  la  nuestra,  un  régimen  de  separa- 
ción entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  como  propugnaban  los 
sistemas  liberales.  El  que  conviene  a  España  es  justa- 
mente aquella  «unión  sin  confusión»  que  proclama  la 
auténtica  tesis  católica. 

En  la  historia  de  España  es  imposible  dividir  a  los 
dos  poderes,  eclesiástico  y  civil,  porque  ambos  concu- 
rren siempre  a  cumplir  el  destino  asignado  por  la  Pro- 
videncia a  nuestro  pueblo.  He  aquí  una  afirmación  que 
se  encuentra  en  todos  los  grandes  pensadores  españoles. 
Aunque  no  sea  del  caso  citar  sus  textos,  está  en  Noce- 
dal, en  Aparisi  Guijarro  y  en  Donoso  Cortés;  está  en 
Balmes  y  en  Menéndez  Pelayo ;  en  Vázquez  de  Mella  y 
en  Pradera;  en  Minguijón  y  en  Maeztu.  Está,  en  fin, 
en  Onésimo  Redondo  y  en  José  Antonio,  quien  consi- 
dera — bien  lo  recordáis —  el  espíritu  religioso,  así  en- 
tendido, «clave  de  los  mejores  arcos  de  nuestra  histo- 
ria». 

Nuestro  Concordato  responde,  pues,  a  convicciones 
profundas  y  tradicionales,  como  responde  a  realidades 
históricas. 

Por  otra  parte,  no  hemos  firmado  para  obtener  nada 
distinto  al  bien  espiritual  de  la  nación;  los  honores  y 
prerrogativas  que  la  Santa  Sede  nos  dispensa  son  como 
un  premio  que  proclama  los  singulares  servicios  reali- 
zados por  el  pueblo  español  en  defensa  de  la  Iglesia; 
son  una  ratificación  expresa  y  solemne  a  la  constante 
fidelidad  y  seculares  esfuerzos  llevados  a  cabo  por  los 
españoles,  egregiamente  superados  con  ocasión  de  nues- 
tra Cruzada  de  Liberación.  Favores  y  privilegios  tan 
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deferentes  que  hacen  de  España  una  de  las  naciones 
predilectas  de  la  Iglesia,  los  agradecemos  en  cuanto  va- 
len como  muestra  de  cariño  y  reconocimiento  de  buen 
servicio ;  pero  huelga  decir  que,  aun  sin  ellos,  lo  mismo 
seguiríamos  sirviendo  a  la  causa  de  la  religión,  porque 
los  españoles  de  hoy,  libres,  por  fortuna,  de  cualesquie- 
ra concupiscencias  regalistas,  nos  movemos  por  estímu- 
los más  levantados. 

Concordato  íntegro  y  completo 

Si  el  Concordato  puede  ser  calificado  de  «íntegro» 
por  su  fidelidad  a  los  principios  del  Derecho  público 
cristiano  y  a  la  tradición  nacional,  como  corresponde  al 
modo  de  ser  del  católico  español,  calificado  por  el  pro- 
pio Padre  Santo  Pío  XII,  en  la  memorable  ocasión  del 
Congreso  Eucarístico  de  Barcelona,  de  «intenso,  recio, 
profundo  y  apostólico»,  se  le  debe  tener  también  como  ( 
«completo»,  puesto  que  abarca  todas  las  materias  en 
que  pudiera  haber  interferencias  entre  las  potestades 
civil  y  eclesiástica  y  las  aborda  y  resuelve  con  preci- 
sión y  claridad. 

Confesionalidad  católica  del  Estado 

Presidiendo- su  articulado,  se  afirma,  una  vez  más,  la 
Religión  Católica,  Apostólica,  Romana  como  la  única 
de  la  nación  española,  y  se  la  reconocen  los  derechos 
y  prerrogativas  que  le  corresponden,  de  conformidad 
con  la  Ley  Divina  y  el  Derecho  Canónico. 

Sabéis  muy  bien,  señores  procuradores,  que  en  Es- 
paña los  pocos  que  no  profesan  la  religión  católica  ra- 
ramente practican  otra  religión  positiva.  La  heterodo- 
xia, entre  nosotros,  ha  sido  siempre  planta  exótica  de 
cultivo  forzado,  que  no  logró  arraigar  en  los  españoles, 
ni  aun  en  los  días  tan  propicios  de  la  pasada  República. 
De  ahí  que  hagamos  profesión  pública  de  los  principios 


dogmáticos  en  que  se  apoya  la  Iglesia  y  defendamos  la 
unidad  católica  de  nuestro  pueblo.  Estábamos  obligados 
a  ello  por  nuestra  condición  de  católicos,  ya  que  es  deber 
de  los  gobernantes  de  un  Estado  compuesto  por  católicos 
mantener  la  religión  de  su  pueblo  y  defenderla  y  profe- 
sarla públicamente;  pero  también  nos  llevaban  a  lo  mis- 
mo los  postulados  de  nuestro  Movimiento,  formulados 
en  el  artículo  sexto  del  Fuero  de  los  Españoles,  texto 
legal  que  ha  recibido  el  alto  honor  de  ser  incorporado 
al  protocolo  final  del  Concordato. 

Este  principio  de  la  unidad  religiosa  se  conjuga  de- 
bidamente con  la  práctica  privada  del  culto  para  los 
contados  españoles  o  extranjeros  residentes  en  España 
que  pertenecen  a  iglesias  disidentes  y  con  el  manteni- 
miento del  statu  quo  en  los  territorios  africanos.  En 
todo  caso,  la  tolerancia  para  creencias  y  cultos  diversos 
no  quiere  decir  libertad  de  propaganda  que  fomente  las 
discordias  religiosas  y  turbe  la  segura  y  unánime  pose- 
sión de  la  verdad  y  de  su  culto  religioso  en  nuestra 
Patria,  porque  nosotros  podemos  consentir  que  los  di- 
sidentes encuentren  en  España  modo  de  practicar  su 
culto,  pero  no  que  contra  la  voluntad  general  y  con  es- 
cándalo del  pueblo  hagan  proselitismo  e  intenten  des- 
viar a  los  católicos,  con  dádivas,  de  los  deberes  religio- 
sos, cuando  la  casi  totalidad  de  la  nación  quiere  con- 
servar, a  cualquier  precio,  su  unidad  católica. 

La  Iglesia,  reconocida  como 
sociedad  perfecta 

Concebir  a  la  Iglesia  como  sociedad  perfecta,  libre 
e  independiente  del  Estado  no  es  más  que  reconocer  las 
prerrogativas  con  que  la  instituyó  su  Divino  Fundador, 
Y  esta  aceptación  es  plena,  sin  reserva  ni  menoscabo 
alguno  ;  pues  hablamos  de  la  Iglesia  de  Cristo  no  sólo 
como  dispensadora  de  la  gracia  santificante,  sino  tam- 
bién en  sus  aspectos  jurídico  y  social,  en  virtud  de  la 
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doble  potestad  de  orden  y  de  jurisdicción  que,  por  de- 
recho divino,  le  corresponde.  Y  consecuentemente  se 
formulan  en  el  Concordato  las  declaraciones  inherentes 
a  dicho  principio,  esto  es,  aparte  la  personalidad  inter- 
nacional de  la  Ciudad  del  Vaticano,  la  plena  personali- 
dad y  capacidad  jurídica  y  de  obrar  de  las  diócesis,  con 
sus  instituciones  anejas,  de  las  parroquias,  de  las  órde- 
nes y  congregaciones  religiosas  y  demás  instituciones 
y  asociaciones  religiosas  canónicamente  establecidas  en 
España  y  las  que  en  lo  sucesivo  se  establezcan,  siempre 
que  el  decreto  de  erección  o  aprobación  canónica  sea 
comunicado  oficialmente  y  por  escrito  a  las  autoridades 
competentes  del  Estado. 

Provisión  de  los  cargos  eclesiásticos 
e  inmunidades 

Recoge  y  sanciona  el  Concordato  el  acuerdo  firmado 
por  la  Santa  Sede  y  mi  Gobierno  en  7  de  junio  de 
1941,  para  presentación  de  Arzobispos,  Obispos  resi- 
denciales y  coadjutores  «con  derecho  de  sucesión»,  de- 
recho de  presentación  que  descansa  en  concesiones  hechas 
otrora  por  la  Santa  Sede  a  los  monarcas  españoles,  por 
su  probada  fe  y  en  premio  a  los  grandes  servicios  pres- 
tados a  la  Iglesia,  y  que  estimamos  en  todo  su  valor  es- 
piritual, como  preciada  joya  de  la  fe  de  España  que  de- 
bemos conservar  para  nuestra  nación.  Del  mismo  modo 
se  han  recogido  también  las  prescripciones  contenidas 
en  el  Acuerdo  de  16  de  julio  de  1946,  sobre  provisión 
de  beneficios  no  consistoriales,  y  se  ha  incorporado 
cuanto  prescribe  el  Acuerdo  de  5  de  agosto  del  año 
1950  sobre  jurisdicción  castrense,  en  orden  a  la  asisten- 
cia religiosa  de  las  .  fuerzas  armadas  de  la  nación  y  a  la 
exención  del  servicio  militar  de  los  clérigos  y  religiosos. 

Contiene  el  Convenio  normas  sobre  el  estatuto  ju- 
rídico del  clero,  ajustándose  al  Código  de  Derecho  Ca- 
nónico, y  considerando  que  su  aseglaramiento  puede 
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ser  causa  de  relajación  de  la  disciplian,  prescribe  que 
para  ocupar  empleos  o  cargos  públicos  necesitarán  los 
clérigos  y  religiosos  el  permiso,  por  cierto1  revocable, 
del  ordinario  propio  y  del  ordinario  del  lugar  donde  hu- 
bieran de  desempeñar  su  actividad. 

Materia  ciertamente  delicada  y  difícil  era  la  relativa 
al  Fuero  eclesiástico,  que  ha  sido  regulada  sobre  la  base 
de  un  mutuo  respeto  a  las  correspondientes  jurisdiccio- 
nes y  a  una  feliz  conjugación  de  la  seguridad  social,  fi- 
nalidad apremiante  del  ordenamiento  jurídico  del  Esta- 
do, con  el  respeto  que  merece  la  dignidad  sacerdotal  y 
la  libertad  e  independencia  de  la  Iglesia. 


Derecho  patrimonial  de  la  Iglesia 

Tiene  la  Iglesia  el  derecho  congénito  indiscutible  de 
adquirir,  poseer  y  administrar  bienes  temporales  para 
cumplir  los  fines  que  le  son  propios.  Sin  embargo,  no 
siempre  reconocieron  los  Estados  a  la  Iglesia  católica, 
o  a  sus  corporaciones,  este  derecho  de  propiedad.  La 
codicia,  cuando  no  los  sentimientos  sectarios,  movieron 
a  algunos  Gobiernos,  principalmente  en  momentos  de 
apuro  del  erario,  a  disponer  de  los  bienes  temporales  de 
la  Iglesia,  invocando  la  antigua  regalía  de  amortización, 
que  exageraron  inicuamente  las  creencias  disidentes, 
primero,  los  regalistas,  después,  y,  por  último,  las  doc- 
trinas inspiradas  en  la  Revolución  Francesa.  La  Iglesia 
católica,  la  conciencia  cristiana  y  un  elemental  sentido 
del  derecho1  condenan,  de  consuno,  estos  errores. 

La  Iglesia,  en  efecto,  necesita  medios  económicos 
para  subsistir,  satisfacer  las  exigencias  del  apostolado 
cristiano,  mantener  el  curto,  sostener  a  sus  ministros, 
aliviar  las  necesidades  de  los  pobres,  cultivar  los  espíri- 
tus y  cumplir  con  estabilidad,  decoro  e  independencia 
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los  demás  fines  que  son  propios  de  su  alta  misión.  Y 
para  ello  precisa  de  la  propiedad  de  los  bienes  tempo- 
rales. 

En  nuestra  Ptria  estaba  reservado  al  siglo  xix  des- 
atar el  huracán  revolucionario  de  la  desamortización, 
que,  sin  beneficio  material  apreciable  para  el  Estado, 
arrebató  a  la  Iglesia  sus  bienes  en  cuantía  incalculable, 
empobreciéndola.  Aquella  ráfaga  anticlerical  y  desamor- 
tizado ra,  antecedente  funesto  de  la  nacionalización  de 
los  bienes  eclesiásticos  operada  por  el  régimen  republi- 
cano' de  1931,  dio  lugar  a  un  triste  período  de  tirantez 
y  de  discordia,  que  hubo'  de  ser  zanjado'  por  el  Concor- 
dato de  16  de  marzo  de  1851,  dando  origen  a  un  nuevo' 
concepto  del  erario  público  con  el  nombre  de  «Obliga- 
ciones eclesiásticas». 

De  muy  distinta  estirpe  es  el  Concordato  que  hemos 
firmado.  En  él  establecemos  el  propósito  de  estudiar  de 
común  acuerdo  la  creación  de  un  adecuado'  patrimonio 
eclesiástico,  que  asegure  la  congrua  dotación  del  culto 
y  de  sus  ministros. 

No  se  nos  ocultan  las  dificultades  que  entraña  su  rea- 
lización, pero  era  preciso  hacer  esta  declaración  de  prin- 
cipios, y,  mientras  tanto,  mantener,  a  título  de  indem- 
nización por  las  pasadas  desamortizaciones  y  como  con- 
tribución a  la  obra  de  la  Iglesia  en  favor  de  la  nación, 
las  actuales  dotaciones  del  clero  y  las  consignaciones 
para  el  culto,  con  las  variaciones  a  que  diere  lugar  la 
alteración  notable  de  las  condiciones  económicas  gene- 
rales; igualmente  seguirán  atendidas  las  finalidades  de 
construcción  y  conservación  de  los  templos  y  edificios 
eclesiásticos,  en  la  medida  que  permitan  las  posibilida- 
des presupuestarias,  y  se  declaran  las  exenciones  y  bo- 
nificaciones tributarias  de  aquellos  bienes,  objetos  y  do- 
taciones de  entidades  o  personas  eclesiásticas  que,  por 
estar  destinadas  a  fines  de  apostolado,  son  merecedoras 
de  especial  protección. 
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Reconocimiento  del  matrimonio 
canónico 


Si  España,  como  tantas  veces  se  ha  dicho,  incluso  por 
egregias  voces  extranjeras,  es  una  de  las  grandes  reser- 
vas espirituales  del  mundo,  lo  debe  a  la  familia.  Esta  fa- 
milia española,  que  es  templo  y  escuela,  hogar  y  taller, 
porque  es  creyente,  honesta  y  trabajadora,  no  podía  de- 
jarse abandonada  a  los  asaltos  que  amenazan  su  uni- 
dad y  cohesión.  Por  ello,  conforme  a  las  tradiciones  ca- 
tólicas de  nuestro  pueblo,  reconocemos  plenitud  de  efec- 
tos civiles  al  matrimonio,  elevado  por  Jesucristo  a  la 
dignidad  de  Sacramento,  disciplinado  por  el  Derecho 
canónico,  que  es  el  fundamento  de  esa  familia  sobre  la 
que  se  asienta  la  organización  políticojurídica  de  nues- 
tra nación. 

Corresponde  a  la  potestad  de  la  iglesia  dictar  leyes  y 
juzgar  en  las  causas  referentes  al  matrimonio  de  los 
bautizados,  en  orden  al  vínculo,  a  la  separación  y  de- 
más cuestiones  relativas  a  la  sustantividad  sacramen- 
tal ;  como  es  de  la  competencia  del  Estado  la  regulación 
de  aquellas  situaciones' que  afectan  al  aspecto  civil  del 
matrimonio.  Sobre  estos  principios  regula  el  Concor- 
dato las  respectivas  y  coincidentes  posiciones  de  ambas 
potestades  respecto  a  esta  trascendental  institución,  en 
consonancia  con  las  cuales  hacemos  nuestras  las  normas 
de  la  Iglesia  sobre  el  matrimonio  sacramental,  con  pleni- 
de  efectos  civiles,  y  armonizaremos  con  los  preceptos  del 
Derecho  Canónico  las  normas  civiles  relativas  al  matri- 
monio mixto  entre  personas  católicas  y  no  católicas,  y 
en  la  reglamentación  jurídica  del  matrimonio  para  los 
no  bautizados,  la  ley  civil  no  establecerá  impedimentos 
contrarios  a  la  ley  natural.  Declaramos  la  potestad  de 
la  Iglesia  de  conocer  y  juzgar  las  contiendas  referentes 
a  la  nulidad  del  matrimonio  canónico  y  a  la  separación 
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de  los  cónyuges,  a  la  dispensa  del  matrimonio  rato  y 
no  consumado  y  al  procedimiento  atinente  al  privile- 
gio paulino,  y  prevenimos  la  necesidad  de  la  inscripción 
del  acta  del  matrimonio  canónico  en  el  Registro  Civil 
correspondiente  para  el  reconocimiento,  por  parte  del 
Estado,  de  sus  efectos  civiles  en  relación  a  los  contra- 
yentes y  a  terceros,  y  precisamos,  en  órbita  civil  que  in- 
cumbe al  Estado,  las  repercusiones  de  las  sentencias, 
decisiones  y  decretos  emanados  de  las  autoridades  ecle- 
siásticas en  materia  propia  de  su  competencia. 

Fomento  de  la  educación  cristiana 

El  Gobierno  de  España  y  las  Cortes  de  la  nación  fue- 
ron marcando,  a  lo  largo  de  un  decenio,  una  línea  bien 
clara  de  restauración  cristiana  de  la  enseñanza  en  todos 
sus  grados  y  de  pleno  reconocimiento  de  los  derechos  . 
docentes  de  la  Iglesia,  dejándose  sólo  para  cuando  lle- 
gara el  momento  propicio  la  regulación  más  en  concre- 
to de  aquellos  aspectos  que,  por  su  carácter,  exigían 
un  acuerdo  entre  las  supremas  potestades  del  Estado  y 
de  la  Iglesia. 

Cuando  ese  momento  llegó,  pudo  España  ofrecer  un 
cuadro  de  realizaciones  tan  hondamente  empapadas  en 
savia  católica,  que  pudieron  proyectarse,  sin  apenas  mu- 
taciones, sobre  los  textos  mismos  del  Concordato. 

Así,  éste  repite  la  afirmación  contenida  en  nuestras 
leyes  internas  de  que  «la  enseñanza  se  ajustará  a  los 
principios  del  Dogma  y  de  la  Moral  de  la  Iglesia  cató- 
lica», y  reconoce  a  los  prelados  el  libre  ejercicio  de  la 
misión  de  defensa  de  la  fe,  que  es  consecuencia  directa 
de  su  alto  magisterio  y  que  fluye  del  sentido  de  unidad 
religiosa  y  de  fidelidad  a  una  tradición  milenaria  que 
diera  a  la  Patria  española  sus  más  limpias  glorias. 

Mas  el  concordato  no  tiene,  esencialmente,  un  senti- 
do negativo  o  de  limitación  o  cautela  contra  posibles 
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desviaciones  o  ataque  contra  el  Dogma  y  la  Moral  ca- 
tólica, sino  que  quiere  principalmente  ser  fuerza  impul- 
sora de  un  crecimiento  cristiano  de  España  en  todos  los 
órdenes  y  de  modo  muy  especial  en  el  orden  de  los  sa- 
beres y  del  perfeccionamiento  de  la  cultura  nacional. 
En  otros  términos,  este  Concordato,  lejos  de  poner  fron- 
teras al  desenvolvimiento  de  la  ciencia  y  de  la  enseñan- 
za en  España,  lo  que  busca  es  fomentar  un  enriqueci- 
miento de  la  educación  con  la  savia  vital  de  la  fe  cris- 
tiana. De  ahí  que  el  Estado  garantice  en  él  la  enseñanza 
de  la  religión  católica  como  materia  obligatoria  en  to- 
dos los  centros  docentes  de  cualquier  orden  o  grado, 
salvo  la  explicable  dispensa  para  los  hijos  de  los  no  ca- 
tólicos dentro  de  la  norma  de  tolerancia  marcada  por 
el  Fuero  de  los  Españoles  y  ratificada  en  el  propio  Con- 
cordato. 

La  Iglesia  y  el  Estado  no  podían,  sin  embargo,  con- 
tentarse con  una  declaración  genérica  sobre  la  obliga- 
toriedad de  la  enseñanza  de  la  religión  en  todos  los  cen- 
tros docentes.  Era  menester  garantizar  la  altura  y  la 
eficacia  de  tan  esenciales  enseñanzas  para  prevenir  el 
riesgo  de  anquilosamiento  y  de  desproporción  entre  el 
noble  esfuerzo  y  los  frutos  que  puedan  derivarse  de  este 
tipo  de  formación. 

Si  queremos  que  la«  enseñanza  de  la  religión  se  dé 
adecuadamente,  con  toda  la  extensión  necesaria,  y,  al 
mismo  tiempo,  se  acomode  a  su  interna  estructura  de 
saber  intelectual  y  de  vida  plena  y  al  grado  de  madu- 
rez de  los  alumnos,  hay  que  exigir  un  afán  de  perfec- 
cionamiento; por  eso  el  Concordato  dispone  que  las  en- 
señanzas de  religión  sean  dadas  por  profesores,  sean 
sacerdotes,  religiosos  o  seglares,  designados  por  la  au- 
toridad eclesiástica;  pero  exige  la  celebración  previa, 
con  extensión  para  todo  el  territorio  nacional,  de  unas 
pruebas  especiales  de  suficiencia  científica  para  los  que 
no  posean  grados  académicos  mayores  en  las  ciencias 
sagrada?,  es  decir,  los  que  no  tengan  el  título  de  doctor 
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o  licenciado,  y  pide,  además,  en  todo  caso,  otras  prue- 
bas de  suficiencia  pedagógica,  exigióles  incluso  a  ios 
que  estuvieran  provistos  de  dicha  titulación.  Estas  prue- 
bas quedan  confiadas  a  unos  tribunales  examinadores  de 
carácter  mixto,  en  los  que  tanto  la  Iglesia  como  el  Es- 
tado encontrarán  la  mejor  garantía  para  una  imparcial 
y  adecuada  selección  del  profesorado  a  quien  se  confía 
tan  noble  y  fundamental  misión  y  al  que  se  rodea  del 
respeto  y  de  las  consideraciones  que,  dentro  de  los  claus- 
tros de  cada  centro,  debe  en  justicia  recibir. 

En  esta  misma  línea  de  colaboración  entre  la  Iglesia 
y  el  Estado  ha  de  subrayarse  el  sentido  y  alcance  con 
que  se  prevé  la  organización,  en  las  propias  universi- 
dades del  Estado,  de  cursos  sistemáticos  de  Filosofía 
Escolástica,  Sagrada  Teología  o  Derecho  Canónico,  de 
acuerdo  siempre,  en  programas  y  libros  de  texto,  con 
la  jerarquía,  y  pudiendo  enseñar  en  los  mismos  profe- 
sores tanto  eclesiásticos  como  seglares  con  grados  acá-  , 
démicos  mayores.  Recíprocamente,  se  abre  la  posibili- 
dad de  que  en  las  universidades  de  tipo  eclesiástico  se 
matriculen  estudiantes  seglares  en  las  facultades  supe- 
riores de  Sagrada  Teología,  Filosofía,  Derecho  Canó- 
nico, etc.,  y  que  en  ellas  alcancen  los  respectivos  títu- 
los académicos.  Renace  así  una  intercomunicación  pro- 
funda entre  los  centros  superiores  de  cultura  de  la  na- 
ción y  se  sientan  las  premisas  para  un  diálogo  perma- 
nente entre  los  intelectuales  eclesiásticos  y  seglares. 

Ayuda  a  los  estudios  eclesiásticos 
y  reconocimiento  de  los  mismos 

Por  otra  parte,  el  Concordato  recoge  las  normas  ya 
contenidas  en  el  convenio  de  8  de  diciembre  de  1946 
entre  la  Santa  Sede  y  España  sobre  seminarios  y  uni- 
versidades de  estudios  eclesiásticos,  garantizándoles  un 
pleno  reconocimiento  y  la  ayuda  conveniente  para  su 
fecundo  progreso.  Y  el  Estado,  por  ser  de  justicia  y 
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consecuente  con  su  principio  de  ver  a  la  Iglesia  como 
sociedad  perfecta  y  de  respetar  su  personalidad  y  su  mi- 
sión de  magisterio,  otorga  su  reconocimiento,  a  todos 
los  efectos,  a  los  grados  académicos  mayores,  es  decir, 
a  la  licenciatura  y  al  doctorado  en  Ciencias  Eclesiásti- 
cas que  fueron  conferidos  a  los  clérigos  o  seglares  por 
las  facultades  universitarias  canónicamente  aprobadas, 
y  permite  que,  en  las  disciplinas  de  este  orden,  habili- 
ten dichos  títulos  para  ejercer  la  docencia  en  los  cen- 
tros de  enseñanza  media  dependientes  de  la  autoridad 
eclesiástica,  con  lo  que  se  estimula  al  profesorado  de 
esos  centros  a  que  adquiera  no  sólo  en  las  universida- 
des del  Estado,  sino  también  dentro  de  las  facultades 
eclesiásticas,  los  grados  más  altos  de  formación  y  eleve 
así  el  nivel  pedagógico  de  los  centros  docentes  que  de- 
pendan de  la  Iglesia. 

Derecho  de  la  Iglesia  a  fundar 
centros  docentes 

Por  último,  el  Concordato  reitera  el  reconocimiento 
hecho  en  las  leyes  de  enseñanza  de  España  sobre  el  li- 
bre ejercicio  por  la  Iglesia  de  su  derecho  a  organizar 
y  dirigir  escuelas  públicas  de  cualquier  orden  y  grado 
y  de  fundar  colegios  mayores  o  residencias  en  los  res- 
pectivos distritos  universitarios,  mientras  que  la  Igle- 
sia, a  su  vez,  acepta  que  los  efectos  civiles  de  los  estu- 
dios realizados  en  todos  esos  centros  se  sujeten,  me- 
diante un  previo  acuerdo  entre  el  Estado  y  la  autori- 
dad eclesiástica,  a  las  normas  señaladas  en  las  leyes 
civiles. 

Ciérrase  así  este  capítulo  del  Concordato  dedicado  a 
la  educación  de  nuestra  juventud  con  una  declaración 
inequívoca  de  que,  en  una  hora  en  que  las  fuerzas  an- 
ticristianas del  comunismo  internacional  luchan  por  ha- 
cer enmudecer  a  la  Iglesia  y  por  ahogar,  incluso  en  san- 
gre, su  misión  de  magisterio.  España,  vencedora  de 
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esas  fuerzas  por  el  heroísmo  de  sus  hijos,  es  fiel  hasta 
las  últimas  consecuencias  de  su  fe  y  garantiza  en  su 
solar  el  libre  despliegue  de  ese  apostolado  docente  para 
que  se  sigan  forjando  sobre  él  las  legiones  de  los  que, 
,  si  fuere  preciso,  darían  de  nuevo  su  vida  para  que  en  el 
mundo  puedan  los  hombres,  en  santa  libertad,  seguir 
creyendo  en  la  verdadera  Iglesia  de  Dios. 

Reconocimiento  de  la  Acción  Católica 

Todas  las  demás  disposiciones  del  Concordato  serían 
dignas  de  glosa;  pero  sólo  llamaré  vuestra  atención  so- 
bre las  tres  más  importantes  entre  las  que  restan. 

Es  una  la  incorporación  a  la  disciplina  concordataria 
de  la  Acción  Católica  Española,  entendida  como  orga- 
nización de  seglares  para  el  apostolado,  bajo  la  depen- 
dencia inmediata  de  la  jerarquía.  Para  desenvolver  sus 
actividades  apostólicas  gozarán  estas  asociaciones  de  li- 
bertad plena,  pero  deberán  sujetar  a  la  legislación  ge- 
neral del  Estado  cualesquiera  actividades  de  otro*  géne- 
ro, si  acaso  las  tuviesen. 

Defensa  del  patrimonio 
artístico  eclesiástico 

Capítulo  del  .  todo  nuevo  y  de  la  mayor  importancia 
es  el  que  mira  a  la  defensa  del  patrimonio  artístico  ecle- 
siástico. Sus  preceptos  aseguran  la  colaboración  de  las 
autoridades  de  ambos  órdenes,  a  fin  de  asegurar  que  la 
construcción  y  reparación  de  templos  y  monasterios  se 
ajusten  a  las  normas  técnicas  y  artísticas  de  la  legisla- 
ción general  y  a  las  prescripciones  de  la  liturgia,  y  tam- 
bién para  vigilar  la  observancia  de  las  disposociones 
que  prohiben  la  evasión  al  extranjero  de  los  objetos  de 
mérito  histórico  o  de  valor  artístico,  reservándose  al 
Estado  una  opción  de  compra,  caso  de  venta  de  tales 
objetos  en  pública  subasta. 
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Preeminencia  al  idioma  español 

Por  último,  es  motivo  de  satisfacción  y  orgullo  la 
cláusula  que  consagra  el  idioma  español  como  uno  de 
los  tres  admitidos  por  la  Congregación  de  Ritos  para 
tratar  las  causas  de  beatificación  y  canonización.  Reco- 
bra con  esto  la  posición  que  le  era  debida  nuestra  her- 
mosa lengua,  la  que,  entre  otros  títulos  para  esa  preemi- 
nencia, puede  exhibir  el  hecho  de  ser  hablada  por  más 
del  cuarenta  por  ciento  de  los  católicos  en  comunión  con 
la  Santa  Sede. 

Fecundidad  de  la  colaboración 

El  nuevo  Concordato  responde,  como  veis,  señores 
procuradores,  a  una  línea  histórica  de  restauración  de 
fastos  católicos,  pero  también  a  una  certera  adaptación 
a  los  tiempos  modernos,  en  que  se  representa  como  evi- 
dente la  interdependencia  entre  el  bien  común  o  pros- 
peridad social  y  el  bien  espiritual  y  temporal  de  la 
Iglesia. 

El  Estado  recibe  de  la  Iglesia  una  inmensa  coopera- 
ción moral,  y,  a  su  vez,  el  Estado  presta  a  la  Iglesia  el 
auxilio  de  los  medios  precisos  para  que,  en  el  orden 
moral,  se  cumpla  y  se  realice  su  misión  sobre  la  tierra, 
sin  que  quepa  hablar  de  exceso  de  largueza  cuando  se 
trata  de  satisfacer  el  deber  primordial  del  hombre  y  de 
la  sociedad  de  dar  a  Dios  la  gloria  que  le  es  debida, 
tanto  más  cuanto  que  el  beneficio  de  esa  acción  religión 
sa,  moralizante  y  educadora  que  realice  la  Iglesia,  así 
asistida,  refluirá  directamente  en  bien  de  la  propia  Pa- 
tria española. 

Por  otra  parte,  la  vinculación  orgánica  que  el  Con- 
cordato establece  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  se  hace 
sin  merma  de  la  libertad  e  independencia  de  cada  potes- 
tad para  actuar  en  la  esfera  respectiva  que  les  es  propia. 
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Al  terminar,  señores  procuradores,  esta  exposición 
de  los  puntos  fundamentales  del  Concordato,  de  cuya 
ratificación  se  trata,  debemos  recordar  juntos  que  la  fe- 
licidad y  el  bienestar  de  los  pueblos  no  se  asienta  sólo 
en  las  riquezas  materiales,  ni  aun  en  el  progreso  de  las 
ciencias  y  de  las  artes,  sino,  muy  principalmente,  en  la 
práctica  de  la  virtud,  pues  la  Historia  nos  enseña,  y 
ejemplos  de  ello  tenemos  ante  los  ojos,  que,  cuando  el 
progreso  material  no  va  acompañado  del  progreso  mo- 
ral, las  sociedades  caen  desde  la  cima  de  la  civilización 
a  la  sima  de  la  barbarie. 

Esto  es  lo  que,  en  toda  ocasión,  pero  muy  especial- 
mente al  negociar  y  firmar  este  Concordato,  he  tenido 
muy  presente.  Creo  que  hemos  prestado  con  ello  un 
servicio  insigne  a  la  fe  católica  y  a  la  Santa  Iglesia, 
además  de  haber  servado  a  los  intereses  de  la  Patria  y 
al  bien  de  nuestro  pueblo. 

En  la  histórica  etapa  que  hoy  se  inicia  con  la  solem-  . 
ne  ratificación  de  este  convenio,  la  Iglesia  va  a  disfru- 
tar en  España  no  sólo  de  toda  la  libertad  que  necesite 
para  sus  sagrados  fines,  sino  también  de  la  ayuda  ne- 
cesaria para  su  pleno  desarrollo. 

Estoy  seguro  de  que  la  Iglesia  de  España,  nuestros 
prelados  y  nuestro  clero  tienen  conciencia  de  la  gran 
responsabilidad  que  echamos  sobre  nuestros  hombros 
al  reconocer  sus  derechos,  fueros  y  libertades,  al  con- 
tribuir al  sostenimiento  económico  del  altar  y  de  sus 
ministros  y,  sobre  todo,  de  los  seminarios  en  que  éstos 
se  forman  y,  en  fin,  al  abrir  a  su  labor  apostólica  las 
puertas  de  la  sociedad  española,  singularmente  por  lo 
que  toca  a  la  formación  de  la  juventud. 

Al  proponer,  pues,  a  las  Cortes  del  Reino  su  adhe- 
sión a  este  convenio,  lo  hago  con  la  certeza  de  que  la 
jerarquía,  el  clero  y  las  órdenes  y  congregaciones,  de 
una  parte,  y  al  Gobierno  de  la  nación,  de  otra,  colma- 
rán los  designios  que  han  movido  a  la  Santa  Sede  Apos- 
tólica y  al  Estado  español  a  suscribir  el  presente  Con- 
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cordato:  «asegurar  una  fecunda  colaboración  para  el 
mayor  bien  de  la  vida  religiosa  y  civil  de  la  nación  es* 
pañola». 

Madrid,  24  de  octubre  de  1953. 

FRANCISCO  FRANCO 


JUICIO  DE  "L'OSSERVATORE  ROMANO" 


Con  el  título  de  «El  Concordato  entre  la 
Santa  Sede  y  España»  el  diario  oficioso  del 
Vaticano,  «L'Osservatore  Romano»,  del  28 
de  agosto  de  1953,  publicó  el  siguiente  edi- 
torial : 

Numerosos  han  sido  los  Acuerdos  concluidos  en  los 
pasados  siglos  entre  las  dos  citadas  Altas  Partes  sobre 
cuestiones  de  interés  común;  bastará  recordar,  entre 
otros,  los  Concordatos  estipulados  entre  Clemente  XII  . 
y  Felipe  V  en  1737;  entre  Benedicto  XIV  y  el  Rey 
Fernando  VI  en  1753,  y,  especialmente,  el  de  1851, 
entre  Pío  IX  y  la  Reina  Isabel  II. 

Este  último  Concordato,  completado  con  el  Acuerdo 
subsiguiente  de  1859,  referente  a  la  consignación  para 
culto  y  clero  y  con  otros  convenios  especiales,  perma- 
neció en  vigor  hasta  el  año  1931,  en  que  fué  violado 
por  la  República  española,  la  cual  dejó  de  considerarlo 
válido,  y,  en  contra  de  los  compromisos  en  él  conte- 
nidos, promulgó  toda  una  serie  de  leyes  hostiles  a  la 
Iglesia,  que  terminaron  por  culminar  en  una  persecu- 
ción descarada  y  sangrienta. 

La  caducidad  del  Concordato  de  1851  produjo  en 
España,  entre  otros  muchos  males,  también  los  deriva- 
dos de  la  falta  de  una  norma  jurídica  clara  y  completa 
que  regulase  las  cuestiones  de  interés  común  entre  la 
Iglesia  y  el  Estado,  así  como  sus  mutuas  relaciones. 

Por  esto  es  por  lo  que,  inmediatamente  después  de 
terminar  la  guerra  civil,  el  Jefe  del  Estado  y  el  Go- 
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bienio  español,  al  mismo  tiempo  que  adoptaban  medi- 
das legislativas  para  remediar  la  deplorable  situación 
precedente,  desearon  también  llegar  al  restablecimien- 
to de  la  plena  y  tradicional  armonía  entre  los  dos  Pode- 
res, sobre  bases  concordatarias,  comenzando  a  resolver- 
se, mediante  una  serie  de  acuerdos  particulares,  las 
cuestiones  más  urgentes. 

Y  así,  el  7  de  junio  de  1941,  se  estipulaba  un  pri- 
mer convenio  sobre  la  provisión  de  las  sedes  arzobis- 
pales y  episcopales  residenciales  en  España.  En  el  ar- 
tículo 10  de  dicho  convenio  se  preveía  ya  la  futura 
estipulación  de  un  Concordato  completo,  en  el  que  las 
normas  allí  pactadas  habrían  de  ser  incorporadas  a  su 
tiempo. 

En  1946  hubo  otros  dos  acuerdos.  El  de  16  de  julio 
se  refería  a  la  provisión  de  beneficios  no  consistoriales; 
es  decir,  de  las  parroquias  y  de  las  dignidades  y  canon- 
jías de  los  Capítulos  catedrales  y  colegiales,  y  repetía 
también  el  compromiso  de  continuar  las  negociaciones 
para  la  estipulación  de  un  convenio  más  amplio  y  so- 
lemne. 

El  otro,  el  de  8  de  diciembre  del  mismo  año,  tenía 
como  objeto  los  Seminarios  y  Universidades  de  Es- 
tudios, y  mediante  el  mismo  el  Gobierno  español  vino 
a  prestar  su  colaboración  al  espléndido  renacimiento 
de  vocaciones  sacerdotales  y  religiosas,  así  como  de 
los  estudios  eclesiásticos,  renacimiento  éste  que  ha  po- 
dido admirarse  en  España  en  los  últimos  años. 

Finalmente,  el  5  de  agosto  de  1950,  se  concluía  un 
cuarto  acuerdo,  concerniente,  esta  vez,  a  la  jurisdic- 
ción castrense  y  a  la  asistencia  religiosa  a  las  fuerzas 
armadas  españolas,  proveyéndose  así  a  la  asistencia  es- 
piritual de  una  parte  tan  considerable  de  la  juventud, 
en  un  período  de  la  vida  tan  especialmente  importante 
y  delicado.  En  el  mismo  documento  se  establecían  tam- 
bién las  normas  relativas  a  la  exención  de  clérigos  y  re- 
ligiosos de  la  obligación  de  prestar  el  servicio  militar. 
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El  Concordato  que  ahora  se  ha  firmado  viene  a  co- 
ronar y  completar  los  acuerdos  precedentes  y  quiere 
constituir  — como  se  afirma  en  su  mismo  preámbulo — 
«la  norma  que  debe  regular  las  recíprocas  relaciones 
de  las  Altas  Partes  contratantes,  de  conformidad  con 
la  Ley  de  Dios  y  la  tradición  católica  de  la  Nacióla 
española». 

Peculiar  característica  del  presente  Concordato  la 
constituye,  por  tanto,  el  hecho  de  que  el  mismo,  contra- 
riamente a  lo  que  suele  suceder  con  frecuencia,  no  ha 
sido  estipulado  para  poner  fin  a  un  estado  de  discordia 
o  para  cerrar  un  período  de  tensión,  sino  más  bien  para 
corroborar  y  estabilizar  una  situación  de  hecho  ya  exis- 
tente. 

Las  negociaciones  en  torno  al  Concordato,  ahora  fe- 
lizmente terminadas,  más  que  introducir  una  nueva  or- 
denación en  las  relaciones  entre  la  Santa  Sede  y  España, 
sancionan  y  reflejan,  incluso  mejorándolo,  lo  actual- 
mente vigente. 

El  Estado  reafirma  en  el  Concordato  aquellos  sólidos 
principios  que  constituyen  la  base  de  la  prosperidad  de 
la  familia  y  de  la  nación :  pleno  reconocimiento  del  ma- 
trimonio canónico,  educación  cristiana  de  la  juventud 
y  libertad  para  la  Iglesia  en  el  desarrollo  de  su  aposto- 
lado. Por  otra  parte,  la  Santa  Sede  confirma  — aunque 
con  las  adaptaciones  que  requieren  las  actuales  contin- 
gencias—  privilegios  tradicionales  que  han  sido  conce- 
didos a  España  a  lo  largo  de  los  siglos. 

Cuál  es  el  deseo  común  de  las  Partes  contratantes 
y  cuál  el  fin  que  se  han  propuesto  en  la  estipulación  del 
Concordato  es  cosa  que  puede  deducirse  del  preámbulo 
del  propio  documento,  en  donde  se  afirma  el  deseo  de 
asegurar  entre  la  Santa  Sede  y  España  aquella  fecunda 
colaboración  entre  el  Poder  eclesiástico  y  el  civil,  que 
siempre,  y  en  todas  partes,  constituye  la  premisa  de  ma- 
yores bienes  para  el  pacífico  desarrollo  e  incremento  de 
la  vida  religiosa  y  civil  de  las  naciones.» 


Características  del  concordato  según  el  Ministro  de  Asuntos 
Exteriores  de  España 


Con  ocasión  de  la  firma  del  Concordato,  el 
Ministro  de  Asuntos  Exteriores  de  España, 
D.  Alberto  Martín  Arta  jo,  hizo  el  28  de  agos- 
to de  1953  las  siguientes  declaraciones  a  Ra- 
dio Nacional  de  España  y  a  las  Agencias  de 
prensa  españolas: 

— /Puede  decirnos,  señor  ministro,  cuál  es  la  nota 
característica  del  nuevo  Concordato? 

— Me  atrevería  a  decir  que  se  trata  de  un  Concordato 
de  nuevo  cuño.  Una  gran  parte  de  los  Concordatos,  el 
nuestro  de  1851  entre  ellos,  eran  verdaderos  tratados 
de  paz.  Concertados  tras  un  período  de  lucha  o  de  per- 
secución religiosa,  tenían  algo  de  armisticio  entre  po- 
tencias beligerantes,  cuando  no  de  amnistía,  por  parte 
de  la  Iglesia,  de  los  agravios  y  depredaciones  sufridos. 
Por  el  contrario,  el  nuevo  Concordato,  preparado  so- 
segadamente durante  un  período  de  colaboración  per- 
fecta, acaso  sin  precedentes  en  nuestra  historia,  es 
como  la  sistematización  jurídica  de  un  régimen  casi 
ideal  de  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  como 
corresponde  al  sistema  de  colaboración  perfecta  entre 
ambas  potestades  que  instauró  en  nuestra  patria  el  Mo- 
vimiento Nacional. 

— Entonces  ¿quiere  decirse  que  el  Concordato  res- 
ponde a  un  espíritu  nuevo  más  acorde  con  los  nuevos 
tiempos? 

— Se  han  apartado  los  negociadores  españoles  de  esa 
trasnochada  mentalidad  librepensadora,  ya  desterrada 
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entre  nosotros  y  superada,  aunque  parezca  paradójico, 
por  la  vuelta  del  concepto  tradicional  de  lo  que  han  de- 
bido ser  siempre  las  relaciones  político-eclesiásticas.  En 
este  Concordato,  el  Estado  español  le  brinda  y,  a  la 
vez,  le  pide  a  la  Iglesia  católica  una  colaboración  abier- 
ta y  decidida  en  bien  de  la  Religión  y  en  servicio  de  los 
intereses  espirituales  del  pueblo.  Como  dice  con  feliz 
expresión  el  preámbulo  del  Acuerde,  el  espíritu  que  le 
anima  es  el  de  «asegurar  una  fecunda  colaboración  para 
el  mayor  bien  de  la  vida  religiosa  y  civil  de  la  nación 
española» . 

— ¿A  qué  doctrina  responde  el  Concordato  en  punto 
a  las  relaciones  entre  Iglesia  y  Estado  ? 

— Responde  a  tesis  católica  profesada  por  el  Movi- 
miento Nacional  desde  sus  comienzos.  Vea  usted  que, 
desde  fuera,  se  nos  ha  acusado  de  posiciones  contradic- 
torias que,  por  sí  solas,  se  destruyen :  para  unos,  somos 
un  Estado  regalista  que  se  entromete  en  las  cosas  ecle-  • 
siásticas;  la  Iglesia  estaría,  según  ellos,  del  todo  supe- 
ditada al  Poder  público.  Para  otros,  por  el  contrario, 
somos  un  Estado  clerical  que  obra  al  dictado  de  la  Je- 
rarquía eclesiástica,  en  continua  dejación  de  su  sobera- 
nía privativa.  Son  pocos  los  extranjeros  dispuestos  a 
reconocer  la  verdadera  situación,  a  saber:  que  en  Es- 
paña se  ha  dado  realidad  a  la  tesis  de  la  armonía  entre 
Iglesia  y  Estado,  ambas  sociedades  perfectas,  y,  por 
tanto,  soberana  cada  una  en  su  esfera  propia,  pero  coin- 
cidentes en  el  servicio  del  bien  común  nacional. 

— Díganos,  señor  Ministro,  ¿tiene  fundamento  cuan- 
to se  ha  venido  diciendo  en  estos  años,  por  parte  de  la 
Prensa  extranjera,  acerca  de  una  supuesta  actitud  de 
reserva  de  la  Santa  Sede  a  la  negociación  del  nuevo 
Concordato? 

— Se  han  dicha  y  se  han  escrito,  en  efecto,  muchos 
y  grandes  despropósitos  sobre  la  supuesta  resistencia 
de  la  Santa  Sede  a  negociar  con  España  un  nuevo  Con- 
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cordato,  y  del  consiguiente  fracaso  de  no  sé  cuántas 
tentativas  por  nuestra  parte.  Lo  cierto  es,  sin  embargo, 
que,  en  una  primera  etapa,  el  Gobierno  del  Generalísi- 
mo Franco  optó  por  ir  concertando  con  la  Santa  Sede 
los  Convenios  parciales  que  se  fueron  viendo  necesa- 
rios, y  así,  el  de  1941,  sobre  provisión  de  Sedes  episco- 
pales; dos,  en  1946,  sobre  provisión  de  beneficios  no 
consistoriales  y  sobre  Universidades  Pontificias  y  Se- 
minarios, y  otro,  en  1950,  sobre  jurisdicción  castrense 
y  asistencia  religiosa  a  las  Fuerzas  Armadas ;  todos  los 
cuales  quedan  reasumidos  en  el  nuevo  Concordato,  lo 
mismo  que  el  Motu  proprio  pontificio  de  7  de  abril  de 
1947,  restableciendo  el  Tribunal  de  la  Rota  Española. 
Estos  Convenios  se  completaron  con  otras  disposiciones 
de  carácter  interno  que,  por  referirse  a  materias  mix- 
tas, fueron  concertadas,  a  su  debido  tiempo,  con  la 
Santa  Sede,  verbigracia,  el  artículo  6.9  del  Fuero  de 
los  Españoles,  que  también  se  incorpora  al  Concorda- 
to en  su  Protocolo  final,  y  las  leyes  sobre  matrimonio, 
educación,  etc. 

— ¿Cuándo  empezaron,  propiamente,  las  negociacio- 
nes que  ahora  terminan  con  la  firma  de  un  nuevo 

texto? 

— Fué  a  partir  del  Año  Santo  de  1950  cuando  se 
pensó  en  la  conveniencia  de  sistematizar  todo  lo  con- 
certado, y  sólo  entonces  el  Embajador,  a  la  sazón  el 
señor  Ruiz-Jiménez,  cumpliendo  instrucciones  del  Go- 
bierno1, elevó  a  Su  Santidad  la  propuesta  de  que  se  en- 
tablaran negociaciones  para  llegar  a  un  nuevo*  Acuerdo 
General,  y,  habiendo  accedido  a  ello  el  Sumo  Pontífice, 
presentó  el  Embajador  al  propio  Padre  Santo,  un  día 
de  abril  de  1951,  con  una  carta  del  Jefe  del  Estado  es- 
pañol, Generalísimo  Franco,  para  Su  Santidad,  el  ante- 
proyecto elaborado  por  el  Gobierno. 

— Entonces,  señor  Ministro,  ¿se  puede  decir  que  estas 
negociaciones  han  sido  largas? 
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— Han  durado  algo  más  de  dos  años  y  sin  interrup- 
ción; pero  esto  es  perfectamente  normal,  si  se  tiene  en 
cuenta  la  amplitud  y  la  delicadeza  de  la  materia,  la 
forma  meticulosa  en  que  es  preciso  negociar  sobre  pro- 
blemas de  tanta  trascendencia  y  el  hecho  de  haber  sido 
consultados  por  la  Santa  Sede,  como  es  su  norma  en 
estos  casos,  no  sólo  los  Sagrados  Dicasterios  romanos, 
sino  la  Jerarquía  Eclesiástica  española  en  el  persona  de 
todos  sus  Arzobispos  y  varios  Obispos,  así  como  otros 
esclarecidos  canonistas. 

— ¿Dónde  se  ha  llevado  la  negociación:  en  Roma  o 
en  Madrid? 

— La  negociación  propiamente  se  ha  llevado  en  Roma 
y  su  peso  ha  recaído,  por  parte  de  la  Santa  Sede,  en 
Monseñor  Tardini,  y  por  el  Estado,  sobre  el  Embaja- 
dor Castiella,  uno  de  los  pocos  hombres  capaces  de  lie-  g 
var  a  término  empresa  tan  ardua,  gracias  a  su  tesón  y 
a  sus  cualidades  de  talento  y  laboriosidad,  a  sus  dotes 
políticas  y  diplomáticas  y  a  la  autoridad  y  al  prestigio 
de  especialista  en  la  materia,  en  cuanto  catedrático  de 
Derecho  Internacional.  Respecto  a  las  directrices  de  go- 
bierno, la  tarea  ha  correspondido  a  una  ponencia  minis- 
terial formada  con  el  Ministro  de  Asuntos  Exteriores, 
por  los  de  Justicia,  Educación  Nacional  y  Secretario 
del  Movimiento.  Sus  reuniones  han  sido  presididas  va- 
rias veces  por  el  propio  Jefe  del  Estado  y  huelga  decir 
que  esta  Ponencia  daba  periódicamente  cuenta  al  Go- 
bierno de  la  marcha  del  asunto,  requiriendo  su  explíci- 
ta aprobación  para  el  texto  definitivo. 

— ¿Tiene  algo  que  decirnos,  señor  Ministro,  acerca 
del  articulado  del  Contar  dato? 

— Abarca,  como  verá  por  el  texto  que  se  hace  público, 
todas  las  materias  que  constituyen  el  contenido  ordina- 
rio de  esta  clase  de  Tratados,  a  saber:  personalidad  y 
derechos  de  la  Iglesia,  matrimonio  canónico,  educación 


religiosa,  fuero  eclesiástico,  temporalidades  del  clero, 
bienes  eclesiásticos,  patrimonio  artístico  religioso,  y  las 
peculiaridades  tradicionales  españolas,  en  orden  a  pre- 
sentación de  Obispos,  provisión  de  beneficios,  etcétera, 

etcétera. 

Inspirándose  en  la  profunda  tradición  católica  nacio- 
nal, el  Concordato  mantiene  el  principio  de  la  unidad 
religiosa  del  pueblo  español  y  conjuga  debidamente  los 
derechos  y  prerrogativas  de  las  Altas  Partes  contratan- 
tes. Y,  respondiendo  a  una  técnica  jurídica  moderna, 
casa  la  disciplina  consuetudinaria  española  con  la  legis- 
lación general  del  Codex  Inris  Canonici. 

— ¿Y  sobre  las  novedades  que  contenga? 

— Contiene,  en  efecto,  novedades.  Regula  materias 
que  no  figuraban  en  anteriores  Concordatos,  así :  el 
reajuste  de  las  circunscripciones  eclesiásticas,  acomo- 
dándolas en  lo  posible  a  las  provincias,  la  protección  de 
los  monumentos  y  obras  de  arte  religiosos,  las  activi- 
dades de  la  Acción  Católica  y  otras  muchas.  Recoge 
concesiones  nuevas  de  la  Santa  Sede,  tales  como  el 
empleo  del  idioma  español  en  la  Sagrada  Congregación 
de  Ritos,  o  renovadas  y  ampliadas,  como  la  jurisdicción 
del  Tribunal  de  la  Rota  Española,  las  sillas  españolas 
en  la  Sagrada  Rota  Romana,  los  privilegios  honoríficos 
en  la  Basílica  de  Santa  María  la  Mayor,  las  preces  por 
España  y  por  el  Jefe  del  Estado,  el  acceso  de  los  segla- 
res a  las  Facultades  Superiores  de  Ciencias  Eclesiásti- 
cas, etc.,  etc.  Privilegios  tradicionales  que  con  la  Re- 
pública se  perdieron,  ahora  se  recuperan,  y,  en  algunos 
casos,  se  amplían. 

Pero  la  más  importante  de  las  innovaciones  es  la  for- 
ma decidida  y  abierta  como  regula  las  materias  clásicas 
y,  singularmente,  el  matrimonio  y  la  enseñanza,  capí- 
tulos en  que  estimo  que  el  presente  Concordato  puede 
ser  propuesto  como  modelo  a  cualquier  Estado  católico. 
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— ¿Quiere  añadir,  señor  Ministro,  algún  comentario 
final  a  esta  interesante  información? 

— Creo  que  podemos  felicitarnos,  como  españoles  y 
como  católicos,  de  la  firma  del  nuevo  Concordato  que 
regirá  por  muchos  años  las  relaciones  entre  la  Iglesia 
Católica  y  el  Estado  español. 
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